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Morón, 28 de Agosto de 2018.- 

 AUTOS Y VISTOS: 

 Para resolver en la presente causa FSM 23495/2015 del registro 

de la Secretaría nro. 8 de este Juzgado Federal en lo Criminal y 

Correccional nro. 2 Morón, y respecto de Emiliano Blanco; Claudio E. 

Barbera; Carlos Alberto Eced; Abelardo O. Torres; Darío O. Ferrara; 

Manuel Leguizamón; Gabriela Martins Giménez; Walter Fratini; 

Francisco J. Ramírez; Gisel E. Ávalos; Javier Morriones; Sergio M. 

Otazu; Carlos A. Caro; Rodolfo Fassa; Oscar García; Walter Trangoni; 

José María Ferezín; Orlando Aguirre; Raúl Medina; Juan Carlos 

Lafuente; Gumercindo Gómez; Gabriel Ciappesoni; Daniel A. Bogado; 

Ramón A. Chamorro; David Pedraza; Verónica N. Matwijczuk; 

Mariano Eloy Leiva;  Alberto Rojas; Fernando Díaz; Guillermo 

Cuccarese; Claudia M. Carballo; María Victoria Varela; Ricardo R. 

Caruso; Hugo Ocampos; Carlos Merino; Christian Pereyra; Leonardo 

Aravena; Marcelo Juárez; Jorge A. García; Facundo Antonio Yamuni; 

Antonio Julián Yamuni; y Marcela Lucía Balchunas.- 

 RESULTANDO:  
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 Que las presentes actuaciones se iniciaron a raíz de la denuncia 

efectuada por el Titular de la Procuraduría de Violencia Institucional de 

la Procuración General de la Nación y su igual de la Procuraduría de 

Criminalidad Económica y Lavado de Activos; en ella, se indica que 

durante los años 2013 y 2014 se realizaron inspecciones en el Complejo 

Penitenciario Federal II de Marcos Paz, y en el Módulo V del Complejo 

Penitenciario Jóvenes Adultos, en dichas oportunidades recabaron el 

testimonio de varios internos, quienes ponían de manifiesto la 

deficiente alimentación que recibían.-  

En virtud del análisis realizado sobre la documentación 

secuestrada en el marco de la causa 54007277/2013 (en la que se 

investigan irregularidades acaecidas en el Complejo Penitenciario 

Federal I de Ezeiza), se dedujo que la carencia de alimentos suficientes 

en calidad y cantidad, no era conteste con los valores de compras de 

alimentos efectuadas por el Servicio Penitenciario Federal.-  

Así, y a fin de utilizar uno de los ejemplos de los casos 

detectados, se indicó que, de acuerdo a la licitación pública 34/12 se 

extendió a favor de la empresa Carnes Yamuni S.A., órdenes de compra 

por 70.314 kg. de carne vacuna, para abastecer un trimestre, lo que 

arrojaba un resultado de 363 grs. por día y por persona. En la misma 
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licitación, se adjudicó a Raiale la provisión de 37.350 kg. de pollo, 

dando por resultado un consumo de 193 gramos por persona, ello 

totaliza 556 grs. de carne por persona por día, lo que evidentemente a 

la luz de los testimonios no se correspondía con la realidad, dando 

lugar a la sospecha de la ocurrencia de alguna conducta ilícita.-  

Por otra parte, se ha detectado, entre la documentación 

secuestrada en el expediente mencionado, que los remitidos emitidos 

por las empresas proveedoras no cumplen con las formalidades legales, 

así, en el caso de Carnes Yamuni, tales documentos sólo indican una 

cantidad total de kilos, sin detalle de peso de la media res, número de 

tropa o clasificación, y sin indicar los datos del transportista; a ello se 

agrega que la emisión de los remitos no guardarían correlación, pues 

aparecen los 401214 y 401215 extendidos con una diferencia de 24 

días, término en el cual también se hizo entrega de mercadería en el 

Complejo de Ezeiza; asimismo se ha señalado que dos empresas 

poseen los mismos socios, que en otras tres la escribana actuante es la 

misma, que una misma persona figura como gerente de dos 

compañías, y otras que poseen un mismo domicilio, todo lo cual 

evidencia una serie de graves irregularidades.-  
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En la extensa denuncia, donde además se pone de relieve los 

mecanismos legales para la provisión de alimentos destinados a los 

Complejo Penitenciarios, se concluye que existen elementos de juicio 

suficientes para sospechar la comisión de distintos delitos, algunos 

cometidos por funcionarios públicos, por los responsables de las 

empresas proveedoras, y otros para cuya configuración se requiere la 

connivencia de unos y otros.-  

Finalmente, y con el objeto de avanzar en la pesquisa se solicitó 

el libramiento de órdenes de allanamiento para distintos sectores del 

Servicio Penitenciario Federal y para las empresas involucradas, entre 

otras medidas.-  

A su turno, el Sr. Fiscal, Dr. García, hizo el correspondiente 

requerimiento de instrucción, en similares términos a la denuncia, 

propugnando la realización de distintas diligencias a fin de corroborar 

los presuntos sucesos ilícitos.-  

Ahora bien, en primer lugar, se requirió a los organismos 

correspondientes las actas constitutivas y posteriores modificaciones 

de las empresas denunciadas, como así también que personal de 

Gendarmería Nacional se constituyera en las inmediaciones de los 
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domicilios denunciados con el objeto de constatar la existencia de 

aquellas firmas.-  

Por otra parte, se certificó el estado en que se encontraba la 

causa 54007277/2013, solicitándose oportunamente a PROCUVIN –

donde estuvo delegada la instrucción- y al Juzgado Federal en lo 

Criminal y Correccional n° 2 de Lomas de Zamora, fotocopias de las 

piezas pertinentes, las que se encuentran agregadas en autos.-  

De la lectura de aquellas, surge que dos años antes del inicio de 

la presente pesquisa, se comenzó una investigación por sucesos 

similares a los aquí ventilados, y que oportunamente se dispuso 

diversos allanamientos en áreas correspondientes al Servicio 

Penitenciario Federal (con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires), y en el Complejo Penitenciario Federal I de Ezeiza, ocasión en la 

que se incautó documentación relacionada.-  

Del análisis y cotejo efectuados, surgieron las anomalías que 

mencioné en los párrafos precedentes, pues, muchas de las licitaciones 

públicas, se relacionaban con la adquisición de alimentos tanto para el 

Complejo Penitenciario de Ezeiza, como de Marcos Paz y Jóvenes 

Adultos.-  
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De ese modo, es posible sospechar que iguales maniobras 

ilegales se llevaban a cabo con los alimentos destinados a la población 

de los Complejos ubicados en la localidad de Marcos Paz.- 

Ahora bien, el pasado 19 de agosto el Sr. Fiscal, Dr. Carlos 

Hernán García, amplió su requerimiento de instrucción, ello en virtud 

de la denuncia formulada por la Procuraduría de Violencia Institucional 

de la Procuración General de la Nación, la que acompañó.-  

En ambos escritos, se pone de resalto que tras una nueva 

inspección realizada el 6 de julio del corriente año, en el Complejo 

Penitenciario Federal II de Marcos Paz y Módulo V –CPJA-, funcionarios 

de PROCUVIN, constataron las anomalías –en cuanto a la provisión de 

alimentos- que daban cuenta en su denuncia primigenia, por ello se 

solicitaba que el objeto procesal de la presente pesquisa se amplíe a los 

años 2015 y 2016.-  

Por otra parte, también se señaló que a partir de los 

procedimientos llevados a cabo en el marco de la causa 13682/2015 

del Juzgado Federal n° 7 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se 

había podido determinar el actual domicilio de algunas de las firmas 

denunciadas.- 
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Así, con fecha 22 de septiembre de 2016 se dispuso el 

allanamiento las oficinas del Servicio Penitenciario Federal, de los 

Complejos Penitenciarios ubicados en Marcos Paz, y de las firmas 

proveedoras de alimentos, conforme el siguiente esquema: I.- 

Complejo Penitenciario Federal II Marcos Paz, y Complejo 

Penitenciario Jóvenes Adultos: 1.- Los depósitos de la sección 

economato; 2.- Las oficinas de jefatura, división secretaría, 

administración, economato y contabilidad, todo ello con el fin de 

proceder al SECUESTRO de a) toda documentación respaldatoria en 

formato físico o informático (expedientes, facturas, remitos, recibos, 

libros, planillas, cheques, registros, menús diarios, planillas de entrega, 

etc.) vinculado al pedido, liquidación, compras, recepción, 

conservación, tenencia, preparación y distribución a la población del 

penal de los productos alimenticios administrados por la sección 

economato, durante los años 2013, 2014, 2015 y 2016; b) Libros de 

control vehicular e ingreso de proveedores, del período 2013 a 2016; c) 

Computadoras de escritorio o portátiles, discos rígidos o soporte 

informático de almacenamiento de datos (pen drive, disco externo), 

obrantes en las oficinas registradas, en el que obre documentación 

relevante vinculada al periodo de tiempo señalado; d) Listado de 
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órdenes de pago libradas durante 2013, 2014, 2015 y 2016, 

correspondientes al rubro alimentos a favor de las firmas; e) 

Verificación documental de respaldo (existencia) de la mercadería 

encontrada en los depósitos de alimentos al momento de la ejecución 

de la medida, f) Registros de adquisiciones de productos alimenticios 

efectuadas por los internos en las proveedurías, durante el período 

2013 a 2016, g) Realización de un inventario de cada uno de los 

productos alimenticios existentes en los depósitos de la sección 

economato de esos establecimientos. Debiendo pesar la cantidad de 

carne existente en las cámaras frigoríficas, discriminando el peso de 

cada media res y de los cortes existentes. 

II.- La Dirección General de Administración del Servicio 

Penitenciario Federal, ubicado en Paso 550 de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires: 1.- Dirección de Contrataciones; 2.- Dirección de 

Tesorería; 3.- Dirección de Auditoria Contable; 4.- Dirección de 

Contaduría y Finanzas; con el OBJETO de secuestrar: a. Toda 

documentación respaldatoria en formato físico o informático 

(expedientes, formularios de cheques, listado de cheques, constancias 

bancarias, constancias de transferencias) que acrediten los pagos 

efectuados a proveedores de alimentos adquiridos en los años 2013 a 
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2016 con destino al Complejo de Marcos Paz y Complejo Federal de 

Jóvenes Adultos de Marcos Paz. b. Toda documentación vinculada a la 

licitación, liquidación, compras, recepción y remisión al Complejo de 

Marcos Paz y Complejo Federal de Jóvenes Adultos de Marcos Paz de 

productos alimenticios, en el mismo período, por parte de la Dirección 

de Contrataciones del Servicio Penitenciario Federal. c. Manual de 

procedimientos para adquisiciones. d. Presupuesto y ejecución anual 

de los años 2013, 2014, 2015 y 2016: original, ampliaciones, devengado 

y percibido. e. Informes de la Unidad de Auditoría Interna respecto de 

contrataciones, en particular del rubro alimentos y cualquier informe 

relacionado con alimentación en las prisiones federales de Marcos Paz. 

f. Listado de contrataciones y gastos por caja chica y/o fondo rotatorio 

correspondientes al Rubro Alimentos según el Catálogo de Bienes y 

Servicios de la Oficina Nacional de Contrataciones. g. Imputaciones 

presupuestarias de gastos por el rubro alimentos de los años 2013, 

2014, 2015 y 2016 por cualquier fuente de financiamiento (Sistema 

Local Unificado), vinculadas a alimentos distribuidos en el Complejo 

Penitenciario de Marcos Paz y Complejo Penitenciario Federal de 

Jóvenes Adultos. h. Remitos correspondientes a todas las operaciones 

de adquisiciones de alimentos de los años 2013, 2014, 2015 y 2016 
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vinculadas al Complejo Penitenciario de Marcos Paz y Complejo 

Penitenciario Federal de Jóvenes Adultos. i. Expedientes de legitimo 

abono vinculados a adquisiciones de alimentos con destino al Complejo 

Penitenciario de Marcos Paz y Complejo Penitenciario Federal de 

Jóvenes Adultos, correspondiente a los años 2013 a 2016. j. Cualquier 

otro elemento que pueda resultar de interés para la investigación.  

III.- Además de las sedes administrativas de las siguientes firmas: 

1.- “TUX S.A”, 2.- “AUGEMI S.R.L”, 3.- “RAIALE S.R.L.”, 4.- Frigorífico 

Penta SA, 5.- Carnes Yamuni SA, 6.- Rucón SRL, 7.- Olazul SA, 8.- Gayna 

SRL, 9.- Victorio Paoletti, 10.- Martunico SA, 11.- Distribuidora Virasoro 

SRL, 12.- Molinos y Establecimientos Harineros Bruning SA, 13.- 

Servicios Integrales Food and Catering SRL, 14.- Ente de Cooperación 

Técnica y Financiera del Servicio Penitenciario Federal (ENCOPE), en 

todos ellos debía procederse al secuestro de: a. Toda documentación 

respaldatoria en formato físico o informático (expedientes, facturas, 

remitos, recibos, libros de inventarios y balances, extractos bancarios, 

planillas, etc.) de la licitación, liquidación, compras, transporte y 

entrega al Complejo Penitenciario Federal n° 2 y al Complejo 

Penitenciario Federal de Jóvenes Adultos de productos alimenticios, 

durante los años 2013, 2014, 2015 y 2016, b. Muestreo de facturas, 
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remitos y recibos de compra de las mercaderías o materias primas al 

proveedor de esas empresas. c. Muestreo de facturas de venta de 

alimentos, durante los años 2013 a 2016, a otros clientes que no sean 

el Servicio Penitenciario Federal. d. Documentos que acrediten 

transportes de mercadería durante los años 2013, 2014, 2015 y 2016 al 

Complejo Penitenciario Federal n° 2 y al Complejo Penitenciario Federal 

de Jóvenes Adultos. e. Balances de los años 2013, 2014, 2015 y 2016. f. 

Cualquier otro elemento que pueda resultar de interés para la 

investigación.- 

Cumplido con ello, el pasado 13 de octubre de 2016 se 

ordenaron sendos allanamientos en dos nuevos domicilios de las 

firmas: 1.- “TUX S.A” y 2.- Servicios Integrales Food and Catering SRL.- 

A su vez, el pasado 29/09/2016, se encomendó a la Procuraduría 

de Violencia Institucional del Ministerio Público Fiscal (PROCUVIN) un 

análisis jurídico-contable de la documental que fuera secuestrada en 

los allanamientos practicados (fs. 359).- 

Producto de ello, resulta el dictamen conjunto entre la 

PROCUVIN y la Fiscalía Federal nro. 2 de esta ciudad, oportunamente a 

cargo de los Dres. Félix Crous y Hernán García, quienes requirieron que 

se llamara a prestar declaración indagatoria a Emiliano Blanco, Claudio 
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E. Barbera, Carlos Alberto Eced, Abelardo O. Torres, Darío O. Ferrara, 

Manuel Leguizamón, Gabriela Martins Giménez, Walter Fratini, 

Francisco J. Ramírez, Gisel E. Ávalos, Javier Morriones, Sergio M. Otazu, 

Carlos A. Caro, Rodolfo Fassa, Oscar García, Walter Trangoni, José 

María Ferezín, Orlando Aguirre, Raúl Medina, Juan Carlos Lafuente, 

Gumercindo Gómez, Gabriel Ciappesoni, Daniel A. Bogado, Ramón A. 

Chamorro, David Pedraza, Verónica N. Matwijczuk, Mariano Eloy Leiva, 

Alberto Rojas, Fernando Díaz, Guillermo Cuccarese, Claudia M. 

Carballo, María Victoria Varela, Ricardo R. Caruso, Hugo Ocampos, 

Carlos Merino, Christian Pereyra, Leonardo Aravena, Marcelo Juárez, 

Jorge A. García, Facundo Antonio Yamuni, Antonio Julián Yamuni y 

Marcela Lucía Balchunas (fs. 1885/1982).-  

Finalmente, habiendo sido oídos todos los imputados, me 

encuentro en condiciones de dictar pronunciamiento al respecto.- 

  

Y CONSIDERANDO: 

 PRIMERO: “Corpus delicti” 

 Que mediante los siguientes elementos de convicción: 
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1) la denuncia presentada por la Procuraduría de 

Violencia Institucional (PROCUVIN) y sus diez (10) anexos –fs. 

1/31-;  

2) las copias remitidas por la PROCUVIN en virtud del 

allanamiento dispuesto por el Juzgado Federal nro. 2 de 

Lomas de Zamora –fs. 50/78-;  

3) la información suministrada por la Subsecretaria de 

Relaciones con el Poder Judicial y Asuntos Penitenciarios del 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación -

fs.85/99-;  

4) lo hecho saber por la Dirección Provincial de las 

Personas Jurídicas en relación a las firmas denunciadas –fs. 

101/5-;  

5) las actuaciones labradas por la Unidad Especial de 

investigaciones y Procedimientos Judiciales “Campo de 

Mayo” -fs. 107/17-;  

6) lo informado y la documental hecha correr por 

cuerda de la Inspección General de Justicia –fs. 121-;  

7) lo actuado por la UESPREJUD Buenos Aires -123/35 

y 136/55-;  
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8) las copias obtenidas del expediente 

54007277/2013 del registro del Juzgado Federal nro. 2 de 

Lomas de Zamora –fs. 175/313-;  

9) las actuaciones labradas en razón de las órdenes de 

allanamiento libradas a fs. 343/50 -fs. 362/664, 671/738, 

749/989 y 1258/75;  

10) Acta de apertura de efectos –fs.742/3-;  

11) la información aportada por PROCUVIN en relación 

a la firma “Servicios Integrales Food & Cathering” –fs. 

996/1001-;  

12) las actuaciones labradas en razón de las órdenes de 

allanamiento libradas a fs. 1009/12 –fs. 1019/44, 1063/99 y 

1104/29-;  

13) lo informado por la Comisión de Cárceles de la 

Defensoría General de la Nación en cuanto a su participación 

en habeas corpus 34006/2014 (Juzgado Federal 1 de Morón, 

Secretaría 4) y 62270/2014 (Juzgado Federal 1 de Morón, 

Secretaría 1) respecto a la alimentación de los internos del 

CPF II –fs. 1174-;  
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14) la información brindada por la Procuración 

Penitenciaria de la Nación en relación al mismo habeas 

corpus que el hecho saber por la DGN –fs. 1178-;  

15) lo actuado por la AFIP en relación a las firmas 

objeto de investigación –fs. 1214/27 y 1234/50-;  

16) lo informado por el Ministerio de Justicia de la 

Nación, referente a la reglamentación vigente año 2014 que 

autoriza la adquisición de alimentos por medio de fondos 

rotatorios a la Dir. Nacional SPF, Memorando 423/2016 –fs. 

1278/84-;  

17) las copias de la Lic. Pública 44/13 del Ministerio de 

Justicia de la Nación enviado por la PROCUVIN –fs. 1312/24-;  

18) los testimonios que corren por cuerda del 

expediente FSM 340006/2014 del Juzgado Federal nro. 1 

(Sec. 4) de esta ciudad –ver constancia fs. 1325-;  

19) lo actuado por la Unidad de Delitos Económicos de 

la Gendarmería Nacional Argentina respecto de la orden de 

presentación dispuesta respecto de la firma “ Carnes 

Yamuni” –fs. 1376/96-;  
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20) informe preliminar remitido por PROCUVIN 

respecto a “Carnes Yamuni” –fs. 1416/29-;  

21) la declaración testimonial brindad por María 

Daniela Grassini –fs. 1431/2-;  

22) las actuaciones remitidas por PROCUVIN respecto 

del sistema de compras y contrataciones del Servicio 

Penitenciario Federal y un informe de auditoría al respecto –

fs. 1435/1580-;  

23) las declaraciones prestadas en los términos del Art. 

239 del CPPN por Mauro Rodrigo González (Jefe de la Div. 

Remuneraciones del SPF), Alfredo Raúl Barnech (Auditor 

Interno del Ministerio de Justicia), María Victoria Pifarre 

(Supervisora legal de la Auditoria interna del Ministerio de 

Justicia) y Silvia Beatriz Filozof (Auditoria Adjunta General del 

Ministerio de Justicia) –fs. 1589/90, 1591/3, 1594/5 y 

1596/7-;  

24) los informes realizados por la Auditoría General de 

la Nación en relación a los períodos 1/2/2014 y 19/12/2014 

aprobado mediante res. 192/2016 –fs. 1601 con cd 

resguardado en Secretaría-;  
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25) lo actuado por el Ministerio de Justicia de la Nación 

en relación al modo en que se llevan adelante las licitaciones 

públicas para la obtención de alimentos durante el período 

2012/2016 –fs. 1609/15-;  

26) lo informado por la Auditoría General de la Nación 

junto a dos cds que fueron resguardados en Secretaría –fs. 

1641-;  

27) lo declarado testimonialmente por Alberto Daniel 

Martínez Alonso (Coordinador de Fiscalización de Carnes en 

la Subsecretaría de Control comercial agropecuario del 

Ministerio de Agroindustrias) –fs. 1661/3;  

28) el resultado de las diligencias de observación 

llevadas adelante por la Gendarmería Nacional Argentina –fs. 

1668/71-;  

29) lo actuado por la Oficina Nacional de 

Contrataciones de la Secretaría de Coordinación 

Administrativa y Presupuestaria de la Jefatura de Gabinete 

de la Nación –fs. 1678/1750-;  

30) los permisos de tránsito provincial respecto de la 

firma “Carnes Yamuni” –ver fs. 1862/3-;  
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31) el informe final (con sus cuatro anexos) producido 

por la PROCUVIN en relación a las maniobras detectadas en 

relación a la firma “Carnes Yamuni SA” –fs. 1885/982-; los 

expedientes CCC 19130/2015 y FSM 833/2017 que corren 

por cuerda al presente; y como así también toda la 

documentación en formato papel y digital que fuera 

secuestrada en los allanamientos practicados; 

se encuentra acreditado con el grado de certeza que exige esta 

etapa procesal;  

(A) Que en el período comprendido entre los años 

2014 y 2016, Carlos Alberto Eced y Abelardo O. Torres 

(Directores Generales de Administración SPF);  Manuel 

Leguizamón (Director de Contrataciones SPF); Francisco J. 

Ramírez, Rodolfo Fassa, Javier Morriones y Sergio M. Otazu 

(Directores de la División Abastecimiento); Oscar García y 

Walter Trangoni (Directores Administrativos del CPF II); 

teniendo a su cargo la administración de los bienes o 

intereses pecuniarios de la institución, participaron de 

manera necesaria, violando sus deberes, procurando para un 

tercero un lucro indebido perjudicando los interés confiados, 
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causando un perjuicio patrimonial a la administración pública 

nacional al adquirir, eludiendo los controles administrativos 

correspondientes, alimentos a la empresa carnes Yamuni SA.  

(B) Asimismo, y en virtud del hecho narrado 

anteriormente, en el mismo período de tiempo, como 

consecuencia de la adquisición de alimentos de menor 

calidad (carne) o que no ingresó del modo contratado a los 

Complejos Penitenciarios Federales nro. 2 y 24 de Marcos 

Paz, causaron vejaciones a los internos allí alojados bajo su 

guarda. 

(C) Durante el mismo período de tiempo, junto a las 

personas señaladas en el apartado (A), han participado de 

manera necesaria los Sres. Facundo Antonio Yamuni 

(presidente); Antonio Julián Yamuni (director titular) y 

Marcela Lucía Balchunas (directora suplente); por la venta de 

alimentos destinados a los Complejos Penitenciarios 

Federales nro. 2 de Marcos Paz, en menor cantidad y calidad 

que la contratada, obteniendo para sí un lucro indebido y 

causando un perjuicio patrimonial a la administración pública 

nacional. 
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(D) Que durante el período comprendido entre los 

años 2014/2016 José María Ferezín, Orlando Aguirre 

(Directores del Complejo Penitenciario Federal II de Marcos 

Paz), Hugo Ocampos, Carlos Merino, Christian Pereyra, 

Leonardo Aravena, Marcelo Juárez y Jorge A. García 

(Testimonio de Recepción mercadería -Economato-), siendo 

funcionarios públicos, omitieron el fiel cumplimiento de las 

normativas y/o reglamentos de sus actividades. 

Los hechos asociales descriptos, se encuentran acreditados 

mediante prueba directa, siendo la misma documental, pericial, 

testimonial y confesional.- 

Rigen la  prueba los arts. 138; 224, 225, 230, 231, 239, 253 y ccs. 

del C.P.P.N.-  

 SEGUNDO: “Autoría y participación” 

Que para un mejor análisis de la presente, dividiré en apartados 

esta fase del siguiente modo: desarrollo de la prueba y análisis 

concreto de cada uno de los investigados, tomando como base los 

cargos o roles desempeñados, exponiendo sus descargos y 

desarrollando su imputación.- 

La prueba. 
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La denuncia que da inicio a la presente daba cuenta del trabajo 

desarrollado por la PROCUVIN durante los años 2013 y 2014 en ocasión 

de inspecciones desarrolladas por aquellos (ver anexo I, II y III de las 

actuaciones reservadas) donde recabaron testimonios de personas allí 

alojadas que daban cuenta de padecimientos sufridos por la deficiente 

alimentación que recibían.- 

Además, se daba cuenta de los informes desarrollados por el 

Registro Nacional de Casos de Tortura y/o malos tratos que daban 

cuenta que durante el período 2012/3  también se daba cuenta de esta 

problemática.- 

A su vez, el organismo mencionado explicó que basaban su 

denuncia en el resultado del análisis de la documental secuestrada en 

el marco del expte. 7277 del Juzgado Federal de Lomas de Zamora, 

causa en el que se investigan maniobras irregulares en la adquisición y 

provisión de alimentos al Complejo de Ezeiza, detallando que en el 

marco de aquel sumario se había procedido el pasado 21/02/2014 al 

allanamiento de dependencias del Servicio Penitenciario Federal, 

donde incautaron gran cantidad de documentación que “devela el 
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circuito de adquisición, pago y entrega de alimentos por parte de ese 

organismo”1.- 

Dentro de los testimonios recogidos por los denunciantes, la 

comida no es entregada en buenas condiciones y recomendaron el 

suministro adecuando del alimento de modo adecuado2.- 

En dicha ocasión, los funcionaron labraron actas con lo que 

exponían las personas alojadas en la Unidad Residencial III, que dieron 

cuenta que la comida es de “muy mala calidad y escasa”, otros 

detallaron que “les dan unos huesos pelados con pastos” y que “es 

incomible, imposible de digerir, te mata”.- 

Posteriormente, realizó el personal una nueva inspección3, 

donde se entrevistaron con internos de la Unidad Residencial I donde 

les explicaron que siempre comían lo mismo: alimentos basados en 

huesos de caracú sin carne, con papa y zapallo. Agregando que no 

recibían otro tipo de verduras ni frutas. Que en varias ocasiones la 

comida no varía y en monótona, llegando en ocasiones en estado de 

                                                
1 Ver pág. 3 de la denuncia 
2 Correspondiente a la recorrida realizada el 20 de septiembre de 2013 por los Jueces 

de la Casación Penal, la PROCUVIN y la Defensoría General de la Nación 
3 El 5 de noviembre de 2014 del que participó el personal de PROCUVIN, la Fiscalía 

Federal nro. 2 de esta ciudad y la Fiscalía nro.1 ante los Tribunales Orales Federales de San 

Martín 
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putrefacción. En esa ocasión, dejaron constancia de estar presentes al 

momento del almuerzo y constataron la llegada de dicha alimentación.- 

En la Unidad Residencial V –por ese entonces dependiente de la 

Unidad 24 del SPF- constataron que las viandas correspondientes al 

almuerzo y la cena resultaban de porciones pequeñas y mala calidad.- 

Agregó en su presentación inicial la recomendación IV/2014 del 

sistema de coordinación y seguimiento de control judicial de Unidades 

carcelarias4 resaltó la necesidad de que personal de salud externo al 

Servicio Penitenciario Federal realice inspecciones regulares y realicen 

asesoramiento sobre la cantidad, calidad, preparación y distribución de 

los alimentos efectivamente provistos a las personas detenidas.- 

Por otro lado, se hace referencia a la documentación 

secuestrada en el marco del expediente 7277 del Juzgado Federal nro. 

2 de Lomas de Zamora, donde detectaron documentación vinculada a 

la adquisición de alimentos que, por su magnitud, no era conteste con 

el régimen de hambre que habían observado. 

Aunaba al análisis inicial que la adquisición detectada (centrada 

en ese momento sobre la firma “Servicios Integrales Food and Catering 

                                                
4 Suscripta, entre otros, por la (ex) Procuradora General de la Nación, la Dra. 

Alejandra Gils Carbó 
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SRL”) se había realizado por medio del sistema de Legitimo abono –de 

excepción e informal-. 

Por otro lado, detalló que de los remitos secuestrados en el 

marco del sumario lomense se advertían irregularidades: fallas en su 

confección, faltaban detalles de las características de lo entregado, no 

surgen entregas en la fechas de los remitos en las unidades 

penitenciarias, etc. 

En suma, la PROCUVIN sostiene por un lado que la 

administración penitenciaria simuló la entrega de mercadería que 

abonó en cantidades para alimentar de modo suficiente a los internos 

y, por el otro, generó un sistema de hambre dentro de las unidades 

penitenciarias. 

A su vez, sostiene en su imputación que la utilización del medio 

del legítimo abono como regla para la contratación, apartándose del 

sistema de licitación que debe regir para la administración pública (fs. 

1/31).-  

 Se obtuvo información en relación a las personas que estaban a 

cargo de las Divisiones del SPF y de los Complejos II y 24 de Marcos Paz 

con competencia o injerencia en los trámites de los legajos de legitimo 

abono o fondos rotatorios durante los períodos denunciados, como así 
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también se consignaron datos de interés de las empresas mencionadas 

en la presentación inicial (ver fs. 85/99, 101/5, 121, 1214/27 y 

1234/50).- 

Además, se obtuvieron copias de las actuaciones que tramitan 

ante el Juzgado Federal nro. 2 de Lomas de Zamora de las que se 

advierte su génesis a partir de una acción de habeas corpus presentada 

por un interno que denunciaba graves deficiencias en la alimentación, 

lo que motivó el allanamiento tanto de la Unidad de Ezeiza como de 

dependencias del SPF para la obtención de documentación vinculada 

con el objeto procesal y que, de su análisis, deriva la presente (ver fs. 

175/303).- 

A su vez, se recabó vía Gendarmería Nacional información sobre 

los domicilios que las firmas denunciadas registraban sus actividades 

(ver fs. 107/17, 123/35 y 136/55).- 

Posteriormente, en virtud de la denuncia formulada por la 

Procuraduría de Violencia Institucional de la Procuración General de la 

Nación, se amplió el objeto de la presente donde se pone de resalto 

que tras una nueva inspección realizada el 6 de julio del año 2016, en el 

Complejo Penitenciario Federal II de Marcos Paz y Módulo V –CPJA-, 

funcionarios de PROCUVIN, constataron las anomalías –en cuanto a la 
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provisión de alimentos- que daban cuenta en su denuncia primigenia, 

por ello se solicitaba que el objeto procesal de la presente pesquisa se 

amplíe a los años 2015 y 2016.-  

Por otra parte, también se señaló que a partir de los 

procedimientos llevados a cabo en el marco de la causa 13682/2015 

del Juzgado Federal n° 7 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se 

había podido determinar el actual domicilio de algunas de las firmas 

denunciadas.- 

Como resultado de los allanamientos practicados tanto en las 

oficinas del Servicio Penitenciario Federal, del Complejo II de Marcos 

Paz, de la Unidad 24 de Marcos Paz y de las firmas: 1.- “TUX S.A”, 2.- 

“AUGEMI S.R.L”, 3.- “RAIALE S.R.L.”, 4.- Frigorífico Penta SA, 5.- Carnes 

Yamuni SA, 6.- Rucón SRL, 7.- Olazul SA, 8.- Gayna SRL, 9.- Victorio 

Paoletti, 10.- Martunico SA, 11.- Distribuidora Virasoro SRL, 12.- 

Molinos y Establecimientos Harineros Bruning SA, 13.- Servicios 

Integrales Food and Catering SRL, 14.- Ente de Cooperación Técnica y 

Financiera del Servicio Penitenciario Federal (ENCOPE); se secuestró 

gran cantidad de documentación contable en formato físico y digital, 

facturas, expedientes administrativos y licitaciones públicas que fueron 
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puestos a disposición de la PROCUVIN para que realice un informe 

jurídico-contable al respecto.- 

Además, se recabó información en relación a la acción de habeas 

corpus que tramitó ante la Secretaría nro. 4 del Juzgado Federal nro. 1 

de esta ciudad5 por problemas en la alimentación de la población, de lo 

que se desprende falencias en el sector cocina6: inexistencia de 

medidas de protección contra insectos, presencia de verduras y frutas 

en mal estado, lácteos (queso) con insectos, presencia de carne picada 

en el sector de picado –que debería estar limpio-, la existencia de dos 

freezers con carnes sin la correcta protección, la presencia de media 

res que estaba en contacto con el piso, abundantes moscas en la zona 

de elaboración como así también deficiencias edilicias en el sector (ver 

testimonios que corren por cuerda al presente).- 

Oportunamente, se le recibió declaración a la nutricionista 

Grassini quién había expresado –en el marco de la licitación pública 

44/12- que la carne que era adquirida resultaba de mala calidad, quién 

expresó: “ser Jefa de la Sección Nutrición de la Dirección Sanidad del 

Servicio Penitenciario Federal, aproximadamente desde 2008 o 2009. 

                                                
5 Expte. FSM 34006/2014 
6 Ver informe realizado por ANMAT el pasado 15/12/2015 en presencia de personal 

del Complejo II de Marcos Paz en la cocina de dicho establecimiento 
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Que no interviene en ningún paso relacionado con el armado del pliego, 

ni la licitación; su función es efectuar el cálculo de las cantidades de 

mercadería que debería adquirirse, para cada establecimiento 

carcelario, tomando en consideración, las raciones, las dietas 

especiales, época del año (menú de verano e invierno) y zona en la que 

se encuentre la unidad.” 

Agregó “que la información sobre la cantidad de raciones y 

dietas especiales, se las brinda la Dirección de Contratación, y luego del 

cálculo que realiza la declarante, vuelve a dicha dirección, pasando 

previamente por Sanidad. (…) que a fs. 1320/2, se encuentra la planilla 

efectuada por la declarante, y relacionada con el Complejo de Marcos 

Paz, que luego de elevarla culmina su intervención. En cuanto a la nota 

de fs. 1324, expresa que fue raíz de algunos comentarios de la 

licenciada Guevara (quien en ese momento era nutricionista del 

Complejo Penitenciario Federal II de Marcos Paz), en cuanto a que las 

medias reces que se recibían eran de animales grandes, que por tener 

más colágeno y tendón, posee carne más dura; que ello mismo 

mencionaron en una reunión dos penitenciarios de los Complejos de 

Marcos Paz y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se había sugerido la 

adquisición de cortes envasados (sin hueso).” 
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Continuó diciendo que “sin embargo, en ese mismo expediente, 

se le hacía saber que lo que tal sugerencia estaba descartada, de ese 

modo, para establecer parámetros mínimos que deberían tenerse en 

cuenta (se citó la resolución 88/2010 MAGyP). Expresa que, desconoce 

si ello se cumplió o no, pues como dijera luego de ello ya no interviene 

en el trámite de adquisición. A nuevas preguntas, responde que 

desconoce quién o quienes resultaban ser proveedores de carnes.” 

Finalmente, fue consultada si participó de la recepción de 

mercadería en alguna oportunidad, la Lic. Grassini dijo que “alrededor 

del año 2001, en el Complejo Penitenciario de Ezeiza, que ello le 

permitió observar el incumplimiento de distintas normas de higiene 

relacionadas con la manipulación de alimentos, los riesgos de 

contaminación, etc., que con posterioridad se elaboró una resolución 

3513/2006 que detalla pautas para la recepción y manipulación de 

alimentos, higiene en la manipulación y ordenamiento en tareas de 

cocina, que estas estaban dirigidas al personal administrativo de las 

Unidades Carcelarias, que en él, entre otras cosas, se indicaban 

temperatura de la carne, características organolépticas del alimentos, 

por ej. El color, como está al tacto, en verduras verdes si las hojas están 

amarillas, etc., todo ello con el objeto de que el personal a cargo de la 
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tarea sepa si puede aceptar o rechazar el alimento que está por 

ingresar a la Unidad.” (ver declaración de fs. 1431/2).- 

A su vez, tras tomar contacto con los informes de auditoría 

realizados, este tribunal consideró necesario escuchar en declaración 

testimonial a las personas responsables, quienes aportaron algunas 

cuestiones de interés que resulta importante transcribir para dar mayor 

claridad al desarrollo. 

La Sra. Filosof, expuso ser “Auditora Adjunta General de la 

Unidad de Auditoría Interna del Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos de la Nación. (que) en el trámite de las licitaciones desde el 

año 2009 se han detectado dichas demoras, sin que se hubiesen 

adoptado acciones correctivas hasta el momento. Que no permite 

establecer derechos y obligaciones de las partes, en función de lo 

normado en la ley de contratación del estado.” 

En cuanto a las observaciones que efectuaran respecto de los 

desdoblamientos en los fondos rotatorios, expresó “que si en el período 

analizado se observan varias facturas de un mismo proveedor, con 

fecha cercana, se entiende que existe un desdoblamiento, porque tiene 

carácter excepcional y urgente.” 
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Finalmente, explicó que los pagos pueden provenir tanto de la 

Dirección Nacional de Administración como de los Complejos 

Penitenciarios, dependiendo de las autorizaciones de gastos de cada 

área (ver fs. 1596/7). 

El Sr. Barnech, Auditor interno titular del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos de la Nación, que intervino en las auditorias del 

Servicio Penitenciario Federal que llevaron a los informes nros. 67/12, 

74/15 y 14/16, expresó “que para arribar a las conclusiones de dichos 

informes ha tenido a la vista las evidencias en que se sustentan, pero 

que en general no interviene personalmente en las tareas de campo, 

que ello lo hace el grupo de trabajo.” 

Explicó que “las auditorias se desarrollan en general en función 

del plan de auditorías aprobado por el Ministro y la Sindicatura General 

de la Nación, el plan se elabora en función a la determinación de 

riesgos. (…) las auditorias son llevadas a cabo por el grupo de trabajo 

en las dependencias que correspondan, en este caso en la Dirección 

General de Administración del SPF, y los interlocutores son los 

responsables de las distintas etapas del procedimiento de contratación, 

ese procedimiento incluye además, a distintas áreas del Ministerio de 

Justicia, con lo cual se verifica en la documentación del expediente la 
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actividad de los distintos intervinientes.(…) que se controla la 

correspondencia de la documentación de respaldo de una contratación, 

con las condiciones de la contratación, a través del control 

presupuestario.” 

Desarrolló que “las demoras se producen en el ámbito del SPF ya 

sea por elaborar tarde los pliegos, o por tardanzas en respuestas a 

requerimientos intra-ministeriales, otras demoras se producen en el 

ámbito del Ministerio, ya sea en el servicio jurídico, área de 

transparencia y subsecretarias o secretarías que intervienen en el 

proceso. (…) que rara vez hubo contrataciones sin demora, ello desde el 

2010 en adelante. (…) las demoras en las licitaciones significa tener que 

recurrir a contrataciones directas, a través de fondos rotatorio o 

legítimo abono, para cumplir con la obligación de dar alimento a los 

internos, y potencialmente que los proveedores no entreguen lo 

efectivamente requerido, tanto sea en calidad como en cantidad, que 

no se les dé a los internos los alimentos de los menús establecidos por el 

área de nutrición del SPF.” 

Cabe señalar que fue consultado en relación a las respuestas de 

la administración ante las irregularidades detectadas, a lo que refirió 

que “las autoridades del ente auditado le otorgaban explicaciones para 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

33 

IC/EL 

no implementar las acciones correctivas sugeridas, en general las 

respuestas eran que estaban de acuerdo con el hecho observado, pero 

no se informaban que acciones correctivas se iban a adoptar, por lo 

tanto no había respuestas de parte del SPF. (…) mantenía contacto, 

según los períodos, Director de Contrataciones, Director General de 

Administración, y en menos ocasiones con Director Nacional del SPF.” 

Al detenerse en las consecuencias de los métodos de 

adquisición, expresó: “que el legítimo abono es una situación de 

excepción, que debería estar basada en las mismas condiciones de la 

contratación vencida. Tanto en legítimo abono como la utilización del 

fondo rotatorio para posibilitar la provisión de alimentos a los internos 

es una excepción consecuencia de la mala gestión en los trámites de 

licitación” 

Agregó que la medida distinta a la adoptada sería “la única 

figura que podría ser utilizada es la contratación directa por razones de 

urgencia pero el Director del SPF no está capacitado o por los montos 

de la contratación o por la interpretación de su facultad para este tipo 

de contrataciones. (…) infiere que hubo un desdoblamiento de compras 

en los casos de fondos rotatorios, ello de acuerdo al informe 14/2016, 

que las evidencias obtenidas en el informe mencionado, permiten 
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verificar el desdoblamiento, de acuerdo a lo allí explicado.” (ver fs. 

1591/3). 

En tanto, la Sra. Pifarre, Supervisora Legal de la Unidad de 

Auditoría Interna del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la 

Nación, explicó cómo se desarrolló el trabajo de campo en las 

auditorías 74/2015 y 67/2012 “que existe en procedimiento para 

efectuar una auditoría, el mismo consiste en solicitar un listado de 

todas las contrataciones efectuadas durante un período a la Dirección 

Nacional de Administración del SPF, en el caso de la auditoria 67/2012 

es de enero a junio de ese mismo año, y en el otro caso se auditó la 

totalidad del año 2015. Ese listado se confronta con la Oficina Nacional 

de Contrataciones, para verificar si el listado está completo o no. Una 

vez que está definido el universo de contrataciones del período, se toma 

una muestra del 20% de la totalidad de contrataciones y que represente 

también el 20% del monto total involucrado, lo que nos lleva a elegir las 

contrataciones más significativas. De esas contrataciones 

seleccionadas, se le pide a la Dirección General de Administración (área 

de compras) para que remitan cada uno de los expedientes, con 

posterioridad, el equipo de auditores trabaja en cada expediente, 

haciendo un análisis de legalidad, cumplimiento de la normativa de 
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compras y de gestión, particularmente el tiempo de gestión. Una vez 

que cada auditor analizó el expediente en particular, se hace una 

reunión de equipo de auditoría, en la cual definimos los hallazgos y 

observaciones que detectamos, generalmente ello se lleva a un papel 

de trabajo, y se elabora el pre informe de auditoría. Luego de ello, se 

arma el formulario opinión del auditado, se arma una reunión, siempre 

es con el Director de Administración del SPF, donde se le comunican los 

hallazgos y se le deja el formulario para que exprese si tiene alguna 

conformidad o disconformidad con los hallazgos. El auditado tiene 10 

días para responder, vencido el plazo, si no ha dado respuesta, se 

entiende que prestó conformidad, en caso contrario, se incorpora dicho 

formulario al informe de auditoría. Luego se realiza un pre-informe que 

pasa a revisión de la declarante, posteriormente de la Adjunta general y 

finalmente del auditor interno. La declarante expresa que en el caso del 

informe 74/2015, no se llevó a cabo la reunión con el auditado, pues se 

trata del seguimiento de observaciones detectadas en informes 

anteriores y no había nuevos hallazgos. Preguntada para que diga si en 

las reuniones que ha tenido con el auditado, se le han brindado 

explicaciones ante la falta de acciones correctivas por las demoras en 

los procesos licitatorios, expresa que en general las demoras se 
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justificaban en la cantidad de áreas que deben intervenir, que 

dependen de distintas personas, y por lo tanto hay distintos criterios, lo 

que lleva a que, por ejemplo, un servicio jurídico, devuelva el expediente 

para correcciones al área anterior, se efectúen éstas, regrese a servicio 

jurídico, etc.” (ver fs. 1594/5). 

Que tal como se desprende de las actuaciones y de la lectura de 

la totalidad de la prueba producida, en especial de los expedientes 

administrativos de legítimo abono y pagos por fondos rotatorios, 

licitaciones públicas como así también de la documental acompañada 

por los imputados, la licitación pública n° 44/13, que fue declarada 

fracasada luego de casi 27 meses de haber tenido su comienzo real, por 

diversos factores y funcionarios, advirtiéndose la existencia de 

anomalías, retrasos injustificados pero que, a la vez,  no pueden ser 

imputables de modo doloso a la totalidad de las personas 

intervinientes.- 

Para poder visualizar la maniobra ilícita llevada a cabo para la 

selección irregular de la firma que, en consecuencia, se benefició 

indebidamente, esto es: Carnes Yamuni S.A., por parte del SPF y en 

perjuicio de la administración pública, es necesario destacar ahora, 

aunque ello será objeto de análisis más abajo, cuál era –y es– el 
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procedimiento legalmente indicado para que el Estado contrate con 

particulares para adquirir regularmente carne vacuna destinada a 

cubrir una necesidad previsible y constante, como lo es la de proveer 

alimentos a las personas alojadas en el CPF II. 

Sobre la cuestión que nos ocupa, el decreto 1023/2001 regula, 

desde el 13/08/2001 a la fecha, el régimen general sobre 

“contrataciones públicas electrónicas”, “contrataciones de bienes y 

servicios” y “obras públicas” en nuestro país. A su vez, ese decreto se 

encuentra reglamentado. Así, la reglamentación del régimen de 

contrataciones en la administración pública, vigente durante casi todo 

el período de esta investigación, fue la del decreto reglamentario 

893/2012, vigente desde el 14/06/2012 y hasta el 16/09/2016. Previo a 

ello, el decreto 1023/2001 estaba reglamentado por el decreto 

(reglamentario) 436/00, que rigió desde el 30/05/2000 hasta la entrada 

en vigencia del decreto 893/12, que lo derogó. Por su parte, el 

16/09/2016 entró en vigencia un nuevo decreto reglamentario, N° 

1030/2016, que dejó sin efecto al 893/12. 

En el artículo 4 del decreto 1023/2001 se enumeran los 

contratos que quedan comprendidos bajo el régimen de contrataciones 

en la administración pública, que allí se regula, a saber: “a) 
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compraventa, suministros, servicios, locaciones, consultoría, alquileres 

con opción a compra, permutas, concesiones de uso de los bienes del 

dominio público y privado del Estado nacional, que celebren las 

jurisdicciones y entidades comprendidas en su ámbito de aplicación y a 

todos aquellos contratos no excluidos expresamente. b) Obras públicas, 

concesiones de obras públicas, concesiones de servicios públicos y 

licencias”. 

Por su parte, el decreto 436/00, que quedó derogado por el 

decreto 893/12, en el artículo 2º establecía qué contratos quedaban 

comprendidos por dicha regulación. Dicha norma establecía que “se 

regirán por este Reglamento los contratos de compraventa, 

suministros, servicios, locaciones, alquileres con opción a compra, 

permutas y concesiones de uso de los bienes del dominio público y 

privado del Estado nacional, que celebren las entidades estatales 

comprendidas en su ámbito de aplicación y todos aquellos contratos no 

excluidos expresamente o sujetos a un régimen especial”. 

 El artículo 20 del mismo decreto establecía expresamente las 

formas en las que el Estado debía contratar con particulares, a saber: 

“la selección del proveedor o co-contratante podrá realizarse de 

acuerdo con los siguientes procedimientos, según se definen en el 
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presente reglamento: a) licitación o concurso; b) contratación directa; 

c) subasta o remate públicos“. En esa normativa se regula también 

cuándo procedía cada uno de estos procedimientos y cómo debían ser 

llevados a cabo.   

El decreto reglamentario n° 893/2012, por su parte, en forma 

coincidente con el anterior y con el decreto 1023/01, en el artículo 1° 

establecía que éste se aplicaba “a todas las contrataciones llevadas a 

cabo por las jurisdicciones y entidades del Poder Ejecutivo Nacional 

comprendidas en el inciso a) del artículo 8º de la Ley Nº 24.156 y sus 

modificaciones, siempre que tengan por objeto el perfeccionamiento de 

los contratos comprendidos en el inciso a) del artículo 4º del Decreto 

Delegado Nº 1.023/01 y sus modificaciones”. 

 El artículo 2° del mismo decreto reglamentario preveía, además, 

que “las disposiciones del presente reglamento serán de aplicación 

obligatoria a los contratos de compraventa, suministros, servicios, 

locaciones, consultoría, alquileres con opción a compra, permutas, 

concesiones de uso de los bienes del dominio público y privado del 

Estado Nacional, y a todos aquellos contratos no excluidos 

expresamente, de conformidad con lo dispuesto por el inciso a) del 

artículo 4º del Decreto Delegado Nº 1.023/01 y sus modificaciones”. 
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Según lo establecido por el artículo 5º del decreto n° 893/2012 

“los contratos comprendidos en este reglamento se regirán en cuanto a 

su preparación, adjudicación, efectos y extinción por el decreto 

delegado Nº 1023/2001 y sus modificaciones, por el presente 

reglamento y por las disposiciones que se dicten en su consecuencia, 

por los pliegos de bases y condiciones, por el contrato, convenio, orden 

de compra o venta según corresponda, sin perjuicio de la aplicación 

directa de las normas del título III de la ley nº 19.549 y sus 

modificaciones en cuanto fuere pertinente. Supletoriamente se 

aplicarán las restantes normas de derecho administrativo y, en su 

defecto, se aplicarán las normas de derecho privado por analogía”.  

Por lo tanto, el apartamiento de las cláusulas del reglamento y/o 

del pliego único de bases y condiciones generales sólo podía tener 

lugar con carácter excepcional, bajo aprobación dictada por el Poder 

Ejecutivo Nacional, previa intervención de la Oficina Nacional de 

Contrataciones (artículo 6°). 

Conforme a lo establecido por el artículo 15 del decreto n° 

893/2012, que reglamentaba el artículo 24 del decreto n° 1023/2001, 

por regla general, “los procedimientos de licitación pública o concurso 

público, se podrán aplicar válidamente cualquiera fuere el monto 
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presunto del contrato y estarán dirigidos a una cantidad indeterminada 

de posibles oferentes”. La elección de un modo u otro de contratación 

va a depender del criterio de selección del co-contratante, esto es, si 

éste recae primordialmente en factores económicos, deberá aplicarse 

el procedimiento de licitación pública. En cambio, si el procedimiento 

de selección recae en factores no económicos, corresponderá el 

procedimiento de concurso público. 

Finalmente, el decreto 1030/16, actualmente vigente, en el 

artículo 1° aprueba la reglamentación del decreto delegado n° 1023, 

sus modificatorios y complementarios, y establece que su ámbito de 

aplicación consiste en los “contratos comprendidos en el inciso a) del 

artículo 4° del Decreto aludido, que (…) forma parte integrante del 

presente Decreto y constituye el “Reglamento del Régimen de 

Contrataciones de la Administración Nacional”. 

Así, en su artículo 2° establece “que todos los procedimientos 

llevados a cabo por las jurisdicciones y entidades del Poder Ejecutivo 

Nacional comprendidas en el inciso a) del artículo 8° de la Ley N° 24.156 

y sus modificaciones, integrado por la Administración Central, los 

organismos descentralizados, incluidas las universidades nacionales y 

las instituciones de seguridad social, siempre que tengan por objeto el 
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perfeccionamiento de los contratos comprendidos en el inciso a) del 

artículo 4° del Decreto Delegado N° 1.023/01 y sus modificatorios y 

complementarios, se regirán por ese Decreto, por el Reglamento que 

por el presente se aprueba, y por las normas que se dicten en su 

consecuencia”. 

Respecto de los contratos comprendidos por esta regulación, no 

los repite ni especifica como lo hacía la reglamentación anterior en el 

artículo 2° del decreto reglamentario 893/12, transcripto arriba, sino 

que se remite a lo dispuesto por el inciso a) del artículo 4° del decreto 

delegado n° 1023/01. Sin perjuicio de ello, en el artículo 3° aclara los 

contratos que quedan excluidos del régimen que se reglamenta por 

medio de ese decreto, a saber: a) contratos de empleo público; b) 

compras efectuadas por el régimen de fondos rotatorios y cajas chicas; 

c) contratos que se celebren con estados extranjeros, con entidades de 

derecho público internacional, con instituciones multilaterales de 

crédito, etc.; d) operaciones de crédito público; e) contratos de obras 

públicas, concesiones de obras públicas, concesiones de servicios 

públicos y licencias (enumerados en el artículo 4° inciso b) del Decreto 

Delegado N° 1023/01 y sus modificatorios y complementarios); f) actos, 
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operaciones y contratos sobre bienes inmuebles que celebre la Agencia 

de Administración de bienes del Estado. 

Por su parte, el artículo 1° del anexo del decreto 1030/16 replica 

el anteriormente transcripto artículo 5º del decreto n° 893/2012 y el 

artículo 10 (anexo) hace lo propio respecto artículo 15 del decreto n° 

893/2012. Por lo tanto, “los procedimientos de licitación pública o 

concurso público, se podrán aplicar válidamente cualquiera fuere el 

monto presunto del contrato y estarán dirigidos a una cantidad 

indeterminada de posibles oferentes. El procedimiento de licitación 

pública se realizará cuando el criterio de selección del co-contratante 

recaiga primordialmente en factores económicos, mientras que el de 

concurso público cuando el criterio de selección del co-contratante 

recaiga primordialmente en factores no económicos, tales como la 

capacidad técnico-científica, artística u otras, según corresponda”. 

Finalmente se deja en claro que el procedimiento a aplicarse tiene que 

ser el que “por su economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de 

los recursos públicos sea más apropiado para los intereses públicos”.  

Dicho esto, la procuración en su informe final realizó las 

siguientes conclusiones al respecto7, las cuales se comparten: 

                                                
7 Ver fs. 1885/982 
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1. Cuando alguna de las jurisdicciones y entidades del Poder 

Ejecutivo nacional comprendidas en el inciso a) del artículo 8° de la Ley 

N° 24.156 y sus modificaciones, perfeccionase alguno de los contratos 

comprendidos en el inciso a) del artículo 4° del decreto delegado N° 

1023/2001 y sus modificatorios y complementarios, esa relación 

contractual se regirán: por el decreto 1023/2001, por el decreto que lo 

reglamente (esto es: 436/00, 893/12 0 1030/2016, según el momento 

del hecho en cuestión), y por las normas que se dicten en su 

consecuencia. 

2. La adquisición regular, previsible y necesaria de carne vacuna, 

por parte del SPF, que es una entidad dependiente del Poder Ejecutivo 

nacional, para satisfacer la necesidad alimenticia de las personas 

alojadas en el CPF II, de cuya satisfacción son garantes, queda 

claramente dentro del ámbito de aplicación de las normas 

anteriormente detalladas y debe concretarse por medio de la licitación 

pública. 

3. El suministro de carne vacuna por un particular, como lo es la 

firma Carnes Yamuni S.A, con destino al CPF II, dependiente del SPF, 

concretado por medio de la compraventa de dicha mercadería a la 

empresa referida por una dependencia de la administración pública, 
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debe formalizarse y llevarse a cabo por medio de los procedimientos 

establecidos en esas normas. 

4. El proceso de licitación es, por regla general, el procedimiento 

adecuado y legítimo de contratación del Estado con los particulares, 

cuando el objeto del contrato es predominantemente económico, 

como por ejemplo lo es la adquisición de carne vacuna a una empresa 

privada para suministrar alimentos a personas alojadas en el CPF II (art. 

24 y 25, decreto 1023/2001). Las virtudes de esta forma de 

contratación y las razones sobre las que se apoya la necesidad de 

respetarla serán profundamente analizadas más abajo, por eso aquí 

nos ocuparemos de mostrar que funcionarios públicos del SPF, con la 

participación de los integrantes de  la firma Carnes Yamuni S.A., 

llevaron a cabo una maniobra defraudatoria en perjuicio de la 

administración pública que comenzó con la elusión adrede de los 

procedimientos de licitación pública, legalmente previstos para que el 

Estado contrate con el mejor oferente y no con el que algunos 

funcionarios del SPF eligieran, con el fin de obtener un lucro indebido. 

5. La propia normativa prevé mecanismos (legítimos y legales) 

para casos puntuales en los cuales no puede ser llevado a cabo el 

procedimiento establecido en algunas circunstancias por razones de 
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“urgencia o emergencia” (artículo 25, inciso d), apartado 5, del decreto 

1023/2001), a saber: la contratación directa. 

En cuyo caso “deberá probarse la existencia de circunstancias 

objetivas que impidan la realización de otro procedimiento de selección 

en tiempo oportuno para satisfacer una necesidad pública”. En esa 

misma provisión se define tanto a las razones de urgencia como a los 

casos de emergencia. En efecto, se entenderá las primeras a “las 

necesidades apremiantes y objetivas que impidan el normal y oportuno 

cumplimiento de las actividades esenciales del organismo contratante”. 

Mientras que por los segundos son definidos como “accidentes, 

fenómenos meteorológicos y otros sucesos que creen una situación de 

peligro o desastre que requiera una acción inmediata y que 

comprometan la vida, la integridad física, la salud, la seguridad de la 

población o funciones esenciales del Estado Nacional”. 

 Con todo, lo que se quiere mostrar aquí es que la propia 

legislación sobre contrataciones con la administración pública prevé 

una forma legal de contratar incluso cuando surgen circunstancias 

excepcionales reales y objetivas que impiden el desarrollo del 

procedimiento establecido para hacerlo: la contratación directa. Por 
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supuesto que sólo puede contratarse mediante este procedimiento en 

forma excepcional, invocando razones de urgencia o emergencia. 

En el caso que nos ocupa, del análisis de la prueba recabada en 

autos, puede advertirse que los funcionarios públicos del SPF, con la 

participación necesaria de los integrantes de la firma Carnes Yamuni 

S.A., se valieron de la situación existente, en tanto se había producido 

una dilación en la Licitación pública nro. 44/2013, con intervención de 

diversas oficinas estatales, para crear la urgencia y la necesidad de 

contratar de todos modos, pero por otra vía, que no fue tampoco la 

contratación directa, sino el mal llamado “legítimo abono” y pagos por 

fondos rotatorios.  

En el informe N° 74/2015, realizado por la Unidad de Auditoría 

Interna del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, se 

dictaminó que “los atrasos para lograr las adjudicaciones es producto 

de diversos factores tales como demoras en los análisis o acciones que 

le corresponden a los intervinientes o excesivos pases del expediente 

que podrían minimizarse, pero fundamentalmente a la falta de 

coordinación y uniformidad de criterios entre los actores que 

intervienen en el proceso de contratación que termina provocando la 

adquisición de los insumos demandados por la vía del reconocimiento 
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de gastos o legítimo abono, habiéndose constatado incluso que en 

muchos casos no se verifican la totalidad de los requisitos fijados por la 

Procuración del Tesoro de la Nación para este tipo de pagos”. 

Además, de los elementos de prueba secuestrados en la 

presente investigación, corroborados incluso por la respuesta de DGA 

del SPF (de fecha 31/05/2017), por medio del cual se enumeran todas 

la licitaciones públicas iniciadas para adquirir diferentes tipos de 

alimentos con destino al CPF II y al Complejo Federal de Jóvenes 

Adultos, se puede advertir no sólo la irregularidad en la contratación 

que aquí se afirma, sino que ésta fue manifiesta y burda. 

De dicho informe se advierte, pues, que la adquisición por medio 

de LP, de carne vacuna con destino al CPF II, durante el año 2012 

ocurrió en 3 oportunidades, esto es: LP N° 10/2012, 34/2012 y 

67/2012. Respecto a 2013, si bien se iniciaron 3 procesos licitatorios, 

sólo dos de ellos fueron exitosos, esto es: LP N° 01/2013 y 21/2013, 

mientras que la LP N° 44/2013, como se analizará a continuación 

detalladamente, tras 27 meses de sus comienzos en el ámbito del CPF 

II, terminó declarándose fracasada. La “eterna” tramitación de ese 

procedimiento de selección del co-contratante fue la excusa creada y 

tomada por quienes debían administrar los bienes del Estado para dar 
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cumplimiento a la necesidad de alimentar a las personas alojadas en el 

CPF II. 

Desde ese momento no habría existido ningún procedimiento de 

LP para adquirir carne vacuna con destino al CPF II, por lo menos, hasta 

mediados de 2016. Semejante irregularidad permite advertir a simple 

vista que estamos ante una maniobra delictiva que sobrevive y pervive 

en el ámbito de las contrataciones públicas. Ello llevó a que, en el 

informe de auditoría N° 14/2016, sobre “Gestión de Compras y 

Contrataciones de alimentos y medicamentos”, la Unidad de Auditoría 

Interna del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

admitiera que el procedimiento de reconocimiento de pago por 

legítimo abono y la canalización de gastos por el fondo rotatorio, 

mecanismos alternativos, fueron utilizados como un mecanismo 

alternativo de compras y contrataciones de alimentos y 

medicamentos destinados a los complejos penitenciarios federales 

del SPF. 

En consecuencia, dictaminó que ello debía “aplicarse con criterio 

restrictivo, sin que se torne en una modalidad habitual y sistemática, al 

margen del Régimen de Contrataciones vigente en la Administración 

Pública Nacional”. Esto es precisamente lo que ocurrió, a sabiendas y 
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dolosamente, y lo que aquí se describe como una parte de la maniobra 

general de defraudación en perjuicio de la administración pública.  

En ocasión del allanamiento practicado, se secuestraron diversos 

legajos confeccionados en oportunidad de tramitar los pagos mediante 

el sistema de legítimo abono, deteniéndonos –en esta oportunidad- en 

treinta   (30) de ellos que son los que poseen facturas de la firma 

“Carnes Yamuni” y están dirigidas al Complejo II de Marcos Paz, estos 

son los número: 65985/2014, 67699/2014, 55338/2014, 61130/2014, 

11027/2014, 4691/2014, 27996/2014, 18936/2014, 15679/2014, 

12891/2014, 43396/2014, 37643/2014, 31413/2015, 39136/2015, 

23067/2015, 68386/2015, 58702/2015, 61332/2015, 49402/2015, 

46387/2015, 26151/2015, 26565/2015, 19679/2015, 64258/2015, 

7864/2015, 26668/2016, 10527/2016, 21182/2016, 12902/2016, y 

617/2016. 

Expedientes de L.A. que se inician sin memorando de DGA. 

Por medio de ellos se termina obligando a la administración 

pública respecto del pago de la firma Carnes Yamuni S.A., y presentan 

similar dinámica de trámite y resolución, tal como se mostrará a 

continuación.  

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

51 

IC/EL 

Los expedientes de legítimo abono (LA) 15679/2014, 

27996/2014, 18936/2014, 12891/2014, 37643/2014 y 43396/2014, que 

comprenden períodos de abastecimiento de carne vacuna en forma de 

media res que se habría producido entre los meses de febrero y 

diciembre de 2014 (inclusive), por un valor total de $1.629.265,36, 

correspondientes a 77.120 kg de la mercadería descripta. 

Así, por medio de cada uno de esos expedientes de LA el SPF 

autorizó el pago de varias facturas emitidas por Carnes Yamuni S.A., las 

que por supuestos debieron ser pagadas como contraprestación a una 

obligación legalmente contraía, es decir, por orden de compra 

provocada por una licitación pública.  

Las facturas y los montos pagados por el SPF por medio de cada 

uno de los siguientes expedientes de LA, a saber: 1) LA N° 15679/2014 

contenía las facturas n° 376, 380, 383 y 393, por $115.888,5, 

$115.870,51, $115.774,16 y $116.101,75, respectivamente. 2) LA N° 

27996/2014 contenía las facturas n° 462, 471, 486 y 499, por 

$136.552,5, $163.908,9, $77.530,7 y $77.790, respectivamente. 3) LA 

N° 18936/2014 contenía las facturas n° 399 y 402, por $125.312,81 y 

$125.486,24, respectivamente. 4) LA N° 12891/2014 contenía las 

facturas n° 362, 363 y 370, por $58.519,5, $58.734 y $117.351, 
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respectivamente. 5) LA N° 37643/2014 contenía la factura 603, por 

$74.814,93. 6) LA N° 43396/2014 contenía las facturas 616 y 623, por 

$74.839,86 y $74.790, respectivamente. 

En cada caso, el trámite comienza cuando el Jefe de la División 

Abastecimiento, o personal momentáneamente a cargo de esa división 

del CPF II, esto es: Francisco J. Ramírez, salvo respecto de los 

expedientes LA N° 27996/2014, LA N° 37643/2014 y LA N° 43396/2014, 

en los que firma Rodolfo Fassa, le solicita por nota al Director 

Administrativo del mismo complejo, Oscar García, que se reconozca la 

deuda existente con el proveedor Carnes Yamuni S.A., por el –

supuesto- suministro de carne vacuna al CPF II, y que tras la 

tramitación del expediente de legítimo abono, se le abonen las facturas 

acompañadas.  

Cada expediente contiene, luego, las facturas entregadas por el 

proveedor, Carnes Yamuni S.A., de cuya recepción presta conformidad 

el Director Administrativo del Complejo ya mencionado y el Jefe del 

Complejo II, José María Ferezin. El trámite prosigue, en cada uno de 

esos expedientes mencionados, con la incorporación del acta de 

recepción de mercadería (carne vacuna en forma de media de res), 

confeccionada y suscripta por varios funcionarios del SPF (Hugo 
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Ocampos, Carlos Merino, Christian Pereyra y Leonardo Aravena), 

quienes, con su firma, respaldan y certifican la entrega de los alimentos 

en cuestión y el haber efectuado un examen técnico de los productos 

que reciben de conformidad.  

La comisión debía corroborar que lo que se está recibiendo 

coincida con lo que debía entregar el proveedor del que se trate, en 

cantidad y calidad. Las facturas, los remitos y el acta de recepción son 

remitidos por el Jefe del Complejo Penitenciario II a la Dirección 

General de Administración.  

 El expediente continúa con su tramitación en la Dirección de 

Contrataciones del SPF, en donde el director de dicha repartición, 

Manuel Leguizamón, pone en conocimiento al Director de DGA, Carlos 

Eced, la existencia de la deuda (pagos pendientes) y se pronuncia, por 

lo menos, en todos los casos secuestrado en autos, a favor del pago.  

Justifica el pago de esta manera aduciendo que el trámite 

vigente de licitación pública, en el momento del que se tratase, estaba 

demorado.  

En efecto, el Director de Contrataciones, Leguizamón, mencionó 

en calidad de antecedente a la LP n° 21/2013, vencida al momento de 

dictaminar, cuya fecha de apertura fue el 12/06/2013, ejecutada 
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mediante las órdenes de compra n° 245/2013 y 246/2013 desde el 

30/07/2013 al 30/10/2013 y la ampliación de las órdenes de compra n° 

324/13 a 325/13, vigentes desde el 01/11/2013 al 01/12/2013. En ese 

mismo acto informó, según el expediente en cuestión, que se 

encontraba en trámite la licitación pública 44/2013 la cual se 

encontraba en etapa de adjudicación desde el 20/11/2013 y, como ya 

explicamos más arriba, estuvo 27 meses en trámite; la LP 03/14 y la LP 

10/13, todas en trámite. 

Por ejemplo, con relación al expediente LA N° 37643/2014, el 

Director de Contrataciones incluyó un informe acerca de los precios de 

la carne vacuna proporcionado por la página web “Sito argentino de 

producción animal”, según la cual el precio de mercado de la carne 

vacuna para el momento en el cual se pagó la factura n° 603 era el 

siguiente: vaca buena $30,99; vaca regular $21,96; vaca conserva 

superior $17,50; y vaca conserva inferior $18,29.  

Al haberse pagado $24,93 el kilo en esa oportunidad, puede 

concluirse que de ninguna manera se entregó carne de las 

características debidas. 

Con relación al expediente LA N° 43396/2014, el Director de 

Contrataciones incluyó un informe acerca de los precios de la carne 
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vacuna proporcionado por la página web “Sito argentino de producción 

animal”, según la cual el precio de mercado de la carne vacuna para el 

momento en el cual se pagó las facturas n° 616 y 623 era el siguiente: 

vaca buena $31,33; vaca regular $24,82; vaca conserva superior 

$22,66; y vaca conserva inferior $18,33. En aquella oportunidad se 

pagó $24,93 el kilo. 

 Toda esa documentación fue luego remitida a la Dirección de 

Presupuesto para que informe si hay fondos disponibles para abonar la 

deuda. En todos los casos esa Dirección informó que había. 

Posteriormente, el expediente es girado a la Dirección de Auditoría 

Contable. Allí se dictamina sobre los pagos al proveedor. Así, Darío O. 

Ferrara, Director de la División Tesorería a cargo momentáneo de DAC, 

dictaminó favorablemente y luego envió el expediente a la Dirección de 

Auditoría General, la que, del mismo modo que la anterior, se 

pronunció a favor del pago por medio de esta modalidad en todos los 

casos. 

La auditora María Victoria Varela, en el dictamen n° 882 de 

fecha 15 de mayo de 2014, se pronunció a favor del pago por medio del 

LA (expediente LA N° 12891/14), a Carnes Yamuni S.A., con base en la 

documentación presentada por dicho proveedor, en teoría del 
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enriquecimiento sin causa y en que existía una licitación pública, la 

número 44/13, pendiente de resolución, y consideró que esos 

elementos eran suficientes para creer que la mercadería había 

ingresado al CPF II. Asimismo, efectuó un exhaustivo análisis 

jurisprudencial sobre los casos en los que la administración pública 

podría incurrir en un enriquecimiento sin causa, para el caso de que no 

abonara la deuda. 

Parte de los fundamentos vertidos por la auditora hacían 

referencia a que en el expediente en trámite se encontraban agregados 

informes, remitos y actas de recepción. Sin embargo, en dicho 

expediente en cuestión no se encuentra adjuntado algún remito que 

respalde la efectiva entrega de la mercadería.  

En todos los otros expedientes, el dictamen estuvo a cargo de 

Alberto Rojas, quien, con similar criterio al de Varela, se pronunció a 

favor del pago de las facturas de Carnes Yamuni S.A., por medio del 

legítimo abono.      

Finalizada la instancia de auditoría, se remiten los expedientes al 

Director de Contrataciones, Manuel Leguizamón. Éste, en todos los 

casos que aquí se estudian, reconoció la deuda con Carnes Yamuni S.A., 

avaló el pago de esa deuda  y todo lo actuado. Luego, lo obrado en ese 
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expediente fue ratificado por el Director General de Administración, 

Carlos Eced. Finalmente, el trámite concluye con una resolución 

emanada del Director Nacional del SPF, Emiliano Blanco, en la que éste 

dispone el reconocimiento de la deuda y pago de todo lo facturado por 

el proveedor.  

Pagos efectuados mediante LA a partir de memorandos 

dictados por la DGA. 

A. Memorando nº 465/13 

Existen otros LA que comienzan con un memorando dictado por 

DGA del SPF, El Director General de Administración del SPF, Carlos 

Alberto Eced, dictó el memorando nº 465/13, por medio del cual puso 

en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario Federal II 

(Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $20,95 

por cada kilo entregado, para cubrir por una cierta cantidad de tiempo, 

la que con seguridad comprendió los desde el 11/01/14 al 25/01/14, la 

provisión de esta clase de alimentos, destinado a las personas alojadas 

en el CPF II. A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 
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pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A. 

El Director General de Administración obligó de hecho al Estado, 

por medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con 

fin de lucro indebido, al pago de $244.842,65, a favor de la firma 

Carnes Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 11.687 kg de 

carne vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían 

liquidado por medio de la confección de un expediente de legítimo 

abono, a saber: 4691/2014 (respecto de las facturas 332, 333, 339 y 

340). 

 Cada una de las facturas presentadas para su cobro se 

amparaba en el dictado del  memorando n° 465/2013, ya detallado, y 

en una nota dictada por el Jefe de División Abastecimiento del CPF II, 

Francisco J. Ramírez, por medio de la cual remitía al Director 

Administrativo del CPF II las facturas que el proveedor Carnes Yamuni 

S.A. había presentado para el cobro, bajo la modalidad de legítimo 

abono según lo establecido en el memorando 465/2013 de DGA. 

Luego, el Director Administrativo de dicho penal, Oscar García, elevó al 

DGA las actuaciones para que prosiga el trámite que habilitaría luego al 

proveedor a cobrar el dinero en cuestión. Se adjuntan, las actas de 
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recepción de mercaderías, firmadas por la comisión de recepción, 

compuesta por Hugo Ocampos, Carlos Merino, Christian Pereyra y 

Leonardo Aravena; el remito y la factura.    

El expediente se compone, pues, de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Esas facturas se controlan en DGA. El procedimiento comienza 

en la Dirección de Contrataciones de DGA.  En esta oportunidad, el 

Director del área, Manuel Leguizamón, pone en conocimiento del 

Director General de Administración del SPF, que Carnes Yamuni S.A. (y 

los otros proveedores que lo hayan hecho, pero aquí sólo analizamos 

todo lo referido a aquel) presentó para el cobro facturas que 

corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de media res, 

con destino al CPF II. 

El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada en la renuncia por parte 

del frigorífico Penta S.A. a la orden de compra n° 246/13, “resultando 

que no se puede de ninguna otra forma llevar adelante actuaciones 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



para similares prestaciones y que se pueda aplicar retroactivamente al 

período que se pretende legitimar el pago”. Agrega también que se 

inició la LP 44/13 para adquirir carne vacuna, chorizo y pollo con 

destino al CPF II.   

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers, respecto del precio mínimo, 

máximo y promedio, principalmente, de la categoría vaca buena. De 

dicho informe, adjunto como anexo, efectuado y presentado por la 

administración, se desprende que el precio de venta promedio del kilo 

de vaca buena, según el Mercado de Liniers, dentro del período de 

tiempo comprendido por el memorando 465/13, fue de $24,45. Allí 

también se mencionan los precios promedios para las otras categorías 

de vaca, a saber: vaca regular $37,67; vaca conserva superior $29,98 y 

vaca conserva inferior $32,42. 

Ahora bien, según surge de las facturas abonadas y conformadas 

por el SPF a Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el 

precio que ellos mismos consideraron el adecuado, esto es: $24,45 el 

kilo, sino uno muy inferior: $20,95, lo que demuestra la falsedad 
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respecto de los precios abonados y los de mercado, generando un 

panorama propicio para irregularidades. 

Luego detalla todos los expedientes anteriores al presente 

tramitados por medio del pago por reconocimiento de deuda, 

tratándose de 8, los que cubrieron el período de tiempo comprendido 

entre el 15/11/2013 al 11/01/2014, lo que deja bien en claro que el 

presente no era una excepción motivada por una emergencia o 

urgencia sobrevenida, sino que se trataba de una forma normal y 

habitual de contratar por parte del SPF con los privados para el 

suministro de bienes básicos, como es la carnes en el CPF II. 

Finalmente, Leguizamón, en los cuatro expedientes en cuestión, 

remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable 

y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de Walter 

Fratini, luego de referenciar los antecedentes, aclarar que “la 

contratación que nos ocupa fue efectuada al margen del régimen de 

contrataciones que prevé la normativa aplicable (decreto n° 893/2012), 

y citando a la Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor 
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del pago e indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que 

“el fundamento del pago de los servicios requeridos sin ceñirse a las 

exigencias del régimen de contrataciones radicaría en el 

enriquecimiento sin causa de la Administración al haber recibo un 

servicio útil sin contraprestación”. 

B. Memorando n° 10/14 

El Director General de Administración del SPF, Carlos Alberto 

Eced, dictó el memorando nº 10/14, por medio del cual puso en 

conocimiento del Director del Complejo Penitenciario Federal II 

(Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $19,50 

por cada kilo entregado, para cubrir por una cierta cantidad de tiempo, 

la que con seguridad comprendió los desde el 25/01/14 al 14/02/14 y 

desde el 11/02/2014 al 25/02/2014, la provisión de esta clase de 

alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II. A partir de 

dicho documento se generó un mecanismo de pedidos periódicos, pero 

irregulares, de carne vacuna por parte de los funcionarios del CPF II a la 

firma Carnes Yamuni S.A., que a continuación describiremos.  
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El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. De la 

prueba secuestrada en autos podemos asegurar que el Director 

General de Administración obligó de hecho al Estado, por medio de 

este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de lucro 

indebido, al pago de $351.507, a favor de la firma Carnes Yamuni S.A., 

los que habrían sido equivalentes a 18.026 kg de carne vacuna en 

forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por medio de 

la confección de un expediente de legítimo abono, a saber: 11027/2014 

(respecto de las facturas 345, 346, 352, 353, 356 y 357). 

 Cada una de las facturas presentadas para su cobro se 

amparaba en el dictado del memorando n° 10/2014, ya detallado, y en 

una nota dictada por el Jefe de División Abastecimiento del CPF II, 

Francisco J. Ramírez, por medio de la cual remitía al Director 

Administrativo del CPF II las facturas que el proveedor Carnes Yamuni 

S.A. había presentado para el cobro, bajo la modalidad de legítimo 

abono según lo establecido en el memorando 10/2014 de DGA. Luego, 

el Director Administrativo de dicho penal, Oscar García, o personal a 

cargo, esto es: Rodolfo Fassa (con relación a las facturas n° 352 y 353) 

elevó al DGA las actuaciones para que prosiga el trámite que habilitaría 

luego al proveedor a cobrar el dinero en cuestión. Se adjuntan, las 
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actas de recepción de mercaderías, firmadas por la comisión de 

recepción, compuesta por Hugo Ocampos, Carlos Merino, Christian 

Pereyra y Leonardo Aravena; el remito y la factura.    

El expediente se compone, pues, de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Esas facturas se controlan en DGA. El procedimiento comienza 

en la Dirección de Contrataciones de DGA.  En esta oportunidad, el 

Director del área, Manuel Leguizamón, pone en conocimiento del 

Director General de Administración del SPF, que Carnes Yamuni S.A. (y 

los otros proveedores que lo hayan hecho, pero aquí sólo analizamos 

todo lo referido a aquel) presentó para el cobro facturas que 

corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de media res, 

con destino al CPF II. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, como 

consecuencia de la finalización de la ampliación de la orden de compra 
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324/13 y sin dar ningún fundamento más que la existencia de un 

procedimiento de LP en trámite, la LP 44/13.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers, respecto del precio mínimo, 

máximo y promedio, principalmente, de la categoría vaca buena. De 

dicho informe, adjunto como anexo, efectuado y presentado por la 

administración, se desprende que el precio de venta promedio del kilo 

de vaca buena, según el Mercado de Liniers, dentro del período de 

tiempo comprendido por el memorando 10/14, fue de $24,45. Allí 

también se mencionan los precios promedios para las otras categorías 

de vaca, a saber: vaca regular $37,67; vaca conserva superior $29,98 y 

vaca conserva inferior $32,42. 

Ahora bien, según surge de las facturas abonadas y conformadas 

por el SPF a Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el 

precio que ellos mismos consideraron el adecuado, esto es: $24,45 el 

kilo, sino uno muy inferior: $19,50, lo que demuestra la falsedad 

respecto de los precios abonados y los de mercado, generando un 

panorama propicio para irregularidades. 
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Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

solicitó (en cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al 

proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se 

encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era legítima. 

Finalmente, Leguizamón, en los cuatro expedientes en cuestión, 

remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable 

y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de Darío O. 

Ferrara, luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 

de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, la Auditora General, María Victoria Varela, 

conformó un dictamen en el expediente de LA, en el cual resumió lo 

que dijo el Director de Contrataciones, de la siguiente manera: que la 
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LP 44/13 se encontraba en estado de adjudicación  vía instancia 

ministerial y que, a favor del pago por medio del LA, dijo que “no se 

puede de ninguna otra forma llevar adelante las actuaciones para 

similares prestaciones y que se pueda aplicar retroactivamente al 

período que se pretende legitimar el pago”. 

Continúa afirmando que el Subdirector de Presupuesto expresó 

que la administración contaba con presupuesto para hacerse cargo de 

dichas deudas y que la Dirección de Auditoría Contable dictaminó a 

favor de hacerlo. Finalmente, expresamente afirma que el legítimo 

abono no se encuentra reglamentado en la legislación vigente y que su 

uso debería ser excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que 

de no abonarse esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento 

sin causa, al haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna 

y un correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Agrega que “se encontraría acreditada la concurrencia de la 
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motivación de urgencia y necesidad como disparador del evento de 

excepción considerado”. A continuación, efectúa alguna referencia 

acerca de la imposibilidad de determinar si hubo ganancias por parte 

del proveedor. 

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones, Manuel 

Leguizamón, le informó a DGA del SPF que propicia la autorización de 

la cancelación del gasto incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como 

surge de los respectivos expedientes que contienen las facturas que 

pretenden ser cobradas. Agrega que la LP 12/15 se encuentra en etapa 

de autorización de la convocatoria vía ministerial desde el 14/02/2014. 

Finalmente, el Director General de Administración, Carlos Eced, con un 

simple pase, remite cada expediente a la Dirección Nacional del SPF 

para que hiciera lo propio.  

Por último, una vez más, el Director Nacional del SPF, Emiliano 

Blanco, resuelve liquidar  abonar las deudas que contrajó la DGA con 

Carnes Yamuni S.A. 

C. Memorando n° 310/14 
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El 23 de agosto de 2014, Carlos Alberto Eced, Director General 

de Administración del SPF, dictó el memorando nº 310/14, por medio 

del cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $29,98 

por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 23/08/2014.  

En ese memorando, Eced, quien tenía a su cargo el cuidado y la 

fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, por 

lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de lucro 

indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 50150 kg de 

carne vacuna en forma de media res, por un total de $1.503.497, por 

fuera de los mecanismos legales para hacerlo, respecto de Carnes 

Yamuni.  

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 23 de agosto hasta el 21 de octubre de 2014.   
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El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. De la 

prueba secuestrada en autos podemos asegurar que el Director 

General de Administración obligó de hecho al Estado, por medio de 

este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de lucro 

indebido, al pago de $852.277,02, a favor de la firma Carnes Yamuni 

S.A., los que habrían sido equivalentes a 28.299 kg de carne vacuna en 

forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por medio de 

la confección de varios expedientes de legítimo abono, a saber: 

55338/2014 (respecto de las facturas n° 651, 664, 683, 692 y705), y 

61130/2014 (respecto de las facturas n° 631, 646, 715, 726 y737). 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 310/2014, ya detallado, y del 

expediente 24057/14. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o  persona momentáneamente a cargo), 

Rodolfo Fassa, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor 

presentó facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne 

vacuna, en forma de media res, destinadas al CPF II y, en segundo 

lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo carcelario con el fin 
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de cubrir las necesidades emergentes e impostergables de suministro 

de alimentos a la población carcelaria en el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas.  

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni (salvo respecto de las 

facturas n° 726 y 737 que fueron avaladas por el propio Fassa), se elevó 

a la Dirección del CPF II, oportunidad en la cual, José María Ferezin, 

Jefe del CPF II, ratificó y remitió las actuaciones a la Dirección General 

de Administración del SPF, junto con las respectivas facturas que se 

quieren cobrar; la copia de un correo electrónico enviado por la 

Comisión Evaluadora del SPF (comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la 

División de Abastecimiento del SPF 

(abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la primera le 

informa a la segunda que no había una orden de compra vigente; la 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes Yamuni S.A., y 

el parte de racionamiento diario de detenidos y empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área, Manuel 

Leguizamón, pone en conocimiento del Director General de 

Administración del SPF, que Carnes Yamuni S.A. presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 310/14 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  
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Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 

según el Mercado de Liniers, dentro del período de tiempo 

comprendido por el memorando 310/14, respecto de los expedientes: 

N° 61130/2014 (respecto de las facturas n° 631, 646, 715, 726 

y737) fue de $29,33. Allí también se mencionan los precios promedios 

para las otras categorías de vaca, a saber: vaca regular $28,60; vaca 

conserva superior $23,18 y vaca conserva inferior $20,21. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 
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Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $29,33 el kilo, sino que le 

pagaron $29,98 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $0,62 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

N° 55338/2014 (respecto de las facturas n° 651, 664, 683, 692 

y705) fue de $29,07. Allí también se mencionan los precios promedios 

para las otras categorías de vaca, a saber: vaca regular $26,23; vaca 

conserva superior $21,29 y vaca conserva inferior $23,07. 

Cabe destacar, por un lado, que, según surge de los pliegos de 

licitación pública la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y 

vaca buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por 

el otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF 

a Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que 

ellos mismos consideraron el adecuado, esto es: $29,07 el kilo, sino que 

le pagaron $29,98 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de 

$0,91 por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 
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no debieron haberse pagado ganancias al proveedor (únicamente 

costos). Volviendo al sobreprecio, éste fue avalado, sin ninguna clase 

de justificación oportuna, por parte de los funcionarios públicos que 

autorizaron los pagos, como parte de la maniobra delictiva que aquí se 

describe. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 246/13, con la que 

se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 

30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas órdenes, esto es: las 

órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que se proveyó carne 

vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13; y la LP 51/13, que originó la 

orden de compra n° 34/14, con la que se cubrió la adquisición de carne 

vacuna desde el 02/07/2014 al 02/10/2014. También mencionó, en 

cada expediente según el momento en el cual se realizó el escrito, a la 

licitación pública n° 77/13, que se encontraba en trámite, en etapa de 

autorización de convocatoria en la Dirección de Contrataciones; y la LP 

03/14 la que se encontraba tramitándose en la misma etapa. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

solicitó (en cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al 
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proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se 

encontraba justificado. 

Finalmente, Leguizamón, en ambos expedientes en cuestión, 

remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable 

y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo 

momentáneamente de Darío O. Ferrara (respecto del expediente LA N° 

55338/2014) y Daniel Alberto Bogado (respecto del expediente LA N° 

61130/2014), luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 

de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Alberto Rojas, conformó un 

dictamen por expediente de LA, en el cual definió a la “factura”, analizó 

el informe del Director de Contrataciones y analizó la documentación 
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que acompaña el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que 

dieron causa a las facturas de que se trata no surgen del eventual 

contrato que haya vinculado a las partes, sino de una aparente 

situación de enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de 

restitución con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios 

afectados. Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin 

tener en cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se 

habría producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 
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haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones, 

Leguizamón, le informó a DGA del SPF que propicia la autorización de 

la cancelación del gasto incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como 
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surge de los respectivos expedientes que contienen las facturas que 

pretenden ser cobradas. Agrega que la LP 77/13 se encuentra en 

trámite. Finalmente, el Director General de Administración, con un 

simple pase, remite cada expediente a la Dirección Nacional del SPF 

para que hiciera lo propio.  

Una vez más, quien decide sobre la disposición patrimonial, es el 

Director Nacional del SPF, Emiliano Blanco, mediante la respectiva 

resolución de liquidación.  

D. Memorando n° 382/14 

El 17 de octubre de 2014, Carlos Alberto Eced, Director General 

de Administración del SPF, dictó el memorando nº 382/14, por medio 

del cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $30,98 

por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 17/10/2014.  

Eced  aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 31.552 kg 

de carne vacuna en forma de media res, por un total de $977480,6. 
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A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 17 de octubre hasta el 13 de diciembre de 2014.   

De la prueba secuestrada en autos podemos asegurar que el 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de $485.394,64, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 15.668 kg de carne 

vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por 

medio de la confección de varios expedientes de legítimo abono, a 

saber: 61130/2014 (respecto de las facturas n° 726 y 737), 65985/2014 

(respecto de las facturas n° 750, 764 y 772) y 67699/2014 (respecto de 

las facturas n° 788 y 803). 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del  memorando n° 382/2014, ya detallado, y de la nota 

n° 503/14, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 
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cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Nuevamente el procedimiento comienza con un escrito del Jefe 

de la División Abastecimiento (o  persona momentáneamente a cargo), 

Rodolfo Fassa (respecto de las facturas contenidas en los expedientes 

61130/2014 y 67699/2014 ) y Gisel E. Avalos (respecto de las facturas 

contenidas en el expediente 65985/2014), en el que manifiesta, en 

primer lugar, que el proveedor presentó facturas para su cobro en 

razón de haber suministrado carne vacuna, en forma de media res, 

destinadas al CPF II y, en segundo lugar, que dicha carne ingresó al 

referido complejo carcelario con el fin de cubrir las necesidades 

emergentes e impostergables de suministro de alimentos a la 

población carcelaria en el período de tiempo referido. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, salvo respecto de las 

facturas n° 726 y 737, oportunidad en la que firmó Rodolfo Fassa, se 

elevó a la Dirección del CPF II. Una vez allí, José María Ferezin, Jefe del 

CPF II, ratificó y remitió las actuaciones a la Dirección General de 

Administración del SPF, junto con las respectivas facturas que se 
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quieren cobrar; la copia de un correo electrónico enviado por la 

Comisión Evaluadora del SPF (comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la 

División de Abastecimiento del SPF 

(abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la primera le 

informa a la segunda que no había una orden de compra vigente; la 

copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes Yamuni S.A., y 

el parte de racionamiento diario de detenidos y empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área, Leguizamón, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 382/14 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 
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la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 

según el Mercado de Liniers, dentro del período de tiempo 

comprendido por el memorando 382/14, respecto de los expedientes: 

N° 61130/2014 (respecto de las facturas n° 726 y 737), fue de 

$29,33. Allí también se mencionan los precios promedios para las otras 

categorías de vaca, a saber: vaca regular $28,60; vaca conserva 

superior $23,18 y vaca conserva inferior $20,21. 
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Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $29,33 el kilo, sino que le 

pagaron $30,98 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $1,65 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

N° 67699/2014 (respecto de las facturas n° 788 y 803) y 

65985/2014 (respecto de las facturas n° 750, 764 y 772) fue de $25,51. 

Allí también se mencionan los precios promedios para las otras 

categorías de vaca, a saber: vaca regular $23,58; vaca conserva 

superior $22,05 y vaca conserva inferior $19,14. 

Pero según surge de las facturas abonadas y conformadas por el 

SPF a Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que 

ellos mismos consideraron el adecuado, esto es: $25,51 el kilo, sino que 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

85 

IC/EL 

le pagaron $30,98 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de 

$5,47 por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor.  

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 246/13, con la que 

se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 

30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas órdenes, esto es: las 

órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que se proveyó carne 

vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También mencionó, en cada 

expediente según el momento en el cual se realizó el escrito, a la 

licitación pública n° 77/13, que se encontraba en trámite, en etapa de 

autorización de convocatoria en la Dirección de Auditoría General 

desde el 10/12/2014; y LP 51/14, que se encuentra en el mismo lugar 

desde 03/12/2014 o en Dirección de Contrataciones desde el 

15/12/2014. 
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Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

solicitó (en cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al 

proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se 

encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era legítima.  

Finalmente, Leguizamón, en los cuatro expedientes en cuestión, 

remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable 

y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, o persona a cargo, esto 

es: Daniel Alberto Bogado, luego de referenciar los antecedentes, y 

citando a la Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor 

del pago e indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, 

en virtud de los fundamentos brindados por la Dirección de 

Contrataciones y de la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no 

tendría objeciones que formular sobre la procedencia del 

reconocimiento de la deuda en cuestión, es decir: dictaminó a favor del 

pago.  

Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz  y, respecto del 

expediente LA N° 61130/2014, Alberto Rojas, conformó un dictamen 
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por expediente de LA, en el cual definió a la “factura”, analizó el 

informe del Director de Contrataciones y analizó la documentación que 

acompaña el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que dieron 

causa a las facturas de que se trata no surgen del eventual contrato 

que haya vinculado a las partes, sino de una aparente situación de 

enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de restitución 

con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios afectados. 

Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin tener en 

cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se habría 

producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 
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excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones, Manuel 
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Leguizamón o Gabriela Martins Gimenez (con relación al expediente 

LA N° 67699/2014) le informó a DGA del SPF que propicia la 

autorización de la cancelación del gasto incurrido por Carnes Yamuni 

S.A., tal como surge de los respectivos expedientes que contienen las 

facturas que pretenden ser cobradas. Agrega que las LP 51/14 y 77/13 

se encuentran en trámite. Finalmente, el Director General de 

Administración, con un simple pase, remite cada expediente a la 

Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco (respecto de los expedientes LA N° 

61130/2014 y LA N° 67699/2014) y Claudio E. Barbera (respecto del 

expediente LA N° 65985/2014), son las que permitieron la disposición 

patrimonial perjudicial para los bienes e intereses económicos del 

Estado.   

Un dato interesante para destacar es que el memorando n° 

382/2014 dejó sin efecto al memorando n° 310/14 el día 17 de octubre 

de 2014, es decir, cuatro días antes de su finalización estipulada, sin 

brindar ninguna justificación al respecto, comenzando a regir un nuevo 

precio, y por supuesto más caro, de la carne vacuna en forma de media 
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res que abonaría el SPF a Carnes Yamuni S.A., por el término de 60 días 

a partir de esa fecha.  

E. Memorando nº 438/14  

 El 04 de diciembre de 2014, Carlos Alberto Eced, Director 

General de Administración del SPF, dictó el memorando nº 438/2014, 

por medio del cual puso en conocimiento del Director del Complejo 

Penitenciario Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar 

continuidad al suministro de carne vacuna, en forma de media res, 

proveída por Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho 

proveedor $31,88 por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de 

provisión de esta clase de alimentos, destinado a las personas alojadas 

en el CPF II, el que comenzará a regir el 08/12/2014.  

Dicho funcionario, mediante el dictado de ese memorando, 

aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 27.428 kg de carne 

vacuna en forma de media res, por un total de $874.404,64, por fuera 

de los mecanismos legales para hacerlo, respecto de Carnes Yamuni. 

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 8 de diciembre hasta el 5 de febrero de 2015.   

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

91 

IC/EL 

De la prueba incautada en autos podemos asegurar que el 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de $433.217,33, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 13.589 kg de carne 

vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por 

medio de la confección de varios expedientes de legítimo abono, a 

saber: 7864/2015 (respecto de las facturas n° 818, 827, 838, 839, 840, 

847, 848, 849, 856, 857 y 858) y la factura 867, devengada el día 

09/01/2015, cuyo expediente de LA no se encuentra secuestrado por la 

investigación. 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del  memorando n° 438/2014, ya detallado, y de la nota 

n° 545/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega.  

El procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la División 

Abastecimiento (o  persona momentáneamente a cargo), Rodolfo 

Fassa, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor presentó 
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facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne vacuna, 

en forma de media res, destinadas al CPF II y, en segundo lugar, que 

dicha carne ingresó al referido complejo carcelario con el fin de cubrir 

las necesidades emergentes e impostergables de suministro de 

alimentos a la población carcelaria en el período de tiempo referido. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, José María Ferezin, Jefe del CPF II, o 

Gumercindo Gómez, funcionario a cargo de la Jefatura del CPF II, en 

relación el último con las facturas 840, 849 y 858, ratificó y remitió las 

actuaciones a la Dirección General de Administración del SPF, junto con 

las respectivas facturas que se quieren cobrar; la copia de un correo 

electrónico enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 

del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 

Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  
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Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área, Leguizamón, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 438/14 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones, seguidamente, procede a 

efectuar un análisis de precios de la carne vacuna en forma de media 

res, conforme a lo que surge de la página web oficial del Mercado de 

Liniers y de “sitio argentino de producción animal”, respecto del precio 

mínimo, máximo y promedio, principalmente, de la categoría vaca 

buena. De dicho informe, adjunto como anexo, efectuado y presentado 

por la administración, se desprende que el precio de venta promedio 

del kilo de vaca buena, según el Mercado de Liniers, dentro del período 

de tiempo comprendido por el memorando 438/14, fue de $29,55. Allí 

también se mencionan los precios promedios para las otras categorías 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



de vaca, a saber: vaca regular $21,72; vaca conserva superior $21,02 y 

vaca conserva inferior $18,51. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública la carne a adquirir debía ser de calidad AA, 

A y B y vaca buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría 

B. Por el otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por 

el SPF a Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio 

que ellos mismos consideraron el adecuado, esto es: $29,55 el kilo, sino 

que le pagaron $31,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de 

$2,33 por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 246/13, con la que 

se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 

30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas órdenes, esto es: las 

órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que se proveyó carne 

vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También mencionó, en cada 

expediente según el momento en el cual se realizó el escrito, a la 

licitación pública n° 77/13, que se encontraba en trámite, en etapa de 
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autorización de convocatoria vía instancia ministerial desde el 

14/02/2014.  

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

solicitó (en cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al 

proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se 

encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era legítima.  

Finalmente, Leguizamón, remitió el expediente a la Dirección de 

Presupuesto, Auditoría Contable y Auditoria General. Una vez que 

fueron giradas las actuaciones a la División de Presupuesto, el 

responsable del área informó que se contaba con crédito en el ejercicio 

en curso para financiar la erogación. A su turno, la Dirección de 

Auditoría Contable, a cargo momentáneamente de Darío O. Ferrara, 

luego de referenciar los antecedentes, y citando a la Procuración del 

Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e indicó 

(sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud de los 

fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de la 

“revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  
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Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz, conformó un 

dictamen por expediente de LA, con los mismos fundamentos 

explicitados en el memorando ya analizado.  

Acto seguido dictaminó a favor del pago de los L.A. y expuso 

elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser remitido a 

Dirección Nacional, el Director de Contrataciones o persona a cargo, 

esto es: Gabriela Martins Gimenez, le informó a DGA del SPF que 

propicia la autorización de la cancelación del gasto incurrido por Carnes 

Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos expedientes que 

contienen las facturas que pretenden ser cobradas. Agrega que la LP 

77/13 se encuentra en etapa de autorización de la convocatoria vía 

ministerial desde el 14/02/2014. Finalmente, el Director General de 

Administración, con un simple pase, remite cada expediente a la 

Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Por último, una vez más es Emiliano Blanco, en su carácter de 

Director Nacional del SPF, quien autoriza la liquidación y pago.  

F. Memorando n° 40/15 

El 30 de enero de 2015, Manuel Leguizamón, a cargo 

momentáneamente de la Dirección General de Administración del SPF, 

dictó el memorando nº 40/15, por medio del cual puso en 
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conocimiento del Director del Complejo Penitenciario Federal II 

(Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $29,00 

por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 30/01/2015.  

Nuevamente Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y la fiel 

administración de los bienes e intereses económicos del SPF, aprobó 

arbitrariamente el ingreso de un total de 27.428 kg de carne vacuna en 

forma de media res, por un total de $795.412, por fuera de los 

mecanismos legales para hacerlo, respecto de Carnes Yamuni. 

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 30 de enero hasta el 31 de marzo de 2015.   

El Director General de Administración (o persona a cargo) 

obligó de hecho al Estado, por medio de este mecanismo irregular 

llamado legítimo abono y con fin de lucro indebido, al pago de 

$215.731,96, a favor de la firma Carnes Yamuni S.A., los que habrían 
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sido equivalentes a 6.767 kg de carne vacuna en forma de media res. 

Dichas facturas se habrían liquidado por medio de la confección de 

varios expedientes de legítimo abono. De la prueba recolectada y 

secuestrada en autos contamos con el expediente de LA N° 

19679/2015 (respecto de las facturas n° 980, 989 y 990). Pero también 

contamos con las facturas n° 953, 964 y 969, las que fueron pagadas 

por el SPF a Carnes Yamuni S.A. por medio del LA y en marco del 

memorando 40/2015. 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del  memorando n° 40/2015, ya detallado, y de la nota n° 

560/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega.  

El procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la División 

Abastecimiento (o  persona momentáneamente a cargo), Javier 

Moriones, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor 

presentó facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne 

vacuna, en forma de media res, destinadas al CPF II y, en segundo 

lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo carcelario con el fin 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

99 

IC/EL 

de cubrir las necesidades emergentes e impostergables de suministro 

de alimentos a la población carcelaria en el período de tiempo referido. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, Orlando Aguirre, Jefe del CPF II, ratificó y 

remitió las actuaciones a la Dirección General de Administración del 

SPF, junto con las respectivas facturas que se quieren cobrar; la copia 

de un correo electrónico enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 

del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 

Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área, Leguizamón, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 
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facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 40/15 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones otorga otra vez los mismos 

argumentos ya citados.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, relativo 

sólo a las facturas presentadas para el cobre en el expediente LA N° 

19679/2015, adjunto como anexo, efectuado y presentado por la 

administración, se desprende que el precio de venta promedio del kilo 

de vaca buena, según el Mercado de Liniers, dentro del período de 

tiempo comprendido por el memorando 40/15, respecto de los 

expedientes: 

N° 19679/2015 (facturas n° 989, 989 y 990) fue de $24,73. Allí 

también se mencionan los precios promedios para las otras categorías 

de vaca, a saber: vaca regular $25,17; vaca conserva superior $22,03 y 

vaca conserva inferior $19,60. 
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Según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $24,73 el kilo, sino que le 

pagaron $29 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $4,27 por 

cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 246/13, con la que 

se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 

30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas órdenes, esto es: las 

órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que se proveyó carne 

vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También mencionó, en cada 

expediente según el momento en el cual se realizó el escrito, a la 

licitación pública n° 77/13, que se encontraba en trámite, en etapa de 

autorización de convocatoria en la Dirección de Contrataciones desde 

el 14/04/2015; y la LP n° 51/14 que se encontraba en etapa de 

autorización de convocatoria con pase vía instancia ministerial desde el 

01/04/2015.  

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

solicitó (en cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al 
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proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se 

encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era legítima.  

Finalmente, Leguizamón, remitió los expedientes a la Dirección 

de Presupuesto, Auditoría Contable y Auditoria General. Una vez que 

fueron giradas las actuaciones a la División de Presupuesto, el 

responsable del área informó que se contaba con crédito en el ejercicio 

en curso para financiar la erogación. A su turno, la Dirección de 

Auditoría Contable, a cargo de Ramón Chamorro, luego de referenciar 

los antecedentes, y citando a la Procuración del Tesoro de la Nación, se 

pronunció a favor del pago e indicó (sistemáticamente en todas sus 

intervenciones) que, en virtud de los fundamentos brindados por la 

Dirección de Contrataciones y de la “revisión efectuada en el aspecto 

formal”, no tendría objeciones que formular sobre la procedencia del 

reconocimiento de la deuda en cuestión, es decir: dictaminó a forvor 

del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz, conformó un 

dictamen por expediente de LA, de las mismas características al 

anteriormente citado, para dictaminar a favor del pago.   

Previo a ser remitido a Dirección Nacional, el Director de 

Contrataciones le informó a DGA del SPF que propicia la autorización 
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de la cancelación del gasto incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como 

surge de los respectivos expedientes que contienen las facturas que 

pretenden ser cobradas. Agrega que la LP 77/13 se encuentra en etapa 

de autorización de Convocatoria en la División de Contrataciones  

desde el 20/05/2015 y que la LP 51/14 en etapa de autorización de 

convocatoria en División Contrataciones desde el 13/05/2015. 

Finalmente, el Director General de Administración, con un simple pase, 

remite cada expediente a la Dirección Nacional del SPF para que hiciera 

lo propio.  

Al finalizar, Emiliano Blanco resuelve liquidar y abonar las 

deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., produciéndose la 

disposición patrimonial perjudicial para los bienes e intereses 

económicos del Estado. 

G. Memorando nº 109/15  

El 30 de marzo de 2015, Carlos Alberto Eced, Director General 

de Administración del SPF, dictó el memorando nº 109/15, por medio 

del cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $31,88 
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por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 02/04/2015.  

En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 28600 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de $911.768, 

por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, respecto de Carnes 

Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que ocasionó, finalmente, 

un grave perjuicio en el patrimonio del Estado cuyo cuidado le fue 

confiado. En la maniobra delictiva que se describirá a continuación 

intervinieron varios funcionarios públicos, además del ya mencionado 

Director General de Administración del SPF y el proveedor Carnes 

Yamuni S.A.  

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 2 de abril hasta el 31 de mayo de 2015.   
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El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de $204.733,36, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 6422 kg de carne 

vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por 

medio de la confección de varios expedientes de legítimo abono, a 

saber: 23067/2015 (respecto de las facturas n° 1007 y 1017), 

26151/2015 (respecto de la factura n° 1037), 26565/2015 (respecto de 

las facturas n° 1030 y 1066) y 31413/2015 (respecto de la factura n° 

1088). 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 109/2015, ya detallado, y de la nota n° 

103/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 
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Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o persona momentáneamente a cargo), Javier 

Moriones, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor 

presentó facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne 

vacuna, en forma de media res, destinadas al CPF II y, en segundo 

lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo carcelario con el fin 

de cubrir las necesidades emergentes e impostergables de suministro 

de alimentos a la población carcelaria en el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, Orlando Aguirre, Jefe del CPF II, ratificó y 
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remitió las actuaciones a la Dirección General de Administración del 

SPF, junto con las respectivas facturas que se quieren cobrar; la copia 

de un correo electrónico enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 

del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 

Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA. En esta oportunidad, el Director del área, Leguizamón, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 109/15 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 
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resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 

según el Mercado de Liniers, dentro del período de tiempo 

comprendido por el memorando 109/15, respecto de los expedientes: 

Ϟ. N° 26565/2015 (facturas n° 1030 y 1066) fue de $26,25. Allí 

también se mencionan los precios promedios para las otras categorías 
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de vaca, a saber: vaca regular $19,60; vaca conserva superior $16,54 y 

vaca conserva inferior $16,07. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $26,25 el kilo, sino que le 

pagaron $31,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $5,63 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

N° 23067/2015 (facturas n° 1007 y 1017) y N° 26151/2015 

(factura n° 1037), fue de $24,73. Allí también se mencionan los precios 

promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca regular 

$25,17; vaca conserva superior $22,03 y vaca conserva inferior $19,60. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 
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contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $24,73 el kilo, sino que le 

pagaron $31,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $7,15 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

N° 31413/2015 (factura n°1088), fue de $28,65. Allí también se 

mencionan los precios promedios para las otras categorías de vaca, a 

saber: vaca regular $20,69; vaca conserva superior $18,56 y vaca 

conserva inferior $16,48. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 
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mismos consideraron el adecuado, esto es: $28,65 el kilo, sino que le 

pagaron $31,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $3,23 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor. Volviendo al 

sobreprecio, éste fue avalado, sin ninguna clase de justificación 

oportuna, por parte de los funcionarios públicos que autorizaron los 

pagos, como parte de la maniobra delictiva que aquí se describe. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 246/13, con la que 

se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 

30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas órdenes, esto es: las 

órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que se proveyó carne 

vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También mencionó, en cada 

expediente según el momento en el cual se realizó el escrito, a la 

licitación pública n° 77/13, que se encontraba en trámite, en etapa de 
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autorización de convocatoria en la Dirección de Contrataciones desde 

el 20/04/2015 o 20/05/2015.  

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

encargado precisamente de celebrar (de más está decir: legalmente) 

los contratos entre el SPF y los particulares y quien tiene entre sus 

primordiales deberes el de administrar fielmente los bienes e intereses 

económicos que le fueron confiados, solicitó (en cada oportunidad) el 

reconocimiento de la deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. y 

consideró que el abastecimiento se encontraba justificado y que, por 

tanto, la deuda era legítima. Asimismo expuso que ello era necesario 

“para dar continuidad a la prestación, cuya demora hace necesario la 

implementación de un reconocimiento de deuda como herramienta 

para la cancelación de la misma, agravada por la no existencia de 

actuaciones o alternativas procedimentales que permitan zanjar la 

situación crítica generada a partir de la no existencia de contrataos 

formalizados”. 

Entonces, el funcionario público encargado de aplicar los 

mecanismos legalmente estipulados para que la administración pública 

contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma de 

hacerlo que el Legitimo Abono, sin justificar por ejemplo, por qué no 
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habría sido posible hacerlo  por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situaciones críticas de las que 

habla.  

No debemos olvidar tampoco que su función es que los 

contratos se realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede 

excusarse en la dilación del procedimiento de licitación pública, 

máxime si tenemos en cuenta que las circunstancias se dilataron por 

más de 27 meses.  

 Finalmente, Leguizamón, en los cuatro expedientes en cuestión, 

remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable 

y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de Ramón 

Chamorro, luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 

de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 
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formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz, conformó un 

dictamen por expediente de LA, en el cual definió a la “factura”, analizó 

el informe del Director de Contrataciones y analizó la documentación 

que acompaña el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que 

dieron causa a las facturas de que se trata no surgen del eventual 

contrato que haya vinculado a las partes, sino de una aparente 

situación de enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de 

restitución con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios 

afectados. Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin 

tener en cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se 

habría producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 
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Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    
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Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones le informó 

a DGA del SPF que propicia la autorización de la cancelación del gasto 

incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos 

expedientes que contienen las facturas que pretenden ser cobradas. 

Agrega que la LP 12/15 se encuentra en etapa de autorización de la 

convocatoria vía ministerial desde el 14/02/2014. Finalmente, el 

Director General de Administración, con un simple pase, remite cada 

expediente a la Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 

referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 

acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 

y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 

$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07, 

modificado por el decreto 1039/2013). Finalmente, resolvió liquidar y 

abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., 
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produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para los bienes e 

intereses económicos del Estado. 

H. Memorando nº 146/15  

El 15 de mayo de 2015, Carlos Alberto Eced, Director General de 

Administración del SPF, dictó el memorando nº 146/15, por medio del 

cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $31,88 

por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 01/06/2015.  

En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 29.554 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de 

$942.181,52, por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, 

respecto de Carnes Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que 

ocasionó, finalmente, un grave perjuicio en el patrimonio del Estado 
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cuyo cuidado le fue confiado. En la maniobra delictiva que se describirá 

a continuación intervinieron varios funcionarios públicos, además del 

ya mencionado Director General de Administración del SPF y el 

proveedor Carnes Yamuni S.A.  

Así, partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde del 1 de junio al 30 de julio de 2015. 

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de $237.824,8, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 7.460 kg de carne 

vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por 

medio de la confección de varios expedientes de legítimo abono, a 

saber: 31413/2015 (respecto de la factura n° 1102), 33891/2015 

(respecto de las facturas n° 1115 y 1126), 39136/2015 (respecto de las 

facturas n° 11, 24 y 42) y 46387/2015 (respecto de las facturas n° 1138 

y 58). 
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Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 146/2015, ya detallado, y de la nota n° 

157/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o persona momentáneamente a cargo), 

Sergio M. Otazu (en el caso de las facturas n° 58, 1138 11, 24, 42 y 

1126) y Javier Moriones (en el caso de las facturas n° 1115 y 1102), en 

el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor presentó facturas 

para su cobro en razón de haber suministrado carne vacuna, en forma 

de media res, destinadas al CPF II y, en segundo lugar, que dicha carne 

ingresó al referido complejo carcelario con el fin de cubrir las 

necesidades emergentes e impostergables de suministro de alimentos a 

la población carcelaria en el período de tiempo referido. 
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De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, Orlando Aguirre, Jefe del CPF II, ratificó y 

remitió las actuaciones a la Dirección General de Administración del 

SPF, junto con las respectivas facturas que se quieren cobrar; la copia 

de un correo electrónico enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 

del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 
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Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA. En esta oportunidad, el Director del área, Leguizamón, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 146/15 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 
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riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers, respecto del precio mínimo, 

máximo y promedio, principalmente, de la categoría vaca buena. De 

dicho informe, adjunto como anexo, efectuado y presentado por la 

administración, se desprende que el precio de venta promedio del kilo 

de vaca buena, según el Mercado de Liniers, dentro del período de 

tiempo comprendido por el memorando 146/15, respecto de los 

expedientes: 

N° 31413/2015 (factura n° 1102) y 33891/2015 (facturas n° 1115 

y 1126), fue de $28,65. Allí también se mencionan los precios 

promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca regular 

$20,69; vaca conserva superior $18,56 y vaca conserva inferior $16,48. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 
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buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $28,65 el kilo, sino que le 

pagaron $31,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $3,23 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

N° 46387/2015 (respecto de las facturas n° 1138 y 58) fue de 

$25,79. Allí también se mencionan los precios promedios para las otras 

categorías de vaca, a saber: vaca regular $23,21; vaca conserva 

superior $20,71 y vaca conserva inferior $18,62. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $25,79 el kilo, sino que le 
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pagaron $31,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $6,09 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF.  

Hay que aclarar que, respecto del expediente de LA N° 

39136/2015 (facturas n° 11, 24 y 42), si bien menciona que incorpora el 

análisis de los precios de la carne vacuna en forma de media res, tal 

como surge del Mercado de Liniers, ello no ocurre de hecho en las 

actuaciones. Por lo tanto, ni Leguizamón ni ninguno de los funcionarios 

que intervinieron luego y dictaminaron a favor del pago pudieron 

efectuar un análisis relativo a los precios de la carne vacuna respecto a 

las facturas mencionadas. 

Ello, en ambos casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor. Volviendo al 

sobreprecio, éste fue avalado, sin ninguna clase de justificación 

oportuna, por parte de los funcionarios públicos que autorizaron los 

pagos, como parte de la maniobra delictiva que aquí se describe. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a la 
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licitación pública n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 

246/13, con la que se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma 

de media res, entre 30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas 

órdenes, esto es: las órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que 

se proveyó carne vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También 

mencionó, en cada expediente según el momento en el cual se realizó 

el escrito, a la licitación pública n° 77/13, que se encontraba en trámite, 

en etapa de autorización de convocatoria en la Dirección de 

Contrataciones desde el 20/05/2015 o, nuevamente, desde el 

06/07/2015 y, en algunas oportunidades, a la LP 12/15, la que se 

encontraba en etapa de autorización de la convocatoria vía ministerial 

desde el 14/02/2014. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

encargado precisamente de celebrar (de más está decir: legalmente) 

los contratos entre el SPF y los particulares y quien tiene entre sus 

primordiales deberes el de administrar fielmente los bienes e intereses 

económicos que le fueron confiados, solicitó el reconocimiento de la 

deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el 

abastecimiento se encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era 

legítima. Asimismo expuso que ello es necesario “para dar continuidad 
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a la prestación, cuya demora hace necesario la implementación de un 

reconocimiento de deuda como herramienta para la cancelación de la 

misma, agravada por la no existencia de actuaciones o alternativas 

procedimentales que permitan zanjar la situación crítica generada a 

partir de la no existencia de contrataos formalizados”. 

Entonces, el funcionario público encargado de aplicar los 

mecanismos legalmente estipulados para que la administración pública 

contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma de 

hacerlo vía LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido posible 

la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado la situación crítica de la que habla.  

Reitero, no debemos olvidar tampoco que su función es que los 

contratos se realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede 

excusarse en las maniobras explicadas.  

 Finalmente, Leguizamón (salvo en el caso del expediente n° 

39136/15, en el cual firma Gabriela Martins Gimenez) remitió el 

expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable y 

Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 
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A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de Ramón 

Chamorro, luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 

de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a farvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz, conformó un 

dictamen en el cual definió a la “factura”, analizó el informe del 

Director de Contrataciones y analizó la documentación que acompaña 

el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que dieron causa a las 

facturas de que se trata no surgen del eventual contrato que haya 

vinculado a las partes, sino de una aparente situación de 

enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de restitución 

con el fin de restablecer el equilibrio entre los patrimonios afectados. 

Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin tener en 

cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se habría 

producido una irregularidad administrativa”. 
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 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 
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bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó a favor del pago de los L.A. y expuso 

elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser remitido a 

Dirección Nacional, el Director de Contrataciones le informó a DGA del 

SPF que propicia la autorización de la cancelación del gasto incurrido 

por Carnes Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos expedientes 

que contienen las facturas que pretenden ser cobradas. Agrega que la 

LP 12/15 se encuentra en etapa de autorización de la convocatoria vía 

ministerial desde el 14/02/2014. Finalmente, el Director General de 

Administración, con un simple pase, remite cada expediente a la 

Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 

referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 
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acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 

y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 

$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07, 

modificado por el decreto 1039/2013). Finalmente, resolvió liquidar y 

abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., 

produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para los bienes e 

intereses económicos del Estado. 

I. Memorando n° 275/15 

El 29 de julio de 2015, Carlos Alberto Eced, Director General de 

Administración del SPF, dictó el memorando nº 275/15, por medio del 

cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $33,88 

por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 31/07/2015.  

En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 
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por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 34.823 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de 

$1.179.803,24, por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, 

respecto de Carnes Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que 

ocasionó, finalmente, un grave perjuicio en el patrimonio del Estado 

cuyo cuidado le fue confiado. En la maniobra delictiva que se describirá 

a continuación intervinieron varios funcionarios públicos, además del 

ya mencionado Director General de Administración del SPF y el 

proveedor Carnes Yamuni S.A.  

Así, partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde del 31 de julio al 29 de septiembre de 2015. 

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto.El Director 

General de Administración obligó de hecho al Estado, por medio de 

este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de lucro 

indebido, al pago de $278.324,2, a favor de la firma Carnes Yamuni 

S.A., los que habrían sido equivalentes a 8.215 kg de carne vacuna en 

forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por medio de 
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la confección de varios expedientes de legítimo abono, a saber: 

46387/2015 (respecto de las facturas n° 101, 114, 131 y 142), 

49402/2015 (respecto de las facturas n°177, 212, 229 y 246). 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 275/2015, ya detallado, y de la nota n° 

203/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o persona momentáneamente a cargo), 

Sergio M. Otazu, en el que manifiesta, en primer lugar, que el 

proveedor presentó facturas para su cobro en razón de haber 

suministrado carne vacuna, en forma de media res, destinadas al CPF II 

y, en segundo lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo 

carcelario con el fin de cubrir las necesidades emergentes e 
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impostergables de suministro de alimentos a la población carcelaria en 

el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, Orlando Aguirre o Raúl Medina (en el 

caso de las facturas n° 212 y 229), Jefe del CPF II o persona 

momentáneamente a cargo, ratificó y remitió las actuaciones a la 

Dirección General de Administración del SPF, junto con las respectivas 

facturas que se quieren cobrar; la copia de un correo electrónico 

enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 
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del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 

Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA. En esta oportunidad, el Director del área, Leguizamón, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 275/15 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 
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grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Respecto de los valores a pagar, Leguizamón afirma en el 

expediente de LA N° 49402/2015 que adjunta los precios cuidados, 

pero no lo hace. Mientras que, en lo que respecta al expediente de LA 

N° 46387/2015 realiza un análisis de precios de la carne vacuna en 

forma de media res, conforme a lo que surge de la página web oficial 

del Mercado de Liniers, respecto del precio mínimo, máximo y 

promedio, principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho 

informe, adjunto como anexo, efectuado y presentado por la 

administración, se desprende que el precio de venta promedio del kilo 

de vaca buena, según el Mercado de Liniers, fue de $25,79. Allí también 

se mencionan los precios promedios para las otras categorías de vaca, a 

saber: vaca regular $23,21; vaca conserva superior $20,71 y vaca 

conserva inferior $18,62. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 
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contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $25,79 el kilo, sino que le 

pagaron $33,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $8,09 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF.  

Ello, en ambos casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor. Volviendo al 

sobreprecio, éste fue avalado, sin ninguna clase de justificación 

oportuna, por parte de los funcionarios públicos que autorizaron los 

pagos, como parte de la maniobra delictiva que aquí se describe. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a la 

licitación pública n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 

246/13, con la que se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma 
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de media res, entre 30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas 

órdenes, esto es: las órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que 

se proveyó carne vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También 

mencionó, en cada expediente según el momento en el cual se realizó 

el escrito, a la licitación pública 12/15, la que se encontraba en etapa 

de autorización de la convocatoria vía ministerial desde el 14/02/2014. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

encargado precisamente de celebrar (de más está decir: legalmente) 

los contratos entre el SPF y los particulares y quien tiene entre sus 

primordiales deberes el de administrar fielmente los bienes e intereses 

económicos que le fueron confiados, solicitó el reconocimiento de la 

deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el 

abastecimiento se encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era 

legítima. Asimismo expuso que ello es necesario “para dar continuidad 

a la prestación, cuya demora hace necesario la implementación de un 

reconocimiento de deuda como herramienta para la cancelación de la 

misma, agravada por la no existencia de actuaciones o alternativas 

procedimentales que permitan zanjar la situación crítica generada a 

partir de la no existencia de contrataos formalizados”. 
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Entonces, el funcionario público encargado de aplicar los 

mecanismos legalmente estipulados para que la administración pública 

contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma de 

hacer que el LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido 

posible la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situación crítica de la que habla. No 

debemos olvidar tampoco que su función es que los contratos se 

realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede excusarse las 

propias maniobras dilatorias, fraudulentas y esquivas respecto de la 

aplicación de los procedimientos de licitación pública para adquirir 

carne vacuna, que el mismo originó.  

 Finalmente, Leguizamón remitió el expediente a la Dirección de 

Presupuesto, Auditoría Contable y Auditoria General. Una vez que 

fueron giradas las actuaciones a la División de Presupuesto, el 

responsable del área informó que se contaba con crédito en el ejercicio 

en curso para financiar la erogación. A su turno, la Dirección de 

Auditoría Contable, a cargo de Ramón Chamorro (LA N° 46387/2015) y 

de David Pedraza (LA N° 49402/2015), luego de referenciar los 

antecedentes, y citando a la Procuración del Tesoro de la Nación, se 

pronunció siempre a favor del pago e indicó (sistemáticamente en 
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todas sus intervenciones) que, en virtud de los fundamentos brindados 

por la Dirección de Contrataciones y de la “revisión efectuada en el 

aspecto formal”, no tendría objeciones que formular sobre la 

procedencia del reconocimiento de la deuda en cuestión, es decir: 

dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz, conformó un 

dictamen en el cual, en cada oportunidad, definió a la “factura”, analizó 

el informe del Director de Contrataciones y analizó la documentación 

que acompaña el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que 

dieron causa a las facturas de que se trata no surgen del eventual 

contrato que haya vinculado a las partes, sino de una aparente 

situación de enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de 

restitución con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios 

afectados. Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin 

tener en cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se 

habría producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 
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oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-
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contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó a favor del pago de los L.A. y expuso 

elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser remitido a 

Dirección Nacional, el Director de Contrataciones o persona 

momentáneamente a cargo, Gabriela Martins Gimenez, le informó a 

DGA del SPF que propicia la autorización de la cancelación del gasto 

incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos 

expedientes que contienen las facturas que pretenden ser cobradas. 

Agrega que la LP 12/15 se encuentra en etapa de autorización de la 

convocatoria vía ministerial desde el 14/02/2014. Finalmente, el 

Director General de Administración, con un simple pase, remite cada 

expediente a la Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 

referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 

acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 

y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 
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$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07, 

modificado por el decreto 1039/2013). Finalmente, resolvió liquidar y 

abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., 

produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para los bienes e 

intereses económicos del Estado. 

J. Memorando nº 350/15  

El 24 de septiembre de 2015, Carlos Alberto Eced, Director 

General de Administración del SPF, dictó el memorando nº 350/15, por 

medio del cual puso en conocimiento del Director del Complejo 

Penitenciario Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar 

continuidad al suministro de carne vacuna, en forma de media res, 

proveída por Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho 

proveedor $33,88 por cada kilo entregado, para cubrir 35 días de 

provisión de esta clase de alimentos, destinado a las personas alojadas 

en el CPF II, el que comenzará a regir el 29/09/2015.  

En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 21.164 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de $717036,32, 
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por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, respecto de Carnes 

Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que ocasionó, finalmente, 

un grave perjuicio en el patrimonio del Estado cuyo cuidado le fue 

confiado. En la maniobra delictiva que se describirá a continuación 

intervinieron varios funcionarios públicos, además del ya mencionado 

Director General de Administración del SPF y el proveedor Carnes 

Yamuni S.A.  

Así, partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde del 29 de septiembre al 2 de noviembre de 2015. 

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de $165.808,72, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 4.794 kg de carne 

vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por 

medio de la confección de varios expedientes de legítimo abono, a 

saber: 58702/2015 (respecto de las facturas n° 276, 343, 321, y 361), 

61332/2015 (respecto de la factura n° 371). 
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Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 350/2015, ya detallado, y de la nota n° 

244/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o persona momentáneamente a cargo), 

Sergio M. Otazu, en el que manifiesta, en primer lugar, que el 

proveedor presentó facturas para su cobro en razón de haber 

suministrado carne vacuna, en forma de media res, destinadas al CPF II 

y, en segundo lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo 

carcelario con el fin de cubrir las necesidades emergentes e 

impostergables de suministro de alimentos a la población carcelaria en 

el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 
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encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, Orlando Aguirre, Jefe del CPF II (o Raúl 

Medina, por encontrarse momentáneamente a cargo, en relación con 

las facturas n° 343 y 361), ratificó y remitió las actuaciones a la 

Dirección General de Administración del SPF, junto con las respectivas 

facturas que se quieren cobrar; la copia de un correo electrónico 

enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 

del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 
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Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área o persona 

momentáneamente a cargo, Gabriela Martins Gimenez (en todos los 

casos), pone en conocimiento del Director General de Administración 

del SPF, que Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan 

hecho, pero aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó 

para el cobro facturas que corresponderían a la entrega de carne 

vacuna en forma de media res, con destino al CPF II, la que habría 

estado autorizada por el memorando 350/15 y la resolución 1817/2007 

DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 
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se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a la 

licitación pública n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 

246/13, con la que se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma 

de media res, entre 30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas 

órdenes, esto es: las órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que 

se proveyó carne vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13. También 

mencionó, en cada expediente, a la LP 12/15, la que se encontraba en 

etapa de autorización de la convocatoria vía ministerial desde el 

14/02/2014. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Leguizamón, 

encargado precisamente de celebrar (de más está decir: legalmente) 

los contratos entre el SPF y los particulares y quien tiene entre sus 

primordiales deberes el de administrar fielmente los bienes e intereses 

económicos que le fueron confiados, solicitó el reconocimiento de la 

deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. y consideró que el 

abastecimiento se encontraba justificado y que, por tanto, la deuda era 
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legítima. Asimismo expuso que ello es necesario “para dar continuidad 

a la prestación, cuya demora hace necesario la implementación de un 

reconocimiento de deuda como herramienta para la cancelación de la 

misma, agravada por la no existencia de actuaciones o alternativas 

procedimentales que permitan zanjar la situación crítica generada a 

partir de la no existencia de contrataos formalizados”. 

Entonces, el funcionario público encargado de aplicar los 

mecanismos legalmente estipulados para que la administración pública 

contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma de 

hacer que el LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido 

posible la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situación crítica de la que habla. No 

debemos olvidar tampoco que su función es que los contratos se 

realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede excusarse las 

propias maniobras dilatorias, fraudulentas y esquivas respecto de la 

aplicación de los procedimientos de licitación pública para adquirir 

carne vacuna, que el mismo originó.  

 Finalmente, Gabriela Martins Gimenez remitió ambos 

expedientes a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable y 

Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 
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División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de Ramón 

Chamorro, luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 

de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Fernando Díaz, conformó un 

dictamen en el cual definió a la “factura”, analizó el informe del 

Director de Contrataciones y analizó la documentación que acompaña 

el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que dieron causa a las 

facturas de que se trata no surgen del eventual contrato que haya 

vinculado a las partes, sino de una aparente situación de 

enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de restitución 

con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios afectados. 

Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin tener en 
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cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se habría 

producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 
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causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó a favor del pago de los L.A. y expuso 

elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser remitido a 

Dirección Nacional, el Director de Contrataciones o persona 

momentáneamente a cargo, Martins Gimenez, le informó a DGA del 

SPF que propicia la autorización de la cancelación del gasto incurrido 

por Carnes Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos expedientes 

que contienen las facturas que pretenden ser cobradas. Finalmente, el 

Director General de Administración, con un simple pase, remite cada 

expediente a la Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 
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referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 

acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 

y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 

$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07, 

modificado por el decreto 1039/2013). Finalmente, resolvió liquidar y 

abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., 

produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para los bienes e 

intereses económicos del Estado. 

K. Memorando nº 384/15  

El 28 de octubre de 2015, Carlos Alberto Eced, Director General 

de Administración del SPF, dictó el memorando nº 384/15, por medio 

del cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $29,87 

por cada kilo entregado y $55,95 por cada kilo de chorizo blanco fresco, 

para cubrir 60 días de provisión de esta clase de alimentos, destinado a 

las personas alojadas en el CPF II, el que comenzará a regir el 

03/11/2015.  
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En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 43935 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de 

$1.312.338,45, y 928 kg de chorizo blanco fresco, por un total de 

$51.921,6, por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, respecto 

de Carnes Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que ocasionó, 

finalmente, un grave perjuicio en el patrimonio del Estado cuyo 

cuidado le fue confiado. En la maniobra delictiva que se describirá a 

continuación intervinieron varios funcionarios públicos, además del ya 

mencionado Director General de Administración del SPF y el proveedor 

Carnes Yamuni S.A.  

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 3 de noviembre hasta el 1° de enero de 2016.   

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 
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lucro indebido, al pago de $420.666,75, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 12.345 kg de carne 

vacuna en forma de media res y 928 kg de chorizo blanco fresco. Dichas 

facturas se habrían liquidado por medio de la confección de varios 

expedientes de legítimo abono, a saber: 64258/2015 (respecto de las 

facturas n° 412, 419 y 432), 68386/2015 (respecto de las facturas n° 

509 y 527), 617/2015 (respecto de las facturas n° 454, 455, 551, 554 y 

446). 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 384/2015, ya detallado, y de la nota n° 

257/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o persona momentáneamente a cargo), 

Sergio Otazu, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor 
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presentó facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne 

vacuna, en forma de media res o chorizo blanco fresco, destinadas al 

CPF II y, en segundo lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo 

carcelario con el fin de cubrir las necesidades emergentes e 

impostergables de suministro de alimentos a la población carcelaria en 

el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual el Jefe del CPF II, Orlando Aguirre (con 

relación a las facturas n° 412, 419 y 432), Raúl Medina (Subjefe del CPF 

II, momentáneamente a cargo y con relación a las facturas n° 509 y 
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527) y Juan Carlos Lafuente (respecto a las facturas n° 446, 454, 455, 

551 y 554), cada uno de ellos en s oportunidad, ratificó y remitió las 

actuaciones a la Dirección General de Administración del SPF, junto con 

las respectivas facturas que se quieren cobrar; la copia de un correo 

electrónico enviado por la Comisión Evaluadora del SPF 

(comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la División de Abastecimiento 

del SPF (abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la 

primera le informa a la segunda que no había una orden de compra 

vigente; la copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes 

Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área o persona a cargo, 

Gabriela Martins Gimenez, pone en conocimiento del Director General 

de Administración del SPF, que Carnes Yamuni S.A. (y los otros 

proveedores que lo hayan hecho, pero aquí sólo analizamos todo lo 

referido a aquel) presentó para el cobro facturas que corresponderían 

a la entrega de carne vacuna en forma de media res, con destino al CPF 
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II, la que habría estado autorizada por el memorando 384/15 y la 

resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 
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según el Mercado de Liniers, dentro del período de tiempo 

comprendido por el memorando 384/15, respecto de los expedientes: 

N° 68386/2015 (facturas n° 509 y 527) y 617/2015 (facturas n° 

454, 455, 551, 554 y 446) fue de $38,78. Allí también se mencionan los 

precios promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca 

regular $31,25; vaca conserva superior $28,22 y vaca conserva inferior 

$23,76. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por lo 

tanto, es bastante improbable que el proveedor haya entregado carne 

de la calidad que debía suministrar. 

N° 64258/2015 (facturas n° 412, 419 y 432), fue de $35,19. Allí 

también se mencionan los precios promedios para las otras categorías 

de vaca, a saber: vaca regular $27,32; vaca conserva superior $26,52 y 

vaca conserva inferior $24,48. 
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Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por lo 

tanto, es bastante improbable que el proveedor haya entregado carne 

de la calidad que debía suministrar. 

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor.  

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 21/13, que originó la orden de compra 245/13 y 246/13, con la que 

se cubrió la adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 

30/07/2013 al 30/10/2013, y la ampliación de esas órdenes, esto es: las 

órdenes de compra 324/13 y 325/13, con las que se proveyó carne 

vacuna desde el 01/11/13 al 01/12/13 y la LP 51/13, por medio de la 
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cual se dictó la orden de compra n° 34/14, la que estuvo vigente desde 

el 02/07/2014 al 02/10/2014. También mencionó, en cada expediente 

según el momento en el cual se realizó el escrito, a la licitación pública 

n° 12/15, que se encontraba en trámite, en etapa de autorización de 

convocatoria vía instancia ministerial desde el 14/02/2014 o, luego, en 

Dirección de Convocatoria desde el 25/01/2016. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones o persona a cargo, 

Martins Gimenez, encargado precisamente de celebrar (de más está 

decir: legalmente) los contratos entre el SPF y los particulares y quien 

tiene entre sus primordiales deberes el de administrar fielmente los 

bienes e intereses económicos que le fueron confiados, solicitó (en 

cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al proveedor Carnes 

Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se encontraba 

justificado y que, por tanto, la deuda era legítima. Asimismo expuso 

que ello era necesario “para dar continuidad a la prestación, cuya 

demora hace necesario la implementación de un reconocimiento de 

deuda como herramienta para la cancelación de la misma, agravada 

por la no existencia de actuaciones o alternativas procedimentales que 

permitan zanjar la situación crítica generada a partir de la no existencia 

de contrataos formalizados”. 
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Entonces, el/la funcionario/a público/a encargado/a de aplicar 

los mecanismos legalmente estipulados para que la administración 

pública contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma 

de hacer que el LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido 

posible la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situación crítica de la que habla. No 

debemos olvidar tampoco que su función es que los contratos se 

realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede excusarse las 

propias maniobras dilatorias, fraudulentas y esquivas respecto de la 

aplicación de los procedimientos de licitación pública para adquirir 

carne vacuna, que el mismo originó.  

 Finalmente, Martins Gimenez, en los tres expedientes en 

cuestión, remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría 

Contable y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las 

actuaciones a la División de Presupuesto, el responsable del área 

informó que se contaba con crédito en el ejercicio en curso para 

financiar la erogación. A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a 

cargo de: Ramón Chamorro (LA N° 64258/2015) y Verónica Matwijczuk 

(LA N° 68386/2015) y Mariano Eloy Leiva (LA N° 617/2016), luego de 

referenciar los antecedentes, y citando a la Procuración del Tesoro de 
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la Nación, se pronunció a favor del pago e indicó (sistemáticamente en 

todas sus intervenciones) que, en virtud de los fundamentos brindados 

por la Dirección de Contrataciones y de la “revisión efectuada en el 

aspecto formal”, no tendría objeciones que formular sobre la 

procedencia del reconocimiento de la deuda en cuestión, es decir: 

dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, esto es: Ricardo Caruso (LA N° 

64258/2015 y 617/2016), María Victoria Varela (a cargo de la DAG en 

expte. LA. N° 64258/2015), conformó un dictamen por expediente de 

LA, en el cual definió a la “factura”, analizó el informe del Director de 

Contrataciones y analizó la documentación que acompaña el 

expediente. Así afirmó que “las obligaciones que dieron causa a las 

facturas de que se trata no surgen del eventual contrato que haya 

vinculado a las partes, sino de una aparente situación de 

enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de restitución 

con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios afectados. 

Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin tener en 

cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se habría 

producido una irregularidad administrativa”. 
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 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Cabe destacar que el dictamen realizado por la DAG, en los 

expedientes de LA. N° 64258/2015 y 617/2016, contiene un párrafo 

diferente a todos los dictámenes de esa área sobre esta cuestión, muy 

interesante por cierto. En efecto, se afirma que “previo a la rúbrica del 

acto en estudio, correspondería que por el área técnica respectiva se 

constate, respecto a las facturas emitida, la entrega total de las 

mercaderías consideradas en aquellas”. Sin perjuicio de ello, la auditora 

estima que el Director Nacional puede suscribir el acto administrativo 

que autoriza el pago.  

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones: Walter 

Fratini (en relación con el LA N° 64258/2015 y 617/2016) y Gabriela 
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Martins Gimenez (en relación con el LA N° 64258/2015), le informó a 

DGA del SPF que propicia la autorización de la cancelación del gasto 

incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos 

expedientes que contienen las facturas que pretenden ser cobradas. 

Agrega que la LP 12/15 se encuentra en etapa de autorización de la 

convocatoria en la Dirección de Contrataciones desde el 25/01/2016 y, 

en otra oportunidad, desde el 16/05/2016. Finalmente, el Director 

General de Administración o persona momentáneamente a cargo, esto 

es: Eced y Darío Ferrara (sólo en relación con el LA N° 64258/2015), 

con un simple pase, remite cada expediente a la Dirección Nacional del 

SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 

referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 

acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 

y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 

$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07, 

modificado por el decreto 1039/2013 y según texto del decreto 

690/2016, para el caso del expte. LA N° 64258/2015. Finalmente, 
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resolvió liquidar y abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes 

Yamuni S.A., produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para 

los bienes e intereses económicos del Estado. 

L. Memorando nº 447/15 

 El 29 de diciembre de 2015, Carlos Alberto Eced, Director 

General de Administración del SPF, dictó el memorando nº 447/15, por 

medio del cual puso en conocimiento del Director del Complejo 

Penitenciario Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar 

continuidad al suministro de carne vacuna, en forma de media res, 

proveída por Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho 

proveedor $39,95 por cada kilo entregado y $78,95 por cada kilo de 

chorizo blanco fresco, para cubrir 60 días de provisión de esta clase de 

alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 02/01/2016.  

En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 37.285 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de 

$1.489.533,75, y 640 kg de chorizo blanco fresco, por un total de 
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$50.531, por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, respecto de 

Carnes Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que ocasionó, 

finalmente, un grave perjuicio en el patrimonio del Estado cuyo 

cuidado le fue confiado. En la maniobra delictiva que se describirá a 

continuación intervinieron varios funcionarios públicos, además del ya 

mencionado Director General de Administración del SPF y el proveedor 

Carnes Yamuni S.A.  

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 2 de enero hasta el 1° de marzo de 2016.   

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de a favor $202.021,40, de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 3792 kg de carne 

vacuna en forma de media res y 640 kg de chorizo blanco fresco. Dichas 

facturas se habrían liquidado por medio de la confección de de los 

siguientes expedientes de legítimo abono, a saber: n° 617/2015 
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(respecto de las facturas n° 611, 594 y 631) y n° 10527/2016 (respecto 

de las facturas n° 681y 682) 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del memorando n° 447/2015, ya detallado, y de la nota n° 

286/15, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o  persona momentáneamente a cargo), 

Sergio Otazu, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor 

presentó facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne 

vacuna, en forma de media res o chorizo blanco fresco, destinadas al 

CPF II y, en segundo lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo 

carcelario con el fin de cubrir las necesidades emergentes e 

impostergables de suministro de alimentos a la población carcelaria en 

el período de tiempo referido. 
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De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, o persona 

momentáneamente a cargo, esto es: Carlos A. Caro (respecto de las 

facturas 681 y 682), se elevó a la Dirección del CPF II, oportunidad en la 

cual el Jefe del CPF II, Orlando Aguirre, cada uno de ellos en su 

oportunidad, ratificó y remitió las actuaciones a la Dirección General de 

Administración del SPF, junto con las respectivas facturas que se 

quieren cobrar; la copia de un correo electrónico enviado por la 

Comisión Evaluadora del SPF (comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la 

División de Abastecimiento del SPF 

(abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la primera le 
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informa a la segunda que no había una orden de compra vigente; la 

copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes Yamuni S.A., y 

el parte de racionamiento diario de detenidos y empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área o persona a cargo, 

esto es: Gabriela Martins Gimenez (LA n° 617/2016) y Walter Fratini 

(LA n° 10527/2016), pone en conocimiento del Director General de 

Administración del SPF, que Carnes Yamuni S.A. (y los otros 

proveedores que lo hayan hecho, pero aquí sólo analizamos todo lo 

referido a aquel) presentó para el cobro facturas que corresponderían 

a la entrega de carne vacuna en forma de media res, con destino al CPF 

II, la que habría estado autorizada por el memorando 447/15 y la 

resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 
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grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 

según el Mercado de Liniers, dentro del período de tiempo 

comprendido por el memorando 447/15, respecto de los expedientes: 

N° 617/2016 fue de $38,78. Allí también se mencionan los 

precios promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca 

regular $31,25; vaca conserva superior $28,22 y vaca conserva inferior 

$23,76. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 
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contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $38,78 el kilo, sino que le 

pagaron $39,95 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $1,17 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF.  

N° 10527/2016 fue de $39,10. Allí también se mencionan los 

precios promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca 

regular $25,77; vaca conserva superior $23,94 y vaca conserva inferior 

$24,30. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 
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mismos consideraron el adecuado, esto es: $39,10 el kilo, sino que le 

pagaron $39,95 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $0,85 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF.  

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor.  

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 51/13, por medio de la cual se dictó la orden de compra n° 34/14, la 

que estuvo vigente desde el 02/07/2014 al 02/10/2014. También 

mencionó, en cada expediente según el momento en el cual se realizó 

el escrito, a la licitación pública n° 12/15, que se encontraba en trámite, 

en Dirección de Contrataciones el 25/01/2016 y en el ministerio desde 

el 04/02/2016. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones o persona a cargo, 

Martins Gimenez y Walter Fratini según en caso, encargado 

precisamente de celebrar (de más está decir: legalmente) los contratos 

entre el SPF y los particulares y quien tiene entre sus primordiales 
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deberes el de administrar fielmente los bienes e intereses económicos 

que le fueron confiados, solicitó (en cada oportunidad) el 

reconocimiento de la deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. y 

consideró que el abastecimiento se encontraba justificado y que, por 

tanto, la deuda era legítima. Asimismo expuso que ello era necesario 

“para dar continuidad a la prestación, cuya demora hace necesario la 

implementación de un reconocimiento de deuda como herramienta 

para la cancelación de la misma, agravada por la no existencia de 

actuaciones o alternativas procedimentales que permitan zanjar la 

situación crítica generada a partir de la no existencia de contrataos 

formalizados”. 

Entonces, el/la funcionario/a público/a encargado/a de aplicar 

los mecanismos legalmente estipulados para que la administración 

pública contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma 

de hacer que el LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido 

posible la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situación crítica de la que habla. No 

debemos olvidar tampoco que su función es que los contratos se 

realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede excusarse las 

propias maniobras dilatorias, fraudulentas y esquivas respecto de la 
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aplicación de los procedimientos de licitación pública para adquirir 

carne vacuna, que el mismo originó.  

Finalmente, remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, 

Auditoría Contable y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las 

actuaciones a la División de Presupuesto, el responsable del área 

informó que se contaba con crédito en el ejercicio en curso para 

financiar la erogación. A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a 

cargo momentáneamente de Mariano Eloy Leiva, luego de referenciar 

los antecedentes, y citando a la Procuración del Tesoro de la Nación, se 

pronunció a favor del pago e indicó (sistemáticamente en todas sus 

intervenciones) que, en virtud de los fundamentos brindados por la 

Dirección de Contrataciones y de la “revisión efectuada en el aspecto 

formal”, no tendría objeciones que formular sobre la procedencia del 

reconocimiento de la deuda en cuestión, es decir: dictaminó a forvor 

del pago.  

Por su parte, el Auditor General, esto es: Ricardo Caruso, 

conformó un dictamen por expediente de LA, en el cual definió a la 

“factura”, analizó el informe del Director de Contrataciones y analizó la 

documentación que acompaña el expediente. Así afirmó que “las 

obligaciones que dieron causa a las facturas de que se trata no surgen 
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del eventual contrato que haya vinculado a las partes, sino de una 

aparente situación de enriquecimiento sin causa que generaría una 

obligación de restitución con el fin de reestablecer el equilibrio entre 

los patrimonios afectados. Ello no obstante que, al haberse contratado 

un servicio sin tener en cuenta la normativa vigente en materia de 

contrataciones, se habría producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 
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Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Cabe destacar que el dictamen realizado por la DAG contiene un 

párrafo diferente a todos los dictámenes de esa área sobre esta 

cuestión, muy interesante por cierto. En efecto, se afirma que “previo a 

la rúbrica del acto en estudio, correspondería que por el área técnica 

respectiva se constate, respecto a las facturas emitida, la entrega total 

de las mercaderías consideradas en aquellas”. Sin perjuicio de ello, la 
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auditora estima que el Director Nacional puede suscribir el acto 

administrativo que autoriza el pago.  

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones: Walter 

Fratini, le informó a DGA del SPF que propicia la autorización de la 

cancelación del gasto incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como surge 

de los respectivos expedientes que contienen las facturas que 

pretenden ser cobradas. Agrega que la LP 12/15 se encuentra en etapa 

de autorización de la convocatoria en la Dirección de Contrataciones 

desde el 25/01/2016 y, en otra oportunidad, desde el 16/05/2016. 

Finalmente, el Director General de Administración o persona 

momentáneamente a cargo, esto es: Eced, con un simple pase, remite 

cada expediente a la Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo 

propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 

referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 

acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 
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y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 

$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07). Ahora 

bien, en su resolución del expediente LA N° 617/2016, de fecha 

28/04/2016, se basó en el decreto 1039/2013, que ya estaba derogado. 

Debía aplicar el texto del decreto 690/2016, tal como sí lo hizo para el 

expediente de LA N° 10527/2016. Finalmente, resolvió liquidar y 

abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., 

produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para los bienes e 

intereses económicos del Estado. 

M. Memorando nº 36/16  

El 29 de febrero de 2016, Carlos Alberto Eced, Director General 

de Administración del SPF, dictó el memorando nº 36/16, por medio 

del cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 

Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $43,88 

por cada kilo entregado y $77,10 por cada kilo de chorizo blanco fresco, 

para cubrir 60 días de provisión de esta clase de alimentos, destinado a 

las personas alojadas en el CPF II, el que comenzará a regir el 

02/03/2016.  
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En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 42.935 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de 

$1.883.987,8, y 998 kg de chorizo blanco fresco, por un total de 

$76.945,8, por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, respecto 

de Carnes Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que ocasionó, 

finalmente, un grave perjuicio en el patrimonio del Estado cuyo 

cuidado le fue confiado. En la maniobra delictiva que se describirá a 

continuación intervinieron varios funcionarios públicos, además del ya 

mencionado Director General de Administración del SPF y el proveedor 

Carnes Yamuni S.A.  

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 

funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 02 de marzo hasta el 30 de abril de 2016.   

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 
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lucro indebido, al pago de $329.914, a favor de la firma Carnes Yamuni 

S.A., los que habrían sido equivalentes a 5765 kg de carne vacuna en 

forma de media res y 998 kg de chorizo blanco fresco. Dichas facturas 

se habrían liquidado por medio de la confección de varios expedientes 

de legítimo abono, a saber: 21182/2016 (respecto de las facturas n° 

763, 765, 822, 879, 786 y 791) y 12902/2016 (respecto de las facturas 

n° 921 y 922). 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del  memorando n° 36/2016, ya detallado, y de la nota n° 

31/16, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Manuel 

Leguizamón, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 

exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento Sergio Otazu o  persona momentáneamente a 

cargo, esto es: Carlos A. Caro (respecto de las facturas n° 921 y 922), en 

el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor presentó facturas 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



para su cobro en razón de haber suministrado carne vacuna, en forma 

de media res o chorizo blanco fresco, destinadas al CPF II y, en segundo 

lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo carcelario con el fin 

de cubrir las necesidades emergentes e impostergables de suministro 

de alimentos a la población carcelaria en el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 

Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual el Jefe del CPF II, Juan Carlos Lafuente, 

ratificó y remitió las actuaciones a la Dirección General de 

Administración del SPF, junto con las respectivas facturas que se 

quieren cobrar; la copia de un correo electrónico enviado por la 
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Comisión Evaluadora del SPF (comisionevaluadoraspf@spf.gob.ar) a la 

División de Abastecimiento del SPF 

(abastecimientocpf2@hotmail.com.ar), por medio del cual la primera le 

informa a la segunda que no había una orden de compra vigente; la 

copia del memorando que autoriza comprarle a Carnes Yamuni S.A., y 

el parte de racionamiento diario de detenidos y empleados del SPF.  

Esas facturas, en sus correspondientes expedientes, se controlan 

en DGA. El procedimiento comienza en la Dirección de Contrataciones 

de DGA.  En esta oportunidad, el Director del área, Walter Fratini, pone 

en conocimiento del Director General de Administración del SPF, que 

Carnes Yamuni S.A. (y los otros proveedores que lo hayan hecho, pero 

aquí sólo analizamos todo lo referido a aquel) presentó para el cobro 

facturas que corresponderían a la entrega de carne vacuna en forma de 

media res, con destino al CPF II, la que habría estado autorizada por el 

memorando 36/16 y la resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 

oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 
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pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 

según el Mercado de Liniers, dentro del período de tiempo 

comprendido por el memorando 384/15, respecto de los expedientes: 

N° 21182/2016  fue de $39,10. Allí también se mencionan los 

precios promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca 

regular $25,77; vaca conserva superior $23,94 y vaca conserva inferior 

$24,30. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 
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mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $39,10 el kilo, sino que le 

pagaron $43,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $4,78 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF.  

N° 12902/2016 fue de $42,91. Allí también se mencionan los 

precios promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca 

regular $30,22; vaca conserva superior $23,92 y vaca conserva inferior 

$20,32. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 

mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 
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Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $42,91 el kilo, sino que le 

pagaron $43,88 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $0,97 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF.  

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor.  

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

51/13, por medio de la cual se dictó la orden de compra n° 34/14, la 

que estuvo vigente desde el 02/07/2014 al 02/10/2014. También 

mencionó, en cada expediente según el momento en el cual se realizó 

el escrito, a la licitación pública n° 12/15, que se encontraba en trámite, 

en Dirección de Convocatoria desde el 07/01/2016. 

Con todo ello, el Director de Contrataciones o persona a cargo, 

Walter Fratini, encargado precisamente de celebrar (de más está decir: 

legalmente) los contratos entre el SPF y los particulares y quien tiene 

entre sus primordiales deberes el de administrar fielmente los bienes e 
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intereses económicos que le fueron confiados, solicitó (en cada 

oportunidad) el reconocimiento de la deuda al proveedor Carnes 

Yamuni S.A. y consideró que el abastecimiento se encontraba 

justificado y que, por tanto, la deuda era legítima. Asimismo expuso 

que ello era necesario “para dar continuidad a la prestación, cuya 

demora hace necesario la implementación de un reconocimiento de 

deuda como herramienta para la cancelación de la misma, agravada 

por la no existencia de actuaciones o alternativas procedimentales que 

permitan zanjar la situación crítica generada a partir de la no existencia 

de contrataos formalizados”. 

Entonces, el/la funcionario/a público/a encargado/a de aplicar 

los mecanismos legalmente estipulados para que la administración 

pública contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma 

de hacer que el LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido 

posible la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situación crítica de la que habla. No 

debemos olvidar tampoco que su función es que los contratos se 

realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede excusarse las 

propias maniobras dilatorias, fraudulentas y esquivas respecto de la 
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aplicación de los procedimientos de licitación pública para adquirir 

carne vacuna, que el mismo originó.  

Finalmente, Fratini, en los dos expedientes en cuestión, remitió 

el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable y 

Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de: Darío O. 

Ferrara, luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 

de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, esto es: Ricardo Caruso, 

conformó un dictamen por expediente de LA, en el cual definió a la 

“factura”, analizó el informe del Director de Contrataciones y analizó la 

documentación que acompaña el expediente. Así afirmó que “las 

obligaciones que dieron causa a las facturas de que se trata no surgen 
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del eventual contrato que haya vinculado a las partes, sino de una 

aparente situación de enriquecimiento sin causa que generaría una 

obligación de restitución con el fin de reestablecer el equilibrio entre 

los patrimonios afectados. Ello no obstante que, al haberse contratado 

un servicio sin tener en cuenta la normativa vigente en materia de 

contrataciones, se habría producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 

Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 
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Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 

vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones: Walter 

Fratini, le informó a DGA del SPF que propicia la autorización de la 

cancelación del gasto incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como surge 

de los respectivos expedientes que contienen las facturas que 

pretenden ser cobradas. Agrega que la LP 12/15 se encuentra en etapa 
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de autorización de la convocatoria en la Dirección de Contrataciones 

desde el 16/05/2016. Finalmente, el Director General de 

Administración o persona momentáneamente a cargo, esto es: Eced, 

con un simple pase, remite cada expediente a la Dirección Nacional del 

SPF para que hiciera lo propio.  

Cada una de las resoluciones dictadas por el Director Nacional 

del SPF, Emiliano Blanco, consta de varias partes. Por un lado, se 

referenciaron las diferentes instancias del trámite y luego se alegó 

acerca de las facultades y atribuciones que le fueron conferidas al 

Director Nacional para autorizar el acto administrativo de convocatoria 

y selección de los co-contratantes con el Estado por montos de hasta 

$680.000 (según el anexo al art. 35, inc. b, decreto 1344/07, 

modificado por decreto 690/2016). Finalmente, resolvió liquidar y 

abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni S.A., 

produciéndose la disposición patrimonial perjudicial para los bienes e 

intereses económicos del Estado. 

N.  Memorando nº 84/16 

El 26 de abril de 2016, Carlos Alberto Eced, Director General de 

Administración del SPF, dictó el memorando nº 84/16, por medio del 

cual puso en conocimiento del Director del Complejo Penitenciario 
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Federal II (Marcos Paz) que, a partir de ese día, debía dar continuidad al 

suministro de carne vacuna, en forma de media res, proveída por 

Carnes Yamuni S.A., por la que se le abonará a dicho proveedor $48,95 

por cada kilo entregado, para cubrir 60 días de provisión de esta clase 

de alimentos, destinado a las personas alojadas en el CPF II, el que 

comenzará a regir el 01/05/2016.  

En ese memorando, Eced, quien tenía la a su cargo el cuidado y 

la fiel administración de los bienes e intereses económicos del SPF y, 

por lo tanto, de la administración pública, dolosamente y con fin de 

lucro indebido, aprobó arbitrariamente el ingreso de un total de 34.865 

kg de carne vacuna en forma de media res, por un total de 

$1.706.641,75, por fuera de los mecanismos legales para hacerlo, 

respecto de Carnes Yamuni, esto es: el principal beneficiado, lo que 

ocasionó, finalmente, un grave perjuicio en el patrimonio del Estado 

cuyo cuidado le fue confiado. En la maniobra delictiva que se describirá 

a continuación intervinieron varios funcionarios públicos, además del 

ya mencionado Director General de Administración del SPF y el 

proveedor Carnes Yamuni S.A.  

A partir de dicho documento se generó un mecanismo de 

pedidos periódicos, pero irregulares, de carne vacuna por parte de los 
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funcionarios del CPF II a la firma Carnes Yamuni S.A., por un período a 

cubrir desde el 1° de mayo hasta el 29 de junio de 2016.   

El procedimiento fue igual al anteriormente descripto. El 

Director General de Administración obligó de hecho al Estado, por 

medio de este mecanismo irregular llamado legítimo abono y con fin de 

lucro indebido, al pago de $155.514,15, a favor de la firma Carnes 

Yamuni S.A., los que habrían sido equivalentes a 3.177 kg de carne 

vacuna en forma de media res. Dichas facturas se habrían liquidado por 

medio de la confección de varios expedientes de legítimo abono, a 

saber: 26668/2016 (respecto de las facturas n° 1024 y 987), respecto 

de las facturas n° 1087 y 1070, secuestradas en autos no se cuenta con 

sus respectivos expedientes de LA. 

Cada una de las facturas presentadas para su cobro se amparaba 

en el dictado del  memorando n° 84/2016, ya detallado, y de la nota n° 

91/16, dictada por el Director de Contrataciones, esto eso: Walter 

Fratini, por medio de la cual se habría requerido la provisión de la 

carne vacuna en cuestión y se pactaron las condiciones de dicha 

entrega. Los expedientes se componen de varias facturas presentas al 

cobro por la empresa que se trate, en este caso nos referiremos 
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exclusivamente de aquellas presentadas por Carnes Yamuni S.A., con 

relación carne vacuna en forma de media res destinada al CPF II. 

Así es el procedimiento comienza con un escrito del Jefe de la 

División Abastecimiento (o  persona momentáneamente a cargo), 

Carlos A. Caro, en el que manifiesta, en primer lugar, que el proveedor 

presentó facturas para su cobro en razón de haber suministrado carne 

vacuna, en forma de media res, destinadas al CPF II y, en segundo 

lugar, que dicha carne ingresó al referido complejo carcelario con el fin 

de cubrir las necesidades emergentes e impostergables de suministro 

de alimentos a la población carcelaria en el período de tiempo referido. 

De ese mismo escrito surge que la mercadería ingresó en el CPF 

II en forma semanal y que los remitos y el acta de recepción se 

encontrarían debidamente rubricadas en el área de Economato, 

Suministro y Comisión de recepción del CPF II y las comidas fueron 

elaboradas, con la carne vacuna recibida, en la cocina central de dicho 

complejo carcelario y, luego, distribuidas por personal de la Dirección 

Administrativa a todas las áreas. Sin embargo, hay que dejar constancia 

que los referidos remitos y las actas de recepción no fueron hallados en 

el allanamiento de esa sede. 
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Ese documento, previo ser avalado por el Director 

Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, se elevó a la Dirección del 

CPF II, oportunidad en la cual, Juan Carlos Lafuente, Jefe del CPF II, 

ratificó y remitió las actuaciones a la Dirección General de 

Administración del SPF, junto con las respectivas facturas que se 

quieren cobrar, la copia del memorando que autoriza comprarle a 

Carnes Yamuni S.A., y el parte de racionamiento diario de detenidos y 

empleados del SPF.  

Esas facturas se controlan en DGA. El procedimiento comienza 

en la Dirección de Contrataciones de DGA.  En esta oportunidad, el 

Director del área, Walter Fratini, pone en conocimiento del Director 

General de Administración del SPF, que Carnes Yamuni S.A. (y los otros 

proveedores que lo hayan hecho, pero aquí sólo analizamos todo lo 

referido a aquel) presentó para el cobro facturas que corresponderían 

a la entrega de carne vacuna en forma de media res, con destino al CPF 

II, la que habría estado autorizada por el memorando 84/16 y la 

resolución 1817/2007 DN. 

 El Director de Contrataciones amparándose en el artículo 65 de 

la ley 24.660, afirmó que el proveedor (Carnes Yamuni S.A.) vino a 

resolver y a satisfacer una necesidad originada por la falta de provisión 
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oportuna de carne vacuna, durante el período facturado, “agravada por 

la demora en que se ven afectados los actos licitatorios que se 

pretenden llevar adelante poniendo en evidencia la existencia de una 

grave emergencia originada en la relación directa de causa/efecto que 

se da entre la falta de provisión de los insumos alimenticios básicos y el 

riesgo de salud a la se expone la población penal ante la ausencia de 

una adecuada provisión de alimentos”.  

Seguidamente, procede a efectuar un análisis de precios de la 

carne vacuna en forma de media res, conforme a lo que surge de la 

página web oficial del Mercado de Liniers y de “sitio argentino de 

producción animal”, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la categoría vaca buena. De dicho informe, adjunto 

como anexo, efectuado y presentado por la administración, se 

desprende que el precio de venta promedio del kilo de vaca buena, 

según el Mercado de Liniers, fue de $41,45. Allí también se mencionan 

los precios promedios para las otras categorías de vaca, a saber: vaca 

regular $30,34; vaca conserva superior $24,81 y vaca conserva inferior 

$22,42. 

Ahora bien, cabe destacar, por un lado, que, según surge de los 

pliegos de licitación pública (que obviamente no se utilizan para el pago 
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mediante LA o FR, pero que deberían haberse utilizado si se hubiera 

contratado siguiendo el procedimiento de contratación estipulado en la 

ley a tal efecto) la carne a adquirir debía ser de calidad AA, A y B y vaca 

buena corresponde, en el mejor de los casos, a la categoría B. Por el 

otro, según surge de las facturas abonadas y conformadas por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A., no se le pagó a dicho proveedor el precio que ellos 

mismos consideraron el adecuado, esto es: $41,45 el kilo, sino que le 

pagaron $48,95 por kilogramo. Esto significa un sobreprecio de $7,5 

por cada kilo de carne vacuna pagado por el SPF. 

Ello, en todos los casos, sin tener en cuenta que la forma de 

contratación era ilegal, que la calidad de carne entregada no se 

correspondía con la de vaca buena, que no entregaron todos los kilos 

que se le pagó al proveedor y que por medio del procedimiento de LA 

no debieron haberse pagado ganancias al proveedor. Volviendo al 

sobreprecio, éste fue avalado, sin ninguna clase de justificación 

oportuna, por parte de los funcionarios públicos que autorizaron los 

pagos, como parte de la maniobra delictiva que aquí se describe. 

En ese mismo acto se agregó una constancia sobre el estado de 

las licitaciones públicas. Como antecedente se hizo referencia a: la LP 

n° 51/13, que originó la orden de compra 34/14, con la que se cubrió la 
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adquisición de carne vacuna, en forma de media res, entre 02/07/2014 

al 02/10/2014. También mencionó, en cada expediente según el 

momento en el cual se realizó el escrito, a la licitación pública n° 51/14, 

que se encontraba en trámite, en etapa de autorización de 

convocatoria en la Dirección de Contrataciones desde el 04/05/2016.  

Con todo ello, el Director de Contrataciones, Fratini, encargado 

precisamente de celebrar (de más está decir: legalmente) los contratos 

entre el SPF y los particulares y quien tiene entre sus primordiales 

deberes el de administrar fielmente los bienes e intereses económicos 

que le fueron confiados, solicitó (en cada oportunidad) el 

reconocimiento de la deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. y 

consideró que el abastecimiento se encontraba justificado y que, por 

tanto, la deuda era legítima. Asimismo expuso que ello era necesario 

“para dar continuidad a la prestación, cuya demora hace necesario la 

implementación de un reconocimiento de deuda como herramienta 

para la cancelación de la misma, agravada por la no existencia de 

actuaciones o alternativas procedimentales que permitan zanjar la 

situación crítica generada a partir de la no existencia de contrataos 

formalizados”. 
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Entonces, el funcionario público encargado de aplicar los 

mecanismos legalmente estipulados para que la administración pública 

contratase con los particulares, afirmó que no había otra forma de 

hacer que el LA, sin justificar por ejemplo, por qué no habría sido 

posible la contratación por medio de una contratación directa, si 

efectivamente se hubieran dado las situación crítica de la que habla. No 

debemos olvidar tampoco que su función es que los contratos se 

realicen cómo y cuándo correspondan y que él no puede excusarse las 

propias maniobras dilatorias, fraudulentas y esquivas respecto de la 

aplicación de los procedimientos de licitación pública para adquirir 

carne vacuna, que el mismo originó.  

 Finalmente, Fratini, en los cuatro expedientes en cuestión, 

remitió el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría Contable 

y Auditoria General. Una vez que fueron giradas las actuaciones a la 

División de Presupuesto, el responsable del área informó que se 

contaba con crédito en el ejercicio en curso para financiar la erogación. 

A su turno, la Dirección de Auditoría Contable, a cargo de Darío O. 

Ferrara, luego de referenciar los antecedentes, y citando a la 

Procuración del Tesoro de la Nación, se pronunció a favor del pago e 

indicó (sistemáticamente en todas sus intervenciones) que, en virtud 
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de los fundamentos brindados por la Dirección de Contrataciones y de 

la “revisión efectuada en el aspecto formal”, no tendría objeciones que 

formular sobre la procedencia del reconocimiento de la deuda en 

cuestión, es decir: dictaminó a forvor del pago.  

Por su parte, el Auditor General, Ricardo R. Caruso, conformó un 

dictamen, en el cual definió a la “factura”, analizó el informe del 

Director de Contrataciones y analizó la documentación que acompaña 

el expediente. Así afirmó que “las obligaciones que dieron causa a las 

facturas de que se trata no surgen del eventual contrato que haya 

vinculado a las partes, sino de una aparente situación de 

enriquecimiento sin causa que generaría una obligación de restitución 

con el fin de reestablecer el equilibrio entre los patrimonios afectados. 

Ello no obstante que, al haberse contratado un servicio sin tener en 

cuenta la normativa vigente en materia de contrataciones, se habría 

producido una irregularidad administrativa”. 

 El auditor afirma luego que en el caso concreto no se habría 

podido satisfacer las prestaciones de otra manera y que la causa de 

estas irregularidades, se basan en la imposibilidad de aprobar trámites 

administrativos iniciados para satisfacer la continuidad y provisión 

oportuna de los insumos básicos. Continúa afirmando que el 
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Subdirector de Presupuesto expresó que la administración contaba con 

presupuesto para hacerse cargo de dichas deudas y que la Dirección de 

Auditoría Contable dictaminó a favor de hacerlo. Finalmente, 

expresamente afirma que el legítimo abono no se encuentra 

reglamentado en la legislación vigente y que su uso debería ser 

excepcional. Acto seguido, sin embargo, concluye que de no abonarse 

esas deudas el Estado incurriría en un enriquecimiento sin causa, al 

haber recibido un servicio útil sin contraprestación alguna y un 

correlativo empobrecimiento de la firma prestadora. 

Así, concluye el auditor que se encuentran cumplidos los 

requisitos requeridos por la doctrina y la jurisprudencia para la 

procedencia de la acción in rem verso: enriquecimiento sin causa, 

empobrecimiento de la otra, relación causal entre ambas, ausencia de 

causa de justificación y carencia de otra acción útil para remediar el 

perjuicio. Sin perjuicio de resaltar nuevamente que “la adquisición de 

bienes y servicios apartándose de los supuestos legales y 

reglamentarios vigentes, sin consideración de los requisitos de 

transparencia establecidos en la normativa imperativa afecta 

generando incertidumbre en los mecanismos de selección del co-

contratante, la adjudicación y aprobación del procedimiento, 
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vulnerando así el principio de buen procedimiento administrativo y de 

control de legalidad de los trámites de liquidación y pago analizado”.    

Acto seguido dictaminó siempre a favor del pago de los L.A. y 

expuso elevar las actuaciones a Dirección Nacional. Previo a ser 

remitido a Dirección Nacional, el Director de Contrataciones le informó 

a DGA del SPF que propicia la autorización de la cancelación del gasto 

incurrido por Carnes Yamuni S.A., tal como surge de los respectivos 

expedientes que contienen las facturas que pretenden ser cobradas. 

Agrega que la LP 51/14 se encuentra en Dirección de Contrataciones 

desde el 01/08/2016. Finalmente, el Director General de 

Administración, con un simple pase, remite cada expediente a la 

Dirección Nacional del SPF para que hiciera lo propio.  

Otros pagos del SPF, por medio de legítimo abono, a Carnes 

Yamuni S.A.  

La documentación secuestrada en autos permite también tener 

por probado que, durante 14/04/2014 y 19/07/2014, fue abonado por 

el SPF a Carnes Yamuni S.A. la suma de $1.160.673,19, lo que equivale 

a los valores de 11 facturas: n°  412, 419, 443, 444, 514, 518, 551, 558, 

568, 578 y 588, por 48.901 kg de carne vacuna, cobradas por dicho 

proveedor a través del procedimiento de reconocimiento de deuda o 
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legítimo abono. Así, por medio de notas, que serán identificadas a 

continuación, el Jefe de la División Abastecimiento del CPF II, esto es: 

Rodolfo Fassa, puso en conocimiento del Director Administrativo del 

CPF II, esto es: Oscar García, que el proveedor mencionado presentó 

facturas para ser cobradas por medio de legítimo abono. 

Esas notas fueron elevadas luego, y en todos los casos, por el 

Jefe de la División Administrativa del CPF II al Jefe de dicho penal, José 

María Ferezín, al efecto de ponerlo en conocimiento, quien finalmente 

remitió la nota al Director General de Administración del SPF, Carlos 

Eced, para que prosiga el trámite del cobro de las mencionadas 

facturas por medio del L.A. Todos los intervinientes mencionados, y los 

que se mencionarán luego, actuaron dolosamente y con el fin de lucro 

indebido, por lo menos respecto de la firma en cuestión, la que se 

benefició injustificadamente por medio de esta maniobra ilícita en 

millones de pesos y, consecuentemente, se perjudicaron los bienes e 

intereses económicos de la administración pública que, a muchos de 

ellos, les fueron debidamente confiados. 

A continuación detallaré las notas, las facturas y los importes 

cobrados por Carnes Yamuni S.A. en cada caso: 
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 Por medio de la nota n° 342/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 

del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó las facturas n° 

412, 419, 443 y 444, por el importe respectivo de 

$126.006,53, $141.142,50, $140.040,90 y $141.096,60, para 

ser cobradas, las que corresponderían a entrega de carne 

vacuna en forma de media res con destino al CPF II.   

 Por medio de la nota n° 309/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 

del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó la factura n° 

514, por el importe de $79.086,50, para ser cobrada, las que 

corresponderían a entrega de carne vacuna en forma de 

media res con destino al CPF II. 

 Por medio de la nota n° 334/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 

del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó la factura n° 

518, por el importe de $159.521,36, para ser cobrada, las que 

corresponderían a entrega de carne vacuna en forma de 

media res con destino al CPF II. 
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 Por medio de la nota n° 348/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 

del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó la factura n° 

551, por el importe de $74.211,66, para ser cobrada, las que 

corresponderían a entrega de carne vacuna en forma de 

media res con destino al CPF II. 

 Por medio de la nota n° 358/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 

del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó la factura n° 

558, por el importe de $76.493,50 , para ser cobrada, las que 

corresponderían a entrega de carne vacuna en forma de 

media res con destino al CPF II. 

 Por medio de la nota n° 360/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 

del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó las facturas n° 

568 y 578, por el importe respectivo de $74.042,10 y 

$74.291,40, para ser cobradas, las que corresponderían a 

entrega de carne vacuna con destino al CPF II. 

 Por medio de la nota n° 368/2014 el Jefe de la 

División Abastecimiento le informó al Director Administrativo 
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del CPF II que la Carnes Yamuni S.A. presentó la factura n° 

588, por el importe de $74.740,14, para ser cobrada, las que 

corresponderían a entrega de carne vacuna en forma de 

media res con destino al CPF II. 

El trámite para efectivizar el cobro de estas facturas prosiguió de 

la misma manera que se describió en los apartados anteriores a los 

procedimientos de reconocimientos de deuda. Brevemente serán 

recordadas las diferentes maniobras necesarias para producir la 

disposición patrimonial dañina. Así, en las referidas notas del Jefe de la 

División Abastecimiento, se manifiesta que el proveedor presentó las 

facturas para su cobro por la entrega de carne vacuna, en forma de 

media res, destinada al CPF II y se afirma allí que dicha carne ingresó 

efectivamente al referido complejo. 

Para poder ser abonadas las respectivas facturas, ellas son 

remitidas junto con otra documentación al Director de Contrataciones, 

Manuel Leguizamón, junto con una copia del memorando dictado por 

el DGA que habilita la contratación irregular. Luego, esos documentos, 

previo ser avalados por el Director Administrativo del CPF II, se elevan a 

la Dirección del CPF II, oportunidad en la cual el Jefe del Complejo 

Penitenciario, ratifica y remite las actuaciones a la Dirección General de 
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Administración del SPF, junto con los documentos que acreditan la 

efectiva entrega de carne vacuna y chorizo que el proveedor que 

pretende cobrar.  

El trámite prosigue en DGA. El procedimiento comienza en la 

Dirección de Contrataciones de DGA, a cargo de Eced, en donde se 

controlan o deberían controlarse las facturas que el proveedor 

pretende cobrar. En esta oportunidad, el Director a cargo del área, 

Manuel Leguizamón, analiza los precios del mercado y los facturados 

por el proveedor, agrega una constancia sobre el estado de las 

licitaciones públicas en trámite al momento de la adquisición de 

mercadería y en todos los casos la Dirección de Contrataciones del SPF 

solicita el reconocimiento de la deuda al proveedor Carnes Yamuni S.A. 

y remite el expediente a la Dirección de Presupuesto, Auditoría 

Contable y Auditoria General para que hagan lo propio. 

Una vez que se giran las actuaciones a la División de 

Presupuesto, el responsable del área se limita a afirmar si, en el 

ejercicio en curso, hay crédito para financiar la erogación. A su turno, la 

Dirección de Auditoría Contable, Darío Ferrara (momentáneamente a 

cargo de dicha División), se pronuncia a favor del pago. Por su parte, el 

Auditor General, Alberto Rojas, se pronuncia a favor del 
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reconocimiento de la deuda y aconseja su pago, y se elevan las 

actuaciones a la Dirección de Contrataciones. Finalmente, el Director 

Nacional del SPF, Emiliano Blanco, dicta una resolución, allí dispone 

liquidar y abonar las deudas que contrajo la DGA con Carnes Yamuni 

S.A. 

Además de la irregularidad que gira en torno al modo de 

contratación por parte del SPF con relación al proveedor referido que 

se benefició injustificadamente por sumas millonarias o, dicho de otro 

modo, no sólo la utilización del mecanismo de legítimo abono es lo que 

se le atribuye a los intervinientes en esta maniobra delictiva sino, 

además, hay existencia de sobreprecios y de mercadería abonada por 

el SPF, a sabiendas de que Carnes Yamuni S.A. no la entregó o entregó 

menos cantidad de carne vacuna que le fue pagada por el SPF. 

Así, del análisis de la prueba secuestrada en autos, se comprobó 

que la empresa proveedora de carne vacuna, en forma de media res, 

cobró la totalidad de las facturas n° 514 y 551, por un monto total de 

$153.298,16, pero que la mercadería que se habría abonado por medio 

de esas facturas no habría ingresado al CPF II. Ello puede constatarse 

del análisis del libro de ingreso vehicular del CPF II, en tanto que, en los 

días referidos por la documentación aportada para apoyar el pago 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

209 

IC/EL 

referido, ningún camión de la firma en cuestión ingresó al complejo 

carcelario en cuestión.  

Otro elemento que prueba de las irregularidades denunciadas e 

imputadas y colaboraron con la maniobra delictiva descripta, surge del 

análisis de las facturas y los remitos decomisados del área de 

Economato el CPF II –dependiente de División Abastecimiento–, donde 

se hallaron remitos del proveedor Carnes Yamuni S.A. en blanco, lo que 

permite sospechar que se completarían indebidamente en esa oficina, 

acompañados de copias de facturas cuya mercadería que no habría 

ingresado al CP II, pero sí fue abonada por el SPF. Un el particular 

ejemplo de ello ocurre con relación al remito n° 6851, el que se 

encuentra en blanco, pese a haber sido facturado y abonado por el SPF 

a Carnes Yamuni S.A. 

De todo ello puede concluirse, por un lado, que no se entregaba 

la totalidad de lo facturado y, por el otro, que existían anomalías 

dolosas en los remitos que acreditan la entrega de la mercadería en el 

CPF II. En suma, permitieron la ejecución de la maniobra defraudatoria 

en perjuicio del patrimonio de la administración pública y el 

consecuente lucro indebido de Carnes Yamuni S.A. Dicho remito se 

adjuntó al cobro de la factura n° 551. 
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 Otros pagos por medio del legítimo abono en 2014, 2015 y 

2016 

Resta por mencionar que contamos con varias facturas, 

abonadas por medio del mecanismo de reconocimiento de deuda, 

secuestradas en autos, pero que no conocemos ni el expediente de LA 

por medio del cual se tramitó el pago ni el memorando o la nota que 

inició el proceso. No obstante ello, esas facturas fueron cobradas por 

Carnes Yamuni S.A. y, consecuentemente abonadas por el SPF por 

medio del LA. Ello nos permite concluir que existió un daño para la 

administración pública, posible por la administración infiel de los que 

debían cuidar, manejar y administrar los bienes e intereses económicos 

de la administración pública. 

Así, durante el año 2014, el SPF abonó las facturas n° 318, 319, 

323, 324, 327, 328, 381, 452 y 494 por medio del procedimiento de 

reconocimiento de deuda o LA en favor de Carnes Yamuni S.A. por la 

supuesta entrega de 33.366 kg de carne vacuna en forma de media res, 

por un valor total de $716.030,46. En 2015 contamos con 2 facturas, 

esto es, las n° 867 y 1035, por un valor total de $78.807,36, 

secuestradas en autos, emitidas por el referido proveedor y abonadas, 

a través de LA, por el SPF por la supuesta entrega de 2.472 kg de carne 
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vacuna con destino al CPF II. Finalmente, respecto a la primera mitad 

del año 2016 cabe decir que, de acuerdo a la prueba incautada en la 

investigación,  las facturas n° 1294, 1291, 1025, 1087, 1067, 1070 y 

1024, por un monto total de $217.364,4, equivalentes a 3.642 kg de 

carne vacuna, fueron pagadas por el SPF a Carnes Yamuni S.A. por 

medio del legítimo abono.  

Tal como fuera descripto este procedimiento en los apartados 

anteriores,  para que se produzca el pago de las facturas por medio del 

procedimiento de reconocimiento de deuda, en cada caso, participaron 

todas las áreas de la administración. 

Dicho cuanto precede, es necesario que analice la intervención 

de cada una de las personas imputadas y, para ello, lo desarrollaré 

desde el rol funcional que ejercieran. 

Directores Nacionales del Servicio Penitenciario. Emiliano 

Blanco y Claudio E. Barbera. 

Tanto uno como otro han declarado en los términos del Art. 294 

del CPPN, entregando un descargo por escrito y respondiendo 

preguntas realizadas por el suscripto. En tal sentido, expondré los 

puntos más salientes de aquello.- 
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En este sentido, Blanco declaró que “niega en forma terminante 

haber cometido el delito que se le imputa, y que por el contrario tomó 

medidas para evitar la comisión de cualquier conducta ilícita en el 

ámbito del Servicio Penitenciario Federal, (para lo cual acompañó 

documental).” 

En relación a la elaboración del presupuesto, dijo “que hay un 

organismo específico que es la División Presupuesto, y se trabaja desde 

la Dirección General de Administración para la confección y ejecución 

del mismo. Agrega que siendo el Director, tiene una participación 

formal en ello, y siempre sobre la base del trabajo del sector 

específico.” 

“Que durante su gestión durante el período 2014/2016, quién 

designó a los Directores Generales de Administración y de Contratación 

del SPF, en cuanto al primero le corresponde al declarante, explicando, 

no obstante, que para ser Director General de Administración debe ser 

Inspector General (que es el máximo cargo dentro de la institución), 

pero tal jerarquía es otorgada por resolución del Ministerio de Justicia 

de la Nación, entre quienes ostentan tal cargo, por su parte, la junta de 

Ascenso de Personal Superior efectúa una propuesta entre varios 

Inspectores Generales, decidiendo el deponente sobre uno de los 
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candidatos. En cuanto al Director de Contratación, su designación es 

efectuada por la Dirección General de Administración, no participando 

el declarante en tales nombramientos, al igual que en el ámbito de los 

Complejos Penitenciarios.” 

En cuanto al modo de contratación y definición de las cantidades 

necesarias de para abastecer en alimentos a la población penitenciaria 

(en especial sobre los penales de Marcos Paz) refirió “que en el trámite 

normal de las necesidades, se ocupan las áreas específicas, siendo su 

intervención una formalidad, con la firma de la autorización del gasto, 

previo dictamen y control de las diferentes áreas. Ahora bien, frente a 

un problema grave, trata de articular con las direcciones, para la 

solución del problema. Que mientras está en trámite una licitación 

pública, no puede convocarse otra sobre el mismo rubro, por ejemplo, 

alimentos. Que en sus funciones no se encuentra la de convocar ni 

adjudicar licitaciones, que por los montos, que corresponde tales 

acciones al Ministerio de Justicia de la Nación, agrega que el que fija la 

necesidad de la adquisición es la Dirección de Contrataciones y lleva 

adelante el proceso.” 

Al ser interrogado sobre la adquisición entre 2014 y 2016 de 

alimentos carnes Yamuni SA ”Expuso que al momento de asumir el 
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cargo, el 15 de enero de 2014, se encuentra con la necesidad de 

recapturar internos fugados, que el manejo de clasificación objetiva que 

no tenía un marco teórico, un aumento de la tasa de encarcelamiento, y 

que había arbitrariedad en la gestión de recursos humanos y 

materiales, en ese marco toma conocimiento de la carencia de órdenes 

de compra, emanadas de licitaciones, y la figura del legítimo abono 

para la cancelación o reconocimiento de deuda de los gastos, esta 

situación ya venía generada desde el año 2012. Al respecto quiere decir 

que el tema del legítimo abono se extendía a toda clase de 

adquisiciones, es decir era un problema generalizado, y no sólo respecto 

del Complejo de Marcos Paz o el proveedor mencionado. Expresa que 

por otra parte, que la figura del reconocimiento de deuda es utilizada 

no sólo en el ámbito del Servicio Penitenciario Federal, sino en otras 

reparticiones públicas, y que ante la urgencia de la necesidad de 

brindar alimentos a los internos, no existe otra alternativa. El 

declarante refiere que ante el uso generalizado de la figura del legítimo 

abono, y tratar de efectuar un control, dispuso que en cada uno de los 

expedientes se consignara en qué estado se encontraba el trámite de la 

licitación pública. En relación al fondo rotatorio, manifiesta que no 

tiene ninguna injerencia sobre ello, pues se tramita en los Complejos” 
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Al consultarlo por las demoras de la Licitación 44/2013 “expresó 

que ello no es normal. Hubo un problema con los trámites de los 

expedientes. Que su intervención siempre fue con la celeridad del caso, 

no habiéndose demorado nunca más allá de una semana o quince días 

(promedio), más aún en el caso de las licitaciones.” 

 En tanto, dio cuenta sobre su accionar en relación al hecho en 

cuestión “No existiría un reconocimiento de deuda sino hubiere una 

licitación, que cada vez que firmaba un reconocimiento pedía que 

estuviera claro donde estaba el expediente, desde que fecha y se 

ordenaron la formación de expedientes de informaciones sumarias en 

relación a las demoras (ver anexo XVI). A su vez, se hacían reuniones 

periódicas para la formación de pliegos únicos y así dar celeridad a los 

trámites. Ello surtió efecto, ya que a la fecha tienen el 70% de las 

licitaciones (40% en alimentos).” 

Al respecto señaló que no es potestad del director ordenar que 

se siga comprando a dicho proveedor sin adjudicación ni orden 

compra, que no especialista en el tema, sino que ello tiene 

intervención de la Dirección General de Administración. 

Explicó “que la firma en cuestión venía proveyendo desde el año 

2012, sumado que la empresa no sólo provee al Complejo II de Marcos 
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Paz sino a otras Unidades carcelarias, por lo que si dejaban de proveer 

no sólo se afectaba a una unidad específica sino que repercutía en otras 

zonas. De hecho, provee a Devoto, no recordando si también a Ezeiza, 

lo cierto es que si así lo hiciere, allí se aloja el 66% de la población 

carcelaria del país. En caso de no reconocer la deuda, lo cierto es que se 

llegaría dejar si alimentos a una enorme cantidad de personas.” 

En relación al modo en que se efectuaron los pagos y quien los 

autorizó, dijo “que respecto del legítimo abono, su intervención es 

reconocer el pago con los dictámenes de las áreas técnicas 

correspondientes, ya que debe garantizar el suministro de alimentos 

para los internos. Respecto del fondo rotatorio, no es de su manejo. 

Este instrumento está destinado a cubrir cuestiones de inmediatez, ello 

es objeto de cada una de las unidades y no llegan a su conocimiento ni 

control.” 

Además, se expresó en torno a la convocatoria de otras 

empresas para contratar y el modo en que se fija el precio, al decir que 

“todo ello lo debe responder la DGA por ser quien intervenía. Todo lo 

que se pagaba mensualmente por reconocimiento de gastos a distintas 

áreas de coordinación del Ministerio de Justicia y al Ministerio de 

Economía, cada uno en su ámbito de 
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competencias.” Agregando que dentro de sus competencias “formaron 

una comisión por los reclamos de las unidades (Anexo XV), para que se 

trabaje como se mejoraba todo el proceso de reconocimiento de deuda 

y los resultados de esa comisión (interna del SPF), los resultados de ello 

se elevaron en 2015 al Ministerio de Justicia. Esto fue creado a 

resolución propia y se elevó tal como se explicara. Además de los 

controles propios de los sumariantes en cada uno de los expedientes.” 

Por otro lado, explicó desconocer el contenido de los 

memorando firmados por la DGA, ya que ellos era comunicados a los 

inferiores. Que para paliar la situación, acompañó documental de la 

que surge “la creación y participación del Servicio Monitoreo de 

Establecimientos Penitenciarios, participación del Departamento de 

Asuntos Internos (que lo jerarquizaron, ya que se trataba de una 

división) y la Dirección Principal de Análisis de información (ex 

departamento de inteligencia, también jerarquizado) y el Servicio de 

anticorrupación, todo ello dependiente de esta Dirección Nacional que 

han trabajado tanto en la investigación tanto de posible corrupción 

individual como transversal y en monitoreos específicos, cuyos 

resultados pasibles de ser delitos, fueron denunciados en las 

jurisdicciones correspondientes. Asimismo, a partir de los resultados 
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administrativos (al ver las fallas que correspondían a ellos), se 

generaron acciones internas para agilizar los procedimientos y mayor 

transparencias, entre los que destaca el SIMSA (anexo XVII) donde se 

sistematiza toda la información referida a la alimentación (desde el 

consumo al pago). A su vez, los 0800 de asuntos internos y derechos 

humanos han dado muy buenos resultados, ya que permite conocer 

sobre posibles ilícitos.” 

Consultado de los motivos por los que la licitaciones se 

realizaban para abastecer durante 3 meses cuando el proceso era 

mucho más extenso explicó “que si bien el organismos técnicos (DGA) 

es la más idónea para dar respuesta a esto, lo cierto es que en general 

es que lo que sucedía en todas la licitaciones se acortaban los tiempos 

para poder hacerlo por monto jurisdiccional o por la inflación, según lo 

que le explicaban por parte de la DGA con conocimiento del Ministerio 

de Justicia (coordinación). Hace saber que fueron discusiones entre 

ambos organismos. Respecto del monto jurisdiccional, la realización por 

parte de DGA permitiría una mayor celeridad que hacerlo por el 

Ministerio. Por otro lado, la inflación, de hacerse a largo plazo hay 

mayores riesgo de que quede desierta (esto al año 2015), igualmente 

aclara que todo ello debe responderlo DGA. Desde su visión, le parece 
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mejor una licitación a largo plazo debido a los tiempos que se demanda 

para el desarrollo de la licitación. En relación a los precios, explica que 

no todos los proveedores quieren contratar con la administración 

penitenciaria por las demoras en los tiempos de pago y la complejidad 

de la logística no les resulta atractivo presentarse.” 

Agregó que “Conocía la existencia de un habeas corpus en el 

Juzgado Federal 1 de esta ciudad en relación a la cocina, por lo que se 

tomaron medidas específicas, una comisión ejecutiva con que se 

hicieron cursos de manipulación de alimentos, se invirtió en mejorar las 

condiciones de la cocina y del suministro (reparación de los camiones). 

Luego, se potenció con la contratación que realizó el Ministerio para el 

cambio de sistema, para que entregue en cocido, que es más sencillo de 

controlar y de mejor higiene.” (ver declaración de fs. 2200/8 y 

2209/28). 

Por su lado, Claudio Barbera negó el hecho imputado. Explicó 

que las responsabilidades de cada organismo que compone la 

estructura del Servicio Penitenciario Federal encuentran su regulación 

en la ley 20.416, y que cuenta con 35 establecimientos de alojamiento 
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de personas en contexto de encierro8, lo que hace que quienes ejercen 

la conducción técnica no puedan estar en cada una de las instancias 

que componen la actividad. 

A su vez, dio cuenta sobre su rol específico, dando cuenta que 

resulta ser el reemplazo natural del Director Nacional en caso de que se 

ausente. Expresó que las modificaciones en la normativa9, obligó a que 

todas la licitaciones públicas debieran tramitar en el Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos de la Nación, explicando que con el 

decreto 690/2016 se ampliaron los montos referidos otorgando 

mayores herramientas a al SPF. 

En el contexto señalado, “el único camino que le quedó a la 

conducción penitenciaria para mantener el impostergable e 

ininterrumplible servicio de alimentación para la población penal no 

solo en ámbito del Complejo de Marcos Paz, sino en todos los 

establecimientos de su jurisdicción, fue el reconocimiento y liquidación 

con carácter de legítimo abono, por alimentos y/o elementos ya 

provistos y consumidos. En ese marco es que, bajo toda la explicación 

dada, debió suscribir la resolución 195 de fecha 9 de febrero de 2015 

                                                
8 Explicó que se tratan de aproximadamente 11.700 internos y 14.000 agentes en 

actividad. 
9 Decreto 1039/2013 que modificó los montos jurisdiccionales del Director Nacional 

y otros funcionarios extrapenitenciarios 
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(actuación 67699/2014), el reconocimiento y liquidación con carácter 

de legítimo abono que se le imputa en esta causa. Tal medida la adoptó 

ante la circunstancia de encontrarse circunstancialmente a cargo de la 

Dirección Nacional. Y con el solo objetivo de continuar con la cadena de 

provisión de alimentos a los internos alojados en Marcos Paz, para 

evitar la interrupción de suministros por parte de los proveedores 

referidos en el acto resolutivo y también para ser consecuente, por 

estar de acuerdo, con la forma que debió adoptar en la especie el titular 

del organismo, en la idea que el resto de las cuestiones están explicadas 

en el escrito. Cabe aclarar que la preocupación a la cual hizo alusión 

párrafo atrás, no quedó tan solo en ello, sino que se buscaron 

numerosas medidas de solución” (ver declaración fs. 2345/51 2352/9). 

Conforme la normativa vigente, la ley 20.491 expresa las 

funciones y responsabilidades de los aquí imputados que, para una 

mejor comprensión, se transcriben: “ARTICULO 14. – Al Director 

Nacional le compete, con la intervención y asesoramiento del Consejo 

de Planificación y Coordinación, conducir operativa y 

administrativamente al Servicio Penitenciario Federal y ejercer el 

contralor e inspección de todos los institutos y servicios por intermedio 

de los organismos mencionados en el artículo 7°; asumir la 
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representación de la Institución; proponer al Poder Ejecutivo Nacional 

la reglamentación de esta Ley y dictar los reglamentos internos de los 

institutos y servicios de su dependencia. 

ARTICULO 15. – Al Subdirector Nacional le compete como 

inmediato y principal colaborador del Director Nacional en todos los 

asuntos inherentes a la gestión institucional, cumplir las funciones que 

éste le encomiende, reemplazándolo en su ausencia, enfermedad o 

delegación, con todas las obligaciones y facultades que corresponden al 

titular.” 

Tal como se ha definido en los párrafos anteriores, considero 

que la hipótesis inicial que afirmaba que la dilación de la licitación ha 

sido una acción premeditada del SPF no ha de prosperar, en tanto se ha 

acreditado en autos la modificación en la normativa sobre quién 

resultaba con facultades para hacerlo, los procesos inflacionarios del 

país y la cantidad de actores que han intervenido en la misma crearon 

una situación de anomía que sólo pudo ser superada mediante los 

instrumentos de Legítimo Abono y Fondos Rotatorios. 

En el caso de Blanco ha explicado de modo pormenorizado su rol 

y sus atribuciones en el marco de sus competencias, no advirtiéndose 

de la prueba producida que existan elementos que permitan aseverar 
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que ha obstruido o demorado la Licitación 44/13, por lo que su 

accionar se limitó a la mera firma formal en los legajos secuestrados. 

Para el caso de Barbera la situación resulta similar a lo analizado 

en el párrafo que antecede con la salvedad que sólo rubricó uno de los 

expedientes cuestionados. 

Sin perjuicio de lo expuesto, resta analizar –lo que se hará en los 

siguientes apartados- si el modo en que ello se llevó adelante fue el 

correcto, si se acreditó el ingreso de los alimentos y si éstos tenían la 

calidad equivalente a la que se pagara. 

En este sentido, adelantaré que las responsabilidades del 

Director y Sub-Director Nacional del SPF no se encuentran, a la fecha, 

acreditadas en relación al hecho imputado, restando medidas por 

producirse pudieran hacer variar mi posición al respecto por lo que 

corresponde la adopción de una postura expectante. 

Sentado lo expuesto, y luego de un pormenorizado análisis de 

las pruebas colectadas hasta el momento, quedan medidas pendientes 

de producción, la cuales a criterio del suscripto resultan trascendentes 

a los efectos de echar luz sobre los hechos aquí investigados, considero 

que por el momento no hay mérito suficiente para ordenar el 

procesamiento o sobreseimiento de los mencionados. 
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Auditores Generales del Servicio Penitenciario Federal. Alberto 

Rojas, Fernando Díaz, Guillermo Cuccarese, Claudia M. Carballo, 

María Victoria Varela y Ricardo Caruso. 

Como he desarrollado en el apartado anterior detallaré de modo 

sucinto lo declarado por los imputados. 

Alberto Rojas se expresó afirmando que “su función comenzó el 

19 de mayo de 2014 y siguió hasta el 05 de enero de 2015. Antes de 

asumir como auditor general se encontraba en situación de retiro 

voluntario, viviendo en Ushuaia desde el año 2009 y desde el 5 de enero 

de 2015 en adelante. Menciona que en la imputación surge que se 

desempeñó como auditor en el año 2015 siendo que en realidad fueron 

cinco días en los que no firmó dictamen alguno. Destacó que la función 

de la auditoría general es la de asesorar jurídicamente a la Dirección 

Nacional y que no tiene injerencia ni contralor en dictámenes técnicos 

contables, así como también le es ajena toda decisión vinculada a la 

elección del oferente, adjudicación, etc. Señaló que cuando el 

expediente de legítimo abono llegaba a su dependencia éste ya se 

encontraba tramitado y que Auditoría General se dedicaba a verificar si 

se cumplían los requisitos exigidos doctrinariamente para la 

procedencia del legítimo abono o reconocimiento de deuda.”  
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Agregó al respecto “que no obstante ello, se dejaba asentado en 

cada uno de los dictámenes que ese no era el procedimiento normal de 

adquisición de bienes por parte del estado Nacional, y que se trataba de 

una situación de excepcionalidad que no obstante debería ser analizada 

y debían tomarse los recaudos para que estos hechos sean investigados 

debidamente, aconsejándose la agregación de estas actuaciones una 

información sumaria que ya había sido ordenada por la Dirección 

Nacional con anterioridad a su asunción como director de la Auditoría 

General, tendiente a esclarecer o determinar los motivos del 

incremento que se había observado en ese tiempo de los expedientes de 

legítimo abono.” 

Expresó también que en aquellos tiempos la situación 

económica del país conllevó a que se dificultara la concreción de una 

licitación pública y que a raíz de ello, las empresas no participaban en 

procedimientos mayores a 3 o 6 meses ante la imposibilidad de prever 

la variación del precio en virtud de la inflación. Especificó que hubo 

casos dónde  empresas que ya tenían adjudicada la licitación y con la 

orden de provisión firmada dejaban de proveer prefiriendo pagar la 

multa por incumplimiento contractual antes de seguir proveyendo a 

precios que ya no se adecuaban a la realidad económica.   
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Asimismo, respecto a la imputación referida a que los alimentos 

que ingresaban al C.P.F. II de Marcos Paz eran de menor calidad, relató 

que ello escapa al ámbito de su competencia, que jamás prestó 

servicios en ese establecimiento en los 30 años de servicios y que 

tampoco tenía posibilidad alguna de controlarlo (fs. 2330/44). 

Por su parte, al ser indagado, el Sr. Fernando Díaz especificó que 

la función de la auditoría general es controlar la legalidad de los 

procedimientos y no a temas fácticos tales como la calidad de lo que 

adquieren, o su efectiva entrega. Por otra parte, mencionó que se 

dedican al asesoramiento jurídico dirigido al Director del S.P.F. Agregó 

que en procesos inflacionarios la administración pública tiene 

inconvenientes para cumplir con los procedimientos regulares de 

contratación por lo que se termina avalando el pago de un servicio 

prestado por un proveedor con el reconocimiento de deuda.  

El hecho de que no se cumpla con lo mencionado podría haber 

acarreado inconvenientes con la provisión de alimentos. Asimismo, 

mencionó que los lineamientos que se siguen consisten en que se haya 

prestado efectivamente el servicio, que no existiera una contratación o 

licitación vigente, y que la reparación respondiera exactamente a la 

pérdida que tuvo el proveedor al prestar el servicio. Destacó que el 
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área de auditoría no tiene ninguna injerencia sobre la forma de 

contratación, la elección de proveedor, incluso la intervención se da 

casi al final del expediente. Ejemplificó tal situación con el expediente 

de legítimo abono n° 23067/2015 dónde logra observarse que la 

primera y única intervención de la auditoría fue el 27 de julio de ese 

año (ver declaración de fs. 2324/8). 

Asimismo, Guillermo Cuccarese y Claudia Carballo se 

expresaron de modo coincidente en sus escritos que presentaron al 

momento de prestar declaración en los términos del Art. 294 del CPPN.  

Cuccarese dijo que para la época de los hechos que sólo se 

advierte la existencia de un dictamen (n° 182/14 del expediente CUDAP 

4691/2014) dado el supuesto período bajo sospecha y en el cual 

obraría su firma a fs. 116/117. Asimismo, refirió que: “La actividad 

técnica de la División Asuntos Administrativos –función que se 

desempeñaba al momento de los hechos investigados-, se basa en un 

control técnico y formal de los actos administrativos que se someten a 

consideración del Director Nacional. Concretamente no está dentro de 

su órbita de competencia manejar presupuestos, la decisión de 

contrataciones, ni planes de compras anuales, ni participa de la 

comisión de adjudicación, ni de recepción, no evalúa presupuesto ni 
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considera ofertas. (…) Entender que con dicha intervención se avaló el 

pago es controvertir todas y cada una de las observaciones que se 

efectuaron respecto al trámite (legítimo abono), pero específicamente 

las observaciones en particular que se dejaron asentadas en el 

dictamen.” 

Asimismo, refirieron que la modalidad de legítimo abono, 

especificaron que la Procuración del Tesoro de la Nación dictaminó los 

requisitos exigibles previo reconocimiento y pago del mismo y que en 

sus intervenciones no se dejaron de observar todos y cada uno de los 

extremos que debían concurrir, para proceder a dicha cancelación, 

quedando a criterio de la máxima autoridad administrativa 

competente, su resolución (ver declaraciones y escritos de fs. 2436/9, 

2440/76, 2478/81 y 2482/516).- 

Al momento de prestar declaración, la Sra. María Victoria Varela  

presentó un escrito en el que negó las imputaciones y declaró que su 

actuación se limitó al análisis formal (desde el punto de vista 

estrictamente jurídico) de expedientes de Reconocimiento de Deuda en 

carácter de legítimos abonos. Relató que su cargo fue circunstancial ya 

que se encontraba reemplazando al Director de la Dirección de 

Auditoría General. Asimismo, especificó que su cargo nunca fue 
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“Auditora General” sino Subdirectora y que lo era por breves lapsos, de 

acuerdo a necesidades del servicio y ante la eventual ausencia del 

Director de Auditoría General. Dicha situación, era aleatoria y eventual 

por lo que la “maniobra gestada y articulada intencionalmente” no 

podía ser realidad ya que a su vez, no tenía conocimiento con 

antelación. 

Respecto a los dictámenes suscriptos por la encausada, reiteró 

que llegan a la Dirección de Auditoría General con un interrogante 

concreto y sobre una solicitud de intervención específica y sobre la cual 

se emite una opinión jurídica. En el caso concreto, llegaron a efectos de 

que se expida sobre el Proyecto de Resolución a suscribir por el señor 

Director Nacional, tendiente a autorizar el gasto devengado por la 

firma comercial “Carnes Yamuni S.A.” por un determinado importe en 

relación a la provisión de ciertos bienes. Sin embargo, el expediente 

ingresa ya trabajado y dictaminado por dependencias ajenas a la 

Dirección de Auditoría General, siendo que la elección del camino 

económico para salvar las deudas es completamente ajena a esa 

dependencia (ver presentación de fs. 2521/46). 

Finalmente, Ricardo M. Caruso rechazó los hechos que se le 

enrostran y declaró su creencia acerca de que PROCUVIN toma como 
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parte de su función el hecho de perseguir y hostigar a funcionarios 

penitenciarios creyendo que es parte de su actividad hacerlo.  

Asimismo, manifestó que la imputación penal falla ya que hay un 

problema de tipicidad en función de que el hecho puntualmente lo 

constituye la persona que tiene a su cargo el manejar, administrar 

patrimonio o intereses pecuniarios ajenos, siendo que su 

responsabilidad no involucra en ningún caso tales funciones. Refirió 

que su cargo lo ostenta a partir del 18 de febrero de 2016 por lo que 

resulta imposible que haya tenido participación alguna en la licitación 

pública 44/13. Asimismo, dijo: “(…) los expedientes que se elevaban a la 

auditoría general concebían un trámite ya ejecutado, es decir el 

expediente reconocía un pasivo que se pretendía reconocer y cancelar, y 

la Dirección de Auditoría General tomaba intervención con el proyecto 

de resolución, a suscribir por el Director Nacional, es decir, casi a la 

finalización del expediente con el acto administrativo, más claro, antes 

de ello la Auditoría no tiene ninguna intervención previa.”. Acerca del 

legítimo abono, destacó que no es un procedimiento ilegítimo, si no 

que se torna operativo cuando concurren determinados requisitos que 

la doctrina y la jurisprudencia han consagrado casi unánimemente.  
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Por otro lado, refirió: “En ese contexto, le importa resaltar el 

hecho de que el expediente así conformado no proporcionaba ningún 

elemento ni vislumbraba ningún hecho que le permitiera suponer que lo 

que se afirmaba allí no era lo que había pasado, entonces inspirado por 

el principio de gestión útil – que rige en la actividad administrativa – y 

principio de confianza y prohibición de regreso – que rige en la 

imputación penal – el expediente así considerado no le aportaba 

ninguna incidencia, o elemento de alarma que le hiciera apartarse de lo 

que en definitiva asesoró.” (ver declaración de fs. 2282/99). 

Así las cosas, he decir que el rol de cuerpo de auditores resulta 

de prestar una asistencia y dictamen no vinculante, por lo que de modo 

alguno puede considerarse que han formado parte de un entramado 

para dilatar la licitación 44/13 de modo doloso, la cual sufrió demoras 

por las razones expuestas al momento de hacer el análisis 

correspondiente al accionar de los Directores Nacionales. 

Cabe agregar que no se advierte de la lectura de los expedientes 

secuestrados que exista dominio del hecho por parte de la totalidad de 

los oídos, en tanto no tenían la capacidad para contratar ni receptaban 

los alimentos, limitando su intervención a efectuar recomendaciones a 

las Direcciones de Contrataciones y Administrativas. 
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A su vez, no se advierte que los mencionados se hayan valido de 

la situación de hecho –falta de resolución de la licitación- para 

contratar con la firma Carnes Yamuni SA, por lo que restando medidas 

pendientes por producirse que pudieran hacer variar mi posición al 

respecto por lo que corresponde la adopción de una postura 

expectante. 

Sentado lo expuesto, y luego de un pormenorizado análisis de 

las pruebas colectadas hasta el momento, quedando medidas 

pendientes de producción, la cuales a criterio del suscripto resultan 

trascendentes a los efectos de echar luz sobre los hechos aquí 

investigados, considero que por el momento no hay mérito suficiente 

para ordenar el procesamiento o sobreseimiento de los mencionados. 

Auditores contables del Servicio Penitenciario Federal. Daniel 

A. Bogado, Ramón A. Chamorro, David Pedraza, Verónica N. 

Matwijczuk,  Mariano Eloy Leiva, Darío Ferrara y Walter Fratini. 

Como se viene explicando, aquí me detendré en el rol de los 

mencionados, adelantando que la solución resulta similar a los 

anteriores, en tanto el rol imputado por la Fiscalía no se ha observado a 

la luz de las probanzas reunidas hasta la fecha. He de aclarar que 

respecto de Pedraza y Fratini solo me referiré en cuanto a su rol en 
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este cargo, desarrollando más adelante sobre sus acciones como 

Directores de Administración y Contrataciones, respectivamente. 

Al prestar declaración en los términos del Art. 294 del CPPN, 

Daniel Alberto Bogado, explicó que durante el período imputado se 

desempeñaba como Jefe de División Secretaría de la Dirección General 

de Administración de la División Control de Sistemas. En cuanto a la 

intervención, en caso de ausentarse el titular y sólo ocasionalmente, 

firmó a efectos de que los expedientes no se retrasaran.  

Refirió que sus responsabilidades abarcaban el mantenimiento 

de la red informática de la Dirección General de Administración así 

como también la administración del software auxiliar en materia de 

administración financiera. La Dirección de Auditoría Contable, acorde 

con lo expresado, interviene en una etapa temprana del expediente en 

su carácter de órgano asesor en materia de Administración Financiera a 

fin de que se expida sobre el mismo, no teniendo ese dictamen un 

carácter vinculante. Asimismo, dejó asentado que en caso de no 

aplicarse el régimen de legítimo abono y de no pagarse los bienes y 

servicios se derivaría en un enriquecimiento sin causa del Estado en 

perjuicio del proveedor.  
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Por último, esgrimió que la decisión de reconocer la deuda y 

proceder al pago no se basa únicamente en la opinión de un área si no 

que es el resultado de análisis integral de los actuados, habiendo sido 

los mismos objeto de auditorías por parte de distintos órganos de 

control (presentó escrito de fs. 2384/88). 

En su oportunidad, el Sr. Ramón Argentino Chamorro especificó 

que cumplió funciones como Director de la Dirección de Auditoría 

Contable por menos de 9 meses, desde el día 20 de abril de 2015 al 14 

de enero de 2016 por lo que no podría haber configurado en ese corto 

tiempo una defraudación al Estado, además de realizar especificaciones 

en relación al rol desempeñado de modo similar a lo expresado por 

Mariano Eloy Leiva. Todos ellos, resultaron contestes con el descargo 

de Ferrara que se desarrollará con posterioridad (ve escritos de fs. 

2927/32 y fs. 2943/52). 

En tanto, el Sr. David Leandro Pedraza, al prestar declaración 

refirió haber ejercido el cargo de Jefe de la División Control de Sistemas 

hasta el día 13 de enero de 2016, siendo esa dependencia parte de la 

Dirección de Auditoría Contable. Destacó que las acciones de la división 

de la cual formaba parte eran: Ejercer el control y actualización de los 

sistemas informáticos y hardware utilizados en el ámbito de la 
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dirección general de administración; elaborar anteproyecto de 

auditoría en lo que a su área compete y producir informes y 

dictámenes; intervenir en auditorías de sistema informático y 

utilización de hardware; participar en la elaboración de manuales de 

procedimiento y de normas de control en el área de su incumbencia. 

Aclaró que el único documento en dónde se observa su firma es en el 

memorando n° 275/15 y que fue simplemente por ausencia del 

Director de Auditoría Contable. Dicha circunstancia devino con el 

objetivo primordial de no obstaculizar el normal desenvolvimiento del 

área (ver escrito de fs. 2831/2841). 

En tanto, la exposición escrita de Verónica Matwijczuk resulta 

conteste con lo narrado en los párrafos anteriores así que, para evitar 

reiteraciones, estoy a lo ya explicado (ver presentación de fs. 

2937/42). 

Al momento de prestar declaración, Dario O. Ferrara (quién 

cumplió funciones dentro de la Auditoría y también ha firmado 

expedientes de legítimo abono como transitoriamente a cargo de la 

Dirección General) explicó que se desempeñó como Director de la 

Dirección de Auditoría Contable y que dicha dependencia es parte de la 

Dirección General de Administración.  
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Que está encargada de interpretar, dictaminar y asesorar a la 

Dirección General de Administración sobre lo concerniente a las leyes y 

reglamentaciones que tratan la administración financiera aplicable en 

el servicio penitenciario federal. Refirió que: “no forma parte de la 

función detallada determinar precio alguno pues aquello era un 

procedimiento pertinente de la Dirección de Contrataciones (…)”.  

Por otro lado también manifestó que su actuación en el 

reconocimiento de deuda solo evitó el enriquecimiento sin causa de la 

administración,  “siendo previsible que en caso de que no se hubiese 

honrado la deuda se hubiese discontinuado la prestación y 

paradójicamente se hubiera corrido el riesgo de generar en dichas 

circunstancias las vejaciones que en esta situación se intentan, sin 

sentido común alguno, imputar.” (ver declaración de 2665/2). 

Finalmente, Walter Abel Fratini aclaró que su función como 

director de auditoría contable no era la tramitación de actos licitatorios 

y tampoco la selección de proveedores como resultado de dichos actos. 

Se dedicaba a brindar asesoramiento técnico y contable a la Dirección 

General de Administración, ajustándose a los instructivos y 

memorandos vigentes a la fecha como así también elaborar 

dictámenes contables que no son vinculantes en los cuales se 
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elaboraba un análisis de la documentación recibida. Asimismo, 

especificó que al ser una intervención en base a un hecho consumado 

(entrega de mercaderías) se hace referencia a las consideraciones de la 

Procuración del Tesoro de la Nación que dan fundamento al pago de 

los servicios requeridos sin ceñirse a las exigencias del régimen de 

contrataciones, ya que en caso de no hacerlo, se produciría un 

enriquecimiento sin causa por parte de la administración por haber 

recibido un servicio sin el debido pago, por tanto debía reconocerse la 

deuda (ver presentación de fs. 2674/2763). 

Tal como se adelantó al comenzar este apartado, he decir que el 

rol de cuerpo de auditores resulta de prestar una asistencia y dictamen 

no vinculante, por lo que de modo alguno puede considerarse que han 

formado parte de un entramado para dilatar la licitación 44/13 de 

modo doloso, la cual sufrió demoras por las razones expuestas al 

momento de hacer el análisis correspondiente al accionar de los 

Directores Nacionales. 

Cabe agregar que no se advierte de la lectura de los expedientes 

secuestrados que exista dominio del hecho por parte de la totalidad de 

los oídos, en tanto no tenían la capacidad para contratar ni receptaban 
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los alimentos, limitando su intervención a efectuar recomendaciones a 

las Direcciones de Contrataciones y Administrativas. 

A su vez, tampoco se sugiere que los mencionados se hayan 

valido de la situación de hecho –falta de resolución de la licitación- para 

contratar con la firma Carnes Yamuni SA, por lo que restando medidas 

pendientes por producirse que pudieran hacer variar mi posición al 

respecto por lo que corresponde la adopción de una postura 

expectante. 

Sentado lo expuesto, y luego de un pormenorizado análisis de 

las pruebas colectadas hasta el momento, quedando medidas 

pendientes de producción, la cuales a criterio del suscripto resultan 

trascendentes a los efectos de echar luz sobre los hechos aquí 

investigados, considero que por el momento no hay mérito suficiente 

para ordenar el procesamiento o sobreseimiento de los mencionados. 

Directores Generales de Administración del Servicio 

Penitenciario Federal. Carlos Alberto Eced, Abelardo Torres y Darío 

Ferrara. 

Al momento de efectuar su descargo, el Sr. Carlos Alberto Eced 

explicó que fue designado como Director General de Administración a 

partir de marzo de 2014. Expresó que el S.P.F. generó actuaciones 
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administrativas con el objeto de satisfacer las necesidades alimentarias 

de la población penal y agentes del C.P.F. II de Marcos Paz, bajo la 

modalidad de licitación pública, teniendo como premisa la 

transparencia de la misma.  

A su vez, refirió que a lo largo del tiempo comenzaron a haber 

inconvenientes con los procesos licitatorios, al punto que al finalizar un 

contrato no pudo continuarse con otro similar por no contarse con la 

debida orden de compra, por ello al tener que garantizarse la correcta 

alimentación para la población penal y agentes es que se han tomado 

medidas alternativas para mantener la continuidad de la provisión de 

víveres. Especificó que la modalidad no altera la forma en que se 

suministra la alimentación. Destacó que el procedimiento de legítimo 

abono “es una manera de reconocer una deuda ante determinadas 

situaciones de emergencias o contingencias, una herramienta, un 

elemento, una posibilidad por el cual no se vería obstaculizada o 

suspendida la provisión de la mercadería o servicio.”. 

Asimismo, agregó que se solían realizar reuniones para 

determinar la forma de obtener una solución pero la respuesta política 

a la problemática no llegó. Era un pedido recurrente el que se genere 

un mecanismo que permita acelerar las licitaciones en particular las 
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referidas a medicamentos y alimentos. Acerca del procedimiento refirió 

que al momento de autorizar la entrega de carne vacuna a un precio 

determinado se referenciaba su valor con el precio de la página oficial 

del Centro de Consignatarios Directos de Hacienda, se toma vaca 

buena; se referencia el valor del mercado de hacienda de Liniers, 

hacienda en pie y referenciado a la fórmula matemática se rinde llegar 

a un valor aproximado de mercado que condice con el del CCDH. 

Desestimó la acusación fiscal de sobreprecios entendiendo que del 

análisis realizado por las áreas respectivas de la Dirección de 

Contrataciones el valor autorizado por memorando es un valor 

razonable de mercado.   

Asimismo, dijo que en este caso en particular sólo existían 

trámites de reconocimiento de deudas los que por inconvenientes 

presupuestarios sufrían atrasos de pago promedio de 6 meses, 

haciendo aún más difícil la situación si a eso se le sumaba la 

inestabilidad económica y una inflación interanual del 39% publicada 

por todos los medios especializados, año de elecciones, cambio de 

gobierno, desconfianza por medidas adoptada por el nuevo gobierno, 

cambio de expectativas, fluctuación de la moneda, estando presente 

por dichos de proveedor la no entrega por falta de pago. Por lo cual la 
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solución a la coyuntura para adquirir el insumo era mediante el 

régimen de Fondo Rotatorio.  

La existencia de los legítimos abonos era de alrededor del 90% 

en los establecimientos penitenciarios en rubros como alimentos, 

medicamentos, provocando imprevisibilidad de programación en la 

ejecución de gastos presupuestarios y las dificultades propias del 

trámite de reconocimiento de deuda. Expresó que con el objetivo de 

paliar dicha situación y ante la requisitoria de la Unidad de contar con 

la mercadería para la elaboración de las comidas, se realizaba por la 

Dirección de Contrataciones la compulsa de precios, luego se generaba 

un memorando autorizando al responsable administrativo del 

establecimiento requirente a dar ingreso a la mercadería, 

estableciéndose la cantidad de kgs. Autorizados a ingresar, el precio 

por kg. Y la especificación del producto, por lo cual nunca existió una 

intención de beneficiar directamente a la firma Carnes Yamuni S.A. ya 

que la autorización de entrega se le otorgaba a quién pretendía el 

menor precio conforme a la calidad requerida (ver presentación de fs. 

2393/8). 

Por su lado, Abelardo Orlando Torres explicó que fue designado 

como Director General de Administración en el mes de septiembre/13, 
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función que cumplió hasta el 16 de febrero de 2014. Destacó el Decreto 

1039/13 dónde a partir del dictado del mismo, la mayoría de las 

actuaciones de compra de mercaderías debían ser elevadas para dar 

intervención al Ministerio de Justicia de la Nación. El nuevo monto 

normado ($680.000) significó un atraso y no un avance para agilizar los 

procedimientos. Al no resolverse la licitación pública n° 44/13 en 

término y ante el vencimiento y agotamiento  de la Orden de Provisión 

vigente, el área de contrataciones solicitaba a proveedores habituales 

del Servicio Penitenciario Federal presupuestos para la entrega de 

dicha mercadería por un período de 45/60 días aproximadamente. 

Destacó que dicha provisión de alimentos se realizaba bajo la las 

mismas condiciones establecidas en el Pliego de Bases y Condiciones 

Particulares de las Licitaciones en Trámite por el mismo rubro. Al existir 

deudas con la proveedora de la carne vacuna las mismas se fueron 

cancelando mediante el reconocimiento de deuda de “legítimo abono”. 

Dijo que: “De no honrar la administración de deudas, conllevaría a una 

situación de enriquecimiento sin causa de la administración (…), por 

tanto la única modalidad a utilizar para hacer frente a esta situación de 

emergencia era el reconocimiento de legítimo abono”. El procedimiento 

nombrado es de carácter excepcional y restringido, constituía la única 
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herramienta legal para hacer frente a esta contingencia y garantizar la 

continuidad de la entrega de mercaderías. Destacó que su accionar fue 

de acuerdo a las normativas vigentes y con el único fin de dar 

continuidad al abastecimiento de la alimentación para internos y 

agentes de la institución. 

Acerca de las acusaciones relacionadas a las supuestas 

cantidades facturadas de más por la empresa proveedora, no es 

resorte de su función siendo competencia del establecimiento de 

recepción cerciorarse del ingreso o no de la mercadería. Asimismo, 

expresó que no se pudo convocar a Contratación Directa ya que se 

encontraba en pleno trámite la Licitación Pública n° 77/13 la que tenía 

por objeto dar continuidad a la provisión del rubro, una vez agotada la 

adquisición llevada a cabo mediante Licitación Pública n° 44/13. 

Agregó que “no se trataba de una maniobra ilegal orquestada 

con el fin de favorecer a determinado proveedor u obtener un beneficio 

económico para sí ni para terceros, sino que se trataba de la única 

alternativa legal para dar continuidad a la provisión de la alimentación 

de la población penal y personal penitenciario de servicio, priorizando el 

valor de la vida humana.” (ver presentación de fs. 2612/18). 
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En tanto, si bien Ferrara suscribió un dictamen de los 

cuestionados, lo hizo “a cargo”, esto es por la ausencia de las personas 

responsable y su designación duró 9 días, por lo que corresponde estar 

–a su respecto- a los extremos señalados cuando se analizó su 

conducta con Auditor. 

Sentado cuanto precede, iniciaré el análisis de Eced y Torres de 

modo conjunto con las limitaciones propias del espacio temporal que 

tuvieron a su cargo la Dirección Nacional Administrativa del SPF. 

En primer lugar, es necesario aclarar que su accionar se 

encuentra regulado por la ley 20416, específicamente, cuando se 

refiere a sus competencias funcionales dice: “A la Dirección General de 

Administración le compete administrar los bienes de la Institución y el 

cumplimiento del régimen financiero, conforme a las normas legales y 

reglamentarias.”10 

Como se ha explicado, la hipótesis planteada en la denuncia en 

cuanto a la demora dolosa de la licitación para así utilizar canales 

alternos de contratación para cumplir con las necesidades de la 

institución no se corresponde, prima facie, con la prueba acollarada en 

autos, lo que sí se advierte es que la situación de hecho fue utilizada 

                                                
10 ARTICULO 19.  
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por determinados agentes para la compra de alimentos a determinadas 

empresas (en este caso sólo detendré en mi análisis respecto de 

“Carnes Yamuni SA”), adquiriendo carne de menor calidad a la que se 

requería, por un precio más alto sin efectuar los controles necesarios 

para acreditar su ingreso al penal de Marcos Paz. 

Del análisis de la prueba recabada en autos, se advierte que los 

funcionarios públicos del SPF, con la participación necesaria de los 

integrantes de la firma Carnes Yamuni S.A., se valieron de la urgencia y 

la necesidad de contratar de todos modos, pero por otra vía –distinta a 

la Licitación Pública-, que no fue tampoco la contratación directa, sino 

el mal llamado “legítimo abono” y pagos por fondos rotatorios.  

En el informe N° 74/2015, realizado por la Unidad de Auditoría 

Interna del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, se 

dictaminó que “los atrasos para lograr las adjudicaciones es producto 

de diversos factores tales como demoras en los análisis o acciones que 

le corresponden a los intervinientes o excesivos pases del expediente 

que podrían minimizarse, pero fundamentalmente a la falta de 

coordinación y uniformidad de criterios entre los actores que 

intervienen en el proceso de contratación que termina provocando la 

adquisición de los insumos demandados por la vía del reconocimiento 
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de gastos o legítimo abono, habiéndose constatado incluso que en 

muchos casos no se verifican la totalidad de los requisitos fijados por la 

Procuración del Tesoro de la Nación para este tipo de pagos”11. 

Además, de los elementos de prueba secuestrados en la 

presente investigación, corroborados incluso por la respuesta de la 

propia DGA del SPF (información de fecha 31/05/2017) por medio del 

cual se enumeran todas la licitaciones públicas inciadas para adquirir 

diferentes tipos de alimentos con destino al CPF II y al Complejo 

Federal de Jóvenes Adultos, se puede advertir no sólo la irregularidad 

en la contratación que aquí se afirma, sino que ésta fue manifiesta y 

burda. 

De dicho informe se advierte, pues, que la adquisición por medio 

de LP, de carne vacuna con destino al CPF II, durante el año 2012 

ocurrió en 3 oportunidades, esto es: LP N° 10/2012, 34/2012 y 

67/2012. Respecto a 2013, si bien se iniciaron 3 procesos licitatorios, 

sólo dos de ellos fueron exitosos, esto es: LP N° 01/2013 y 21/2013, 

mientras que la LP N° 44/2013, tras 27 meses de sus comienzos en el 

ámbito del CPF II, terminó declarándose fracasada.  

                                                
11 Ver informes reservados en Secretaría. 
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La prolongada tramitación de ese procedimiento de selección 

del co-contratante fue la excusa creada y tomada por quienes debían 

administrar los bienes del Estado para dar cumplimiento a la necesidad 

de alimentar a las personas alojadas en el CPF II. 

Desde ese momento no habría existido ningún procedimiento de 

LP para adquirir carne vacuna con destino al CPF II, por lo menos, hasta 

mediados de 2016. Semejante irregularidad permite advertir a simple 

vista que estamos ante una maniobra delictiva que sobrevive y pervive 

en el ámbito de las contrataciones públicas. Ello llevó a que, en el 

informe de auditoría N° 14/2016, sobre “Gestión de Compras y 

Contrataciones de alimentos y medicamentos”, la Unidad de Auditoría 

Interna del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

admitiera que el procedimiento de reconocimiento de pago por 

legítimo abono y la canalización de gastos por el fondo rotatorio, 

mecanismos alternativos, fueron utilizados como un mecanismo 

alternativo de compras y contrataciones de alimentos y 

medicamentos destinados a los complejos penitenciarios federales 

del SPF. 

En consecuencia, dictaminó que ello debía “aplicarse con criterio 

restrictivo, sin que se torne en una modalidad habitual y sistemática, al 
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margen del Régimen de Contrataciones vigente en la Administración 

Pública Nacional”. Esto es precisamente lo que ocurrió, a sabiendas y 

dolosamente, y lo que aquí se describe como una parte de la maniobra 

general de defraudación en perjuicio de la administración pública.  

A través de los numerosos memorandos dictados por DGA 

(desglosados con antelación), de presentaciones de facturas al cobro 

sin memorandos previos (también ya explicados) y por notas que 

dictadas después de la presentación al cobro de facturas por parte de 

Carne Yamuni S.A. (respecto de sus directores me detendré más 

adelante), ordenando continuar con la adquisición del servicio y de los 

productos en favor de la firma mencionada, sin cumplir con los 

procedimientos de selección previsto en la ley, y a través de acuerdos 

directos efectuados por la empresa con las autoridades del Complejo 

Penitenciario Federal II, se generalizó esa irregular modalidad de 

contratar que, en primer lugar, perjudicó patrimonialmente al Estado y, 

en segundo lugar, generó un sistema de alimentación deficitario, por su 

calidad y cantidad, en aquel establecimiento penitenciario.  

Cabe aclarar que en el desarrollo de la mencionada maniobra 

defraudatoria intervinieron muchos funcionarios públicos del SPF, 

algunos concretamente del CPF II y otro no, los que contribuyeron 
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causalmente a que la disposición patrimonial sea efectuada por la 

administración pública, en perjuicio de ella y con un fin de lucro 

indebido (por lo menos) a favor de la empresa Carnes Yamuni S.A., la 

que efectivamente se benefició económicamente en millones de pesos. 

Esas contribuciones causales en la consumación del delito que 

aquí se imputa fueron dolosas, puesto que todos sabían que el 

“legítimo abono” no era la forma adecuada de contratación, es decir, 

conocían, pues, la irregularidad de la contratación, la arbitrariedad en 

la elección del proveedor y las diferencias entre los precios pagados 

efectivamente y los que se hubieran pagado si la contratación se 

hubiera llevado a cabo por el medio correcto.  

En suma, lo expuesto por los imputados Eced y Torres no son 

más que excusas que pretenden justificar la selección del medio 

teniendo en cuenta la situación de anomía producto de la falta de 

órdenes de provisión vigente, sin que hayan mediado por parte de 

aquellos la adopción de medidas tendientes a obtener la calidad 

esperada, al precio equivalente al ofrecido en el mercado.  

Por ello corresponde que me expida sujeto a las previsiones del 

Libro II, Titulo IV, Capítulo V, del Código Ritual, lo que así resolveré en la 

parte  dispositiva de la presente.- 
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 Cabe recordar que el auto de procesamiento “Si bien significa un 

avance en orden al conocimiento de la imputación, no requiere 

certidumbre apodíctica por parte del juez acerca de los extremos 

requeridos para decretarlo (...) Solo exige elementos de convicción 

suficientes sobre la ocurrencia del delito y la intervención del imputado” 

(D´Albora, Francisco “Código Procesal Penal de la Nación”, pag. 517, 

Ed. Abeledo Perrot, 1999).- 

 Así las cosas, y no habiéndose alegado causales de justificación, 

inculpabilidad o inimputabilidad, decretaré en definitiva los 

procesamientos de Eced y Torres por considerarlos "prima facie" 

partícipes necesarios del hecho descripto en el "Considerando 

Primero".- 

Directores Generales de Contrataciones del Servicio 

Penitenciario Federal. Manuel Leguizamón, Gabriela Martins Giménez 

y Walter Fratini. 

En primer lugar diré que las situaciones de los tres que 

ejercieron el rol resultan diversas, en tanto Leguizamón ejerció gran 

parte del período el cargo en cuestión, por lo que el accionar de 

Martins Giménez y Fratini se desarrollará de modo abreviado, 
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adelantando que conforme la prueba recogida hasta la fecha no 

alcanza para dictar a sus respectos un auto de mérito. 

Por tal motivo comenzaré con sus explicaciones para luego 

adentrarme en relación al rol y acciones desplegadas por Leguizamón. 

Gabriela Iracema Martins Giménez, explicó en su declaración 

indagatoria que se desempeña como Jefe de la División Convocatoria 

de la Dirección de Contrataciones. Refirió que pudo ser designada a 

cargo de la firma del despacho de la Dirección en ausencia del titular de 

la Dirección de Contrataciones y en ocasión de no mediar acto 

administrativo la suscripción del mismo la realizó de  orden y en 

ausencia del superior (ver exposición de fs. 2382/3). 

En relación a Walter Fratini, negó la imputación realizada y 

expresó ser el actual Director de Contrataciones del SPF, asumiendo en 

ese cargo en noviembre de 2016, expresando que en la actualidad 

todos los establecimientos penitenciarios tienen licitación pública en 

trámite de adjudicación para cubrir las necesidades alimentarias. 

En cuanto al Complejo Penitenciario Federal nro. 2 de Marcos 

Paz, afirmó que desde el 29/08/2017 posee adjudicado el servicio de 

comida en cocido. 
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A su vez, expresó  que “al asumir como Director de 

Contrataciones pude observar una situación de coyuntura que existía 

por las demoras en las tramitaciones de los actos licitatorios, debido a 

ello, y ante la ausencia de otro procedimiento reglamentado para 

adquirir bienes, procedí a tramitar y rubricar los reconocimientos de 

deuda existentes.” 

Afirmó “que el reconocimiento de deuda a través de legítimo 

abono por la prestación de un servicio esencial (alimentos) que por 

distintas circunstancias no pudo ser renovado en tiempo y forma 

mediante el Régimen General de Contrataciones, no puede configurar 

un delito contra la administración pública y menos generar hambre, 

mortificación, padecimiento físico, y violencia”. 

Se expresó respecto al informe 14/2016 de la UAI en referencia 

“que los atrasos en los expedientes licitatorios se originan por causales 

endógenas y exógenas a la organización requirente”. Además, en 

referencia al 74/2015, dijo “que si bien es  el legítimo abono un 

procedimiento no contemplado en la legislación vigente, no por ello 

debe desconocerse el pago de bienes o servicios efectivamente 

prestados al Estado en situaciones de excepción, pues de no ser así, ello 
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implicaría un enriquecimiento sin causa de éste, en desmedro del 

proveedor”. 

Posteriormente, expuso que “durante mi gestión se trabajó para 

que en cada expediente de reconocimiento de deuda se logre adjuntar 

una hoja de ruta de cada acto licitatorio que se tramitaba en forma 

simultánea correspondiente al tema alimentos y para el 

establecimiento que nos ocupa (…). En relación a la calidad y cantidad 

(…) al emitir las comunicaciones al proveedor adjudicado y a las 

autoridades del Complejo Penitenciario Federal II, consigna la cantidad, 

el precio por kilo y la cantidad de producto a recepcionar”. 

Destacó, finalmente, que no era su función –competencia- 

seleccionar quien cotizaba o determinar quién ofertaba precios más 

bajos en las compulsas realizadas (ver presentación de fs. 2678/2763). 

Como se adelantó, respecto de estos funcionarios, considero 

que con los elementos reunidos hasta la fecha no alcanza para adoptar 

un auto de mérito a su respecto. Resulta cierto que la actividad de 

Martins Giménez en los legajos aquí analizados se limitó a la firma de 

uno de ellos en circunstancia de encontrarse “a cargo” (AC) del área, 

por lo que no puede caberle la responsabilidad por lo aquí investigado. 
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En tanto, si bien Fratini realiza una amplia defensa de su 

accionar y del método utilizado, lo cierto es que sólo en tres de ellos 

(dos en circunstancias “a cargo”), habiendo dado respuestas claras y 

concretas en relación a la actividad desplegada desde su inicio de 

gestión, tal es así que a la fecha la unidad posee adjudicada una 

empresa que entrega los bienes en cocido. 

En este sentido, se advierte de modo cabal que resultaba posible 

llevar adelante medidas concretas para proveer de alimentos por el 

medio correcto al SPF. 

Ahora bien, como se detalló en otros casos, existen en este 

sumario pendientes de producción medidas, cuyo resultado, pudieren 

hacer variar la situación actual, por lo que corresponde adoptar una 

posición expectante a su respecto. 

Sentado lo expuesto, y luego de un pormenorizado análisis de 

las pruebas colectadas hasta el momento, quedando medidas 

pendientes de producción, la cuales a criterio del suscripto resultan 

trascendentes a los efectos de echar luz sobre los hechos aquí 

investigados, considero que por el momento no hay mérito suficiente 

para ordenar el procesamiento o sobreseimiento de los mencionados, 
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por lo que se dispondrá su falta de mérito en la parte dispositiva del 

presente. 

Distinta situación corresponde en relación a Manuel 

Leguizamón, quién estuvo en funciones en gran parte del período 

investigado (con las excepciones ya realizadas), en cuanto a quién se 

corresponde un reproche mayor sobre lo investigado. 

En la extensa presentación del mencionado describe de modo 

minucioso el procedimiento, las tareas que realiza la Dirección y 

desarrolla que desde 2012 a 2014 contaba con personal de más de 15 

años de experiencia, mientras de 2014 a 2016 el promedio oscilaba 

entre los 5 y 7 años, lo que “condicionó significativamente la capacidad 

de trabajo y de gestión de la UOC”. 

Destacó la existencia de diversas reuniones con personal 

jerárquico del Ministerio de Justicia y de la Dirección Nacional con el 

objeto de subsanar la situación que se repetía en buenas intenciones 

sin acciones concretas. 

Por otro lado, destacó que “las demoras en que se incurría en la 

tramitación de los actos licitatorios que llevaba adelante el SPF 

respondían en gran parte a la falta de criterio de trabajo, digo que se 
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debieron haber establecido pautas o procedimientos específicos para el 

desarrollo de las actuaciones”. 

Resaltó que “ante la urgencia que se tenía para dar continuidad 

al suministro de comidas, es que se debió indefectiblemente, y con el 

debido conocimiento de la DNSPF, autorizar mediante Memorandos la 

continuidad de las prestaciones al vencimiento de los contratos vigentes 

(…). Desde un expediente por el que se solicitaba el reconocimiento de 

una deuda por el suministro de un bien y al que se adjudicaban las 

facturas conformadas, todos los remitos correspondientes y todas las 

actas de recepción, que derivo en una enorme masa de papel que por la 

cantidad de errores formales que poseían hacían inviable la gestión de 

pago de las facturas involucradas, hasta la modalidad de solo adjuntar 

la correspondiente factura conformada por las autoridades del 

establecimiento, delegándose en Director/Jefe Administrativo la 

responsabilidad del resguardo de toda la documentación relacionada 

con el suministro por el que se requiere el legítimo abono” (ver 

presentación de fs. 2403/34). 

El Director General de Contrataciones, cumplió un rol 

fundamental en la frustración de la pauta de licitaciones públicas, quien 

actuó, en connivencia y en cumplimiento de un plan en común, con el 
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Director General de Administración uno de los máximos responsables 

de administrar los bienes del Estado en el ámbito que le compete y, por 

tanto, uno de los principales responsables de que la contratación se 

efectúe por medio de procesos licitatorios, tal como lo establece la ley. 

A cargo del manejo de los bienes, quien asume ese rol es la persona de 

organizar e incitar esos procedimientos.   

La exposición de Leguizamón pareciera estar destinada a 

justificar los desmanejos de su área bajo el pretexto de falta de 

experiencia de sus subalternos y una situación que nunca pudo revertir 

a pesar de las reuniones con diversos órganos. 

En tal inteligencia, de las el Director de Contrataciones, partícipe 

de esta maniobra delictiva, con ardid y a sabiendas de la falsedad de 

sus dichos, afirma que el proveedor vino a resolver y a satisfacer una 

necesidad originada en inexistencia de una orden de compra, dado que 

la LP 44/13 se encuentra en trámite.  

Incluso en muchas oportunidades, el Director de Contrataciones 

efectúa un análisis, teniendo en cuenta la página web oficial del 

Mercado de Liniers, respecto del precio mínimo, máximo y promedio, 

principalmente, de la carne vacuna categoría vaca buena, pero luego 

acepta que el precio a pagarse sea superior sin ninguna justificación y 
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solicita (en cada oportunidad) el reconocimiento de la deuda al 

proveedor Carnes Yamuni S.A. En todos los casos, considera que el 

abastecimiento se encontraba justificado y que la deuda del proveedor 

era legítima. 

Las contrataciones irregulares y los fraudes en la entrega de la 

carne vacuna cobrada por Carnes Yamuni S.A. no fueron las únicas dos 

modalidades de las que se valió la empresa y los funcionarios públicos 

intervinientes en estas maniobras delictivas. Carnes Yamuni S.A. no 

entregó la calidad de carne vacuna que se le exigió, sino que entregó 

una de calidad bastante inferior, por la que el SPF pagó mucho más 

incluso que lo que ellos mismos referenciaban como precio de 

mercado. 

Esto es posible afirmarlo en tanto la firma adquiría ganado en 

pie de categoría inferior al que debía vender a la autoridad 

penitenciaria. 

La forma recurrente advertida se caracteriza por la existencia de 

un memorando (cuyas características y trámite fueron detallados en los 

apartados anteriores), dictado por el Director General de 

Contrataciones del SPF, quien, informalmente y sin estar legalmente 

autorizado para ello, autoriza la adquisición de mercadería por una 
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determinada suma de dinero y para un determinado período de tiempo 

en beneficio de un particular, la que generalmente no coincide 

exactamente con la que se termina pagando (por lo menos de acuerdo 

a la prueba secuestrada en autos).  

Así, en la mayoría de los casos, el sistema de reconocimiento de 

deuda suele estar “autorizado” (o pretender estarlo) con anterioridad 

al suministro de la mercadería que luego se quiere cobrar, por medio 

de la decisión unilateral y arbitraria del Director General de 

Administraciones, quien claramente carece de la facultad legal para 

hacerlo. 

Ello, de por sí, mostraría una incongruencia dentro de lo que 

normalmente se entiende por “legítimo abono”, ya que los cobros por 

reconocimientos de deuda carecen o deberían carecer de una relación 

contractual previa que los haya “autorizado” o que “legitime” el cobro 

que se pretende. Más allá de ello, el memorando en cuestión carece de 

legalidad para contratar a futuro con particulares, sobre la adquisición 

de bienes y servicios que debieron ser contratados de acuerdo a las 

normas legalmente previstas para ello. Sin embargo, a partir de esos 

memorandos, se generaron una serie de expedientes de legítimo 
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abono que culminaron con el cobro de varias facturas por parte de 

Carnes Yamuni S.A., lo que perjudicó económicamente al Estado.  

De lo relatado hasta aquí, se desprende que se encuentran 

reunidos los elementos suficientes para sostener que Leguizamón (en 

conjunto con los demás imputados) se valieron de la situación de 

anomía producto de la falta de órdenes de provisión vigente, sin que 

hayan mediado por parte de aquellos la adopción de medidas 

tendientes a obtener la calidad esperada, al precio equivalente al 

ofrecido en el mercado.  

No es ocioso recordar que fue gracias a los memorandos 

dictados por este funcionario que se dio continuidad al proceso 

irregular que benefició a la empresa en cuestión. 

Por ello corresponde que me expida sujeto a las previsiones del 

Libro II, Titulo IV, Capítulo V, del Código Ritual, lo que así resolveré en la 

parte  dispositiva de la presente. 

 Cabe recordar que el auto de procesamiento “Si bien significa un 

avance en orden al conocimiento de la imputación, no requiere 

certidumbre apodíctica por parte del juez acerca de los extremos 

requeridos para decretarlo (...) Solo exige elementos de convicción 

suficientes sobre la ocurrencia del delito y la intervención del imputado” 
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(D´Albora, Francisco “Código Procesal Penal de la Nación”, pag. 517, 

Ed. Abeledo Perrot, 1999).- 

 Así las cosas, y no habiéndose alegado causales de justificación, 

inculpabilidad o inimputabilidad, decretaré en definitiva el 

procesamiento de Leguizamón por considerarlo "prima facie" partícipe 

necesario del hecho descripto en el "Considerando Primero". 

Personal de la División Abastecimiento del Complejo 

Penitenciario Federal nro. 2 de Marcos Paz. Francisco J. Ramírez, Gisel 

E. Ávalos, Javier Morriones, Sergio M. Otazu, Carlos A. Caro y Rodolfo 

Fassa; y Directores de Administrativa del Complejo Penitenciario 

Federal nro. 2 de Marcos Paz. Oscar García y Walter Trangoni. 

Durante este apartado, analizaré las conductas de todos los 

mencionados, por considerar que las acciones de uno y otro se 

encuentran vinculadas de modo directo. 

En primer lugar, desarrollaré los pagos efectuados por la Unidad 

carcelaria bajo la modalidad de Fondos Rotarios, ya que junto a los 

Legítimos Abonos (cuyas características e intervinientes han sido objeto 

de desarrollo con antelación) fueron los medios escogidos por la 

administración para pagar a la firma “carnes Yamuni SA” por la 

provisión del producto que, como ya ha sido indicado, no siempre 
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registró el efectivo ingreso al penal o no ha sido de las calidades 

contratadas. 

En estos casos, tal como se dijera, también son producto de la 

demora prolongada de la licitación pública, y los funcionarios con 

capacidad de disponer de los bienes estatales se valieron de tal 

circunstancia para realizar pagos irregulares con la firma en cuestión. 

En esta inteligencia, más allá de luego detenerme en cada uno 

de los imputados, sus descargos y rol que se imputará, se desarrollarán 

los pagos por fondos rotatorios. 

Cuando el CPF II le pagó al proveedor de carne vacuna, Carnes 

Yamuni S.A., por medio de los fondos rotatorios creados en su 

dependencia administrativa, se labraron expedientes con 

documentación que (en muchos casos pretendía) demostrar el ingreso 

de carne vacuna en forma de media res al CPF II por parte del 

proveedor a favor de quien se disponía el pago, todo ello a los fines de 

hacer posible el cobro dentro de la misma administración del penal.  

En estos casos, el procedimiento comenzó con una breve nota 

de solicitud, efectuada por el Jefe de la División Abastecimiento a la 

Dirección Administrativa del CPF II o persona momentáneamente a 

cargo, Rodolfo Fassa, por medio de la cual se requería a Dirección 
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General de Administración que “se arbitren los medios necesarios para 

efectuar el correspondiente pago a la empresa Carnes Yamuni S.A…”.  

Acompañada de las facturas (conformadas por el Director 

Administrativo, Oscar García, y el Jefe de dicho establecimiento 

penitenciario, José María Ferezín), los remitos y las actas de recepción 

de la mercadería que se abonaría, se sugería girar las actuaciones a la 

División Tesorería del CPF II, para hacer efectivo el pago de esas 

facturas.  

Cabe destacar que durante 2014 y, de conformidad con la 

documental decomisada, esta forma de pago fue utilizada para adquirir 

de manera regular y periódica carne vacuna, en forma de media res, de 

la firma Carnes Yamuni S.A., por lo menos, entre el 31 de mayo y el 14 

de noviembre de 2014, por un monto de $2.065.293,36, equivalentes a 

73.818 kg de carnes de dichas características, cuyo valor por kilo fue 

oscilando entre $24,34, $24,93, $25,93, $29,98 y $30,98. 

Además, existen dos facturas del 22/11/2014, esto es: las n° 819 

y 820, por $39.212,4 y $37.299,6, respectivamente, las que fueron 

pagadas por este medio y mediante la misma modalidad que la 

anteriormente descripta, pero se carece de las notas y/o los 

expedientes que la originaron. Sin embargo, como fueron pagadas por 
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el SPF en favor de Carnes Yamuni S.A. y del modo acá detallado, serán 

incluidas en estos totales. En efecto, vamos a concluir que el monto 

total de dinero pagado por SPF a Carnes Yamuni S.A. por medio de 

Fondos Rotatorios en el año 2014 fue de $2.141.805,36. 

 Cabe agregar que no se pagó la adquisición de carne vacuna a 

dicho proveedor durante ese tiempo sólo por medio de los fondos 

rotatorios, sino que, por el contrario, los funcionarios públicos del SPF, 

intervinientes en la maniobra delictiva aquí detallada, fueron 

alternando para disimular la necesidad de aplicar las normas 

establecidas para contratar con la administración pública. 

De conformidad con la documentación secuestrada, en lo 

relativo al período 2014, los funcionarios públicos pertenecientes al 

SPF, del CPF II, que intervinieron dolosamente (y con lucro indebido) en 

los pagos por medio de fondos rotatorios a Carnes Yamuni S.A., son 

siguientes imputados, que serán agrupados según la nota que origina el 

trámite de pago y la factura que se cobró por medio de ella.  

En el pago que inicia con la nota n° 289/14 del 09/06/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 487, 488, 500, 501 y 502, como contamos con la copia 
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simple, no tiene firmas; las actas de recepción no estaban firmadas; y 

no hay datos acerca del remito. 

En el pago que inicia con la nota n° 307/14 del 23/06/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 511, 512 y 513 estuvieron conformadas por Oscar García, 

Director Administrativo del CPF II, y José María Ferezin, Jefe del CPF II; 

las actas de recepción no estaban firmadas, pero tenían los sellos de 

Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Leonardo 

Aravena; y se referían al remito n° 9816. 

En el pago que inicia con la nota n° 372/14 del 07/07/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 540, 541 y 552 no estaban firmadas; las actas de recepción 

no estaban firmadas, pero tenían los sellos de Hugo O. Ocampo, Carlos 

Merino, Christian Pereyra y Leonardo Aravena; y se referían a los 

remitos n° 7166 y 6854 que estaban en blanco. 

En el pago que inicia con la nota n° 351/14 del 21/07/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 555, 556 y 557 estuvieron conformadas por Oscar García, 

Director Administrativo del CPF II, y José María Ferezin o Gabriel 

Ciappesoni, Jefe del CPF II; las actas de recepción no estaban firmadas, 
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pero tenían los sellos de Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, Christian 

Pereyra y Leonardo Aravena; y se referían a los remitos n° 1055, 1054 

y 1053. 

En el pago que inicia con la nota n° 359/14 del 21/07/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 569, 570, 572, 579, 580 y 581 estuvieron conformadas 

(excepto la primera que carecía de firmas) por Oscar García, Director 

Administrativo del CPF II, y Gabriel Ciappesoni, Jefe del CPF II; las actas 

de recepción no estaban firmadas, pero tenían los sellos de Hugo O. 

Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Leonardo Aravena (salvo 

las dos últimas que no tenía ni siquiera los sellos); y se referían a los 

remitos n° 10150, 10182, 10183, 10149, 10181. Respecto de las dos 

últimas facturas tampoco hay remitos.  

En el pago que inicia con la nota n° 374/14 del 29/07/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 589, 590 y 591 no contaban con firmas; las actas de 

recepción no estaban firmadas, pero tenían los sellos de Hugo O. 

Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Leonardo Aravena; y se 

referían a los remitos n° 10234, 10235 y 10236. 
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En el pago que inicia con la nota n° 380/14 del 04/08/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 604, 605 y 606 estuvieron conformadas por Oscar García, 

Director Administrativo del CPF II, y José María Ferezin, Jefe del CPF II; 

las actas de recepción no estaban firmadas, pero tenían los sellos de 

Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Leonardo 

Aravena; y se referían a los remitos n° 10273, 10274 y 10275. 

En el pago que inicia con la nota n° 421/14 del 14/08/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 617, 618 y 619 sin la firma del Director Administrativo del 

CPF II, conformadas sólo por José María Ferezin, Jefe del CPF II; las 

actas de recepción no estaban firmadas, pero tenían los sellos de Hugo 

O. Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Leonardo Aravena; y 

se referían al remito n° 10355, 10356 y 10357. 

En el pago que inicia con la nota n° 427/14 del 20/08/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 624, 625 y 626, sin firmas; las actas de recepción no estaban 

firmadas, pero tenían los sellos de Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, 

Christian Pereyra y Leonardo Aravena; y se referían al remito n° 

12507, 12508 y 12509. 
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En el pago que inicia con la nota n° 441/14 del 28/08/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 632, 633 y 634 no estuvieron conformadas ni por el Director 

Administrativo del CPF II ni por el Jefe del CPF II; las actas de recepción 

no estaban firmadas, pero tenían los sellos de Hugo O. Ocampo, Carlos 

Merino, Christian Pereyra y Leonardo Aravena; y se referían a los 

remitos n° 12542, 12543 y 12544. 

En el pago que inicia con la nota n° 445/14 del 01/09/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 643, 644 y 645 estuvieron conformadas por Walter 

Trangoni, Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe 

del CPF II; las actas de recepción no estaban firmadas, pero tenían los 

sellos de Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Marcelo 

Juárez; y se referían a los remitos n° 12577, 12578 y 12579. 

En el pago que inicia con la nota n° 454/14 del 09/09/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 652, 653 y 654 estuvieron conformadas por Walter 

Trangoni, Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe 

del CPF II; las actas de recepción no estaban firmadas, pero tenían los 
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sellos de Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, Christian Pereyra y Marcelo 

Juárez; y se referían a los remitos n° 12604, 12606 y 12608. 

En el pago que inicia con la nota n° 469/14 del 16/09/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 665, 666 y 667 estuvieron conformadas por Walter 

Trangoni, Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe 

del CPF II; las actas de recepción estaban firmadas por Jorge A. García, 

Hugo O. Ocampo, Carlos Merino, Giselle Avalos y Marcelo Juárez; y se 

referían a los remitos n° 12650 y 12651. 

En el pago que inicia con la nota n° 473/14 del 24/09/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 680, 681 y 682 estuvieron conformadas por Walter 

Trangoni, Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe 

del CPF II; las actas de recepción estaban firmadas por Jorge A. García, 

Carlos Merino, Christian Pereyra y Marcelo Juárez; y se referían a los 

remitos n° 12700, 12701 y 12702. 

En el pago que inicia con la nota n° 484/14 del 14/09/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 689, 690 y 691 estuvieron conformadas por Walter 

Trangoni, Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe 
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del CPF II; respecto de las actas de recepción y de los remitos no hay 

datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 458/14 del 14/10/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 702, 703 estuvieron conformadas por Walter Trangoni, 

Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe del CPF II; 

respecto de las actas de recepción y de los remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 509/14 del 20/10/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 711, 712, 713 y 714 (salvo en relación con la primera que no 

hay datos) estuvieron conformadas por Walter Trangoni, Director 

Administrativo del CPF II, Gabriel Ciappesoni, Jefe del CPF II; respecto 

de las actas de recepción y de los remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 511/14 del 28/10/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 724 y 725 estuvieron conformadas por Walter Trangoni, 

Director Administrativo del CPF II, José María Ferezin, Jefe del CPF II; 

respecto de las actas de recepción y de los remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 512/14 del 14/11/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 
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facturas n° 735 y 736 estuvieron conformadas por Walter Trangoni y 

José María Ferezin, Jefe del CPF II; respecto de las actas de recepción y 

de los remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 519/14 del 04/11/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 748 y 749 estuvieron conformadas por Rodolfo Fassa y José 

María Ferezin, Jefe del CPF II; respecto de las actas de recepción y de 

los remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 523/14, de la cual no consta 

la fecha ni firma el Jefe de División de Abastecimiento; las facturas n° 

762 y 763 estuvieron conformadas por Walter Trangoni y José María 

Ferezin, Jefe del CPF II; respecto de las actas de recepción y de los 

remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 529/14 del 17/11/2014 

intervinieron: Rodolfo Fassa, Jefe de División de Abastecimiento; las 

facturas n° 773 y 774 estuvieron conformadas por Rodolfo Fassa y José 

María Ferezin, Jefe del CPF II; respecto de las actas de recepción y de 

los remitos no hay datos. 

En el pago que inicia con la nota n° 546/14 del 31/12/2014 

intervinieron: Gisel Avalos, Jefe de División de Abastecimiento; las 
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facturas n° 786 y 787 estuvieron conformadas por Rodolfo Fassa y José 

María Ferezin, Jefe del CPF II; respecto de las actas de recepción y de 

los remitos no hay datos. 

Del análisis de la documentación secuestrada en autos se 

advierte que, en ninguna de las notas presentadas, anteriormente 

mencionadas, se hizo si quiera alguna alusión a la urgencia o 

excepcionalidad necesaria para justificar esta forma de pago. Lo que 

parece bastante lógico, porque esas circunstancias no se estaban 

dando, tal como puede deducirse de los constantes pagos periódicos 

que hacía el SPF a Carnes Yamuni S.A. para cubrir una necesidad 

cotidiana y previsible.  

Otras irregularidades advertidas en las actas de recepción de 

carne vacuna decomisadas en autos son las siguientes: muchos no 

tenían la firma de los responsables; otros carecían de los controles 

respecto de la calidad y cantidad de carne que habría ingresado en el 

CPF II. En algunos casos también se detectaron remitos de Carnes 

Yamuni S.A. en blanco, los cuales no tienen a criterio de este Ministerio 

Público explicación lógica alguna. Incluso en esos casos, la decisión de 

los funcionarios a cargo del SPF fue la de abonar estas facturas.  
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Otra maniobra fraudulenta claramente visible, utilizada tanto 

por los funcionarios del SPF como por la empresa proveedora de carne 

vacuna, consistió en el desdoblamiento de facturas abonadas por FR. 

En otras palabras, no sólo se valieron de los FR para evadir los 

procedimientos legales de contratación con la administración pública, 

sino que incluso eludieron las propias normas que regulan los FR, 

efectuando pagos parciales para hacerlo viable por lo menos en 

relación con el control más básico y superficial del mismo SPF. 

Para ser más claros, los funcionarios del SPF acordaron con 

Carnes Yamuni S.A. la recepción de mercaderías que debían ser 

facturadas sin superar el monto que tenían autorizado para abonar por 

medio de los fondos rotatorios. Por ello es que puede notarse que, 

dentro de un mismo período de tiempo, y relativamente muy corto, se 

conformaron varias facturas por montos menores siempre en beneficio 

del mismo proveedor y por las mismas razones.   

Otro dato que se suma a todo lo ya detallado arriba es que, en 

un mismo período de tiempo, el SPF en connivencia con el proveedor 

Carnes Yamuni S.A. fue alternando los mecanismos de pago por 

legítimo abono y fondo rotatorio para lograr el mayor desdoblamiento 

posible y el mayor disimulo de los montos totales de la contratación 
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real. Es decir, nos encontramos con casos en que en un mismo día se 

facturó mercadería por legítimo abono y por fondo rotatorio. Dado que 

el cobro mediante FR es más rápido y fácil para el proveedor, ya que 

éste es abonado desde el CPF II, lo que evita incluso los controles de 

DGA del SPF y de Dirección Nacional.  

Estas maniobras ponen de manifiesto el vínculo existente entre 

el proveedor y los funcionarios del SPF que cumplían tareas en la 

Dirección General de Administración y en el CPF II. 

A modo de ejemplo vamos a tomar el mes de julio de 2014 para 

mostrar cómo se superponían los pagos realizados por FR y por LA y 

cómo fue esta una maniobra que nada tuvo que ver con alguna 

excepcionalidad o urgencia en la provisión de carne vacuna para 

satisfacer la prevista y previsible obligación del Estado de brindar una 

adecuada y digna alimentación a las personas privadas de libertad. La 

facturación que, con habitualidad, efectuaron los funcionarios del CPF 

II en beneficio del proveedor Carnes Yamuni S.A por medio de fondos 

rotatorios durante dicho mes asciende a $473.211,9. Ahora bien, en 

ese mismo período de tiempo, y teniendo en cuenta siempre sólo los 

elementos de prueba secuestrados en autos, hubo facturas abonadas 
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en concepto de legítimo abono durante el mismo mes, esto es: julio de 

2014, por un monto total de $373.778,8. 

Por lo tanto, si sumamos las cantidades abonadas por medio de 

fondos rotatorios y legítimos abonos, según la prueba decomisada en 

autos, respecto del mes de julio de 2014, ella asciende a un total de 

$846.990,7. Este análisis, efectuado respecto de un solo mes tomado al 

azar, nos muestra que la cantidad de dinero que pagó el SPF por la 

adquisición de carne vacuna durante ese corto plazo de tiempo superó 

el monto de dinero que, en el caso de haber actuado conforme a 

derecho, esto es, contratando por medio de una orden de compra, lo 

que implica necesariamente un procedimiento de LP, para ello, no 

hubiera alcanzado con la firma del Director Nacional  ni para la 

autorización para efectuar ese gasto ni para su adjudicación, es decir, 

hubiera sido necesario mucho más eso. Éste solo puede autorizar hasta 

los $680.000. 

 No debemos olvidar que el cálculo anteriormente efectuado 

tenía en cuando un solo mes de compras, cuando las Lic. Públicas para 

la compra de carne vacuna se realizaban por 3 meses. Teniendo en 

cuenta que la población carcelaria del CPF II es y ha sido bastante 

estable, si hacemos el hipotético cálculo de multiplicar el monto 
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devengado en el mes de julio de 2014 para la adquisición de carne 

vacuna por 3, es decir, por los 3 meses que se hubieran cubierto por 

medio de una orden de compra, la cifra rondaría los $2.540.702,1. 

Claramente mucho más de lo que podría haber autorizado incluso el 

Director Nacional.  

El Estado, para contratar por un monto semejante, respecto del 

suministro de una determinada mercadería, como lo es la carnes 

vacuna en forma de media res, con las características propias de dicha 

contratación, esto es: la previsibilidad, la regularidad y la periodicidad, 

debe elegir al co-contratante por medio del procedimiento de licitación 

pública y hubiera requerido para ello, de conformidad con lo 

establecido en el decreto 1039/2013, por un lado, la autorización del 

Subsecretario del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, siempre 

que se trate de un monto que no supere los $2.720.000 (artículo 1°, a. 

3), y por el otro, la autorización para el pago, efectuada por ese mismo 

funcionario (Anexo al artículo 35, inciso b). 

Cabe recordar que, a partir del 16/05/2016 el decreto 

1039/2013 quedó derogado por el decreto 690/2016, en el cual se 

modificaron los montos de los contratos según los cuales determinados 
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funcionarios públicos tienen que autorizar el gasto y los que tiene que, 

luego, aprobarlo.   

 Podemos advertir, pues, que los usos del legítimo abono y de 

los fondos rotatorios por parte de los funcionarios del SPF, fueron la 

manera de eludir encubiertamente con los procedimientos de selección 

de los proveedores del Estado conforme a lo establecido en la ley, todo 

ello en connivencia con Carnes Yamuni S.A., quien se benefició 

indebidamente, y a sabiendas, de toda maniobra irregular de la que 

siempre fue parte. 

En los expedientes tramitados para el pago del suministro de 

carne vacuna a Carnes Yamuni S.A., al igual que ocurrió en los de LA, se 

hallaron varias irregularidades respecto de la documentación que 

acredita que la mercadería ingresó al CPF II efectivamente, como 

remitos de Carnes Yamuni S.A. en blanco o incompletos y actas de 

recepción de carnes vacuna en forma de media res también en blanco. 

De acuerdo a lo establecido en el reglamento interno del SPF, los 

alimentos deben ser recibidos por el personal de la Sección Economato 

(dependiente de la División de Abastecimiento de cada complejo 

carcelario), en presencia de la Comisión de Recepción, la cual debe 

estar presente al momento de la descarga de la mercadería y debe 
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pesar a cada una de las medias reses que ingresan al complejo, 

controlar que las tengan los controles de tránsito de SENASA y las 

etiquetas de aptitud para consumo humano (según resolución n° 1787 

del 07/08/2003 e instructivo Tema 08 – Suministro – Subtema 06 – 

Comisión de Recepciones y en el Instructivo Tema 08 – Suministro – 

Subtema 01 – Bienes de Consumo, ambos instrumentos integrantes del 

“Manual de Procedimiento Administrativo de la Dirección General de 

Administración”). A todas luces puede advertirse que nada de esto se 

cumplió y que, a pesar de ello, se solicitó y abonó el pago de 

mercadería.  

No hay ninguna razón que pueda justificar el hecho de que los 

funcionarios penitenciarios cuenten con remitos en blanco del 

proveedor, los cuales debieron haberse completado por el proveedor 

para la circulación del camión con esa mercadería y como medio de 

prueba de lo que transportaban. No es menor este dato, que se suma a 

todo lo ya valorado, que nos permite concluir que no ingresaba al CPF II 

la totalidad de la mercadería abonada por el SPF a Carnes Yamuni S.A. 

Estos documentos pasaron por las manos de las máximas autoridades 

del Complejo Penitenciario Federal II, quienes conociendo la 

reglamentación a la cual debían atenerse, aprobaron el pago de fondos 
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rotatorios sin observación alguna. Todo ello era parte de la maniobra 

defraudatoria.  

A modo de ejemplo se citan los siguientes documentos 

encontrados en blanco, a saber: respecto de la factura n° 552, el acta 

de recepción n°1085 y remito n° 7163; de la factura n° 540, el acta de 

recepción n°1083 y el remito n° 6854; de la factura n° 541, el acta de 

recepción n° 1084 y el remito n° 7166; las actas de recepción n° 1103, 

1104 y 1105 del 18/07/2014, el acta de recepción n° 1100 del 

12/07/2014; las actas de recepción n° 1154, 1155 y 1156,  del 

25/07/2014; y las actas de recepción n° 1174 y 1177, del 01/08/2014. 

El acta de recepción n° 1200 tiene la firma de uno solo de los 

integrantes de la Comisión de Recepción.  

Como ya se dijo respecto del año 2014, cuando el CPF II le pagó 

al proveedor de carne vacuna, Carnes Yamuni S.A., por medio de los 

fondos rotatorios creados en su dependencia administrativa, se 

labraron expedientes con documentación que (en muchos casos 

pretendía) demostrar el ingreso de carne vacuna en forma de media 

res al CPF II por parte del proveedor a favor de quien se disponía el 

pago, todo ello a los fines de hacer posible el cobro dentro de la misma 

administración del penal.  
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En estos casos, el procedimiento es el mismo, comienza con una 

breve nota de solicitud, efectuada por el Jefe de la División 

Abastecimiento (Javier Morriones y Sergio M. Otazu) a la Dirección 

Administrativa del CPF II o persona momentáneamente a cargo, 

(Walter Trangoni), por medio de la cual se requería a Dirección General 

de Administración que se arbitren los medios necesarios para efectuar 

el correspondiente pago a la empresa Carnes Yamuni S.A. acompañada 

de las facturas (conformadas por el Director Administrativo, Walter 

Trangoni, y el Jefe de dicho establecimiento penitenciario, Orlando 

Aguirre, Raúl Medina y Juan Carlos Lafuente), los remitos y las actas 

de recepción de la mercadería que se abonaría, y así se sugería girar las 

actuaciones a la División Tesorería del CPF II, para hacer efectivo el 

pago de esas facturas.  

De los elementos de prueba secuestrados en autos, en lo que se 

refiere al año 2015, sólo contamos con las facturas y algunos remitos 

respecto a estos cobros por parte de Carnes Yamuni S.A. por la entrega 

de carne vacuna, en forma de media res, con destino al CPF II, 

desconocemos la nota y los expedientes por medio de los cuales el 

pago se concretó pero, por un lado, sabemos en qué consistió el 

procedimiento, quiénes participaron y, por el otro, que el pago se 
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produjo y, como consecuencia de ello, el daño patrimonial en la 

administración pública y el injustificado enriquecimiento del 

mencionado proveedor. 

Cabe destacar que durante 2015 y, teniendo en cuenta 

únicamente los elementos de prueba recabada en autos, podemos 

afirmar que esta forma de pago fue utilizada (irregularmente) para 

adquirir de manera regular y periódica carne vacuna, en forma de 

media res, de la firma Carnes Yamuni S.A., por un monto total de 

$4.540.092,7, equivalentes a 142.683 kg de carnes de dichas 

características, cuyo valor por kilo fue oscilando entre $29,87, $31,88 y 

$33,88. 

Al igual que en 2014, por la adquisición de carne vacuna con 

dicho proveedor durante 2015, no se pagó sólo por medio de los 

fondos rotatorios, sino que, por el contrario, los funcionarios públicos 

del SPF, intervinientes en la maniobra delictiva aquí detallada, fueron 

alternando el LA y los FR para disimular la necesidad de aplicar las 

normas establecidas para contratar con la administración pública. 

Sobre esta cuestión volveremos enseguida. 

De conformidad con la documentación secuestrada, en lo 

relativo al período 2015, para el pago de las facturas que se detallarán 
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enseguida fue necesaria la intervención dolosa y con fin de lucro 

indebido de varios funcionarios públicos pertenecientes al SPF, del CPF 

II, esto es: el Jefe de División de Abastecimiento, el Director 

Administrativo del CPF II, el Jefe del CPF II y los firmantes de las actas 

de recepción en cada caso. 

Las facturas abonadas por medio de fondos Rotatorios durante 

2015 a Carnes Yamuni S.A. fueron, por lo menos, las siguientes 100 de 

ellas: 10, 12, 22, 23, 43, 44, 99, 100, 112, 113, 129, 130, 141, 143, 175, 

176, 210, 211, 227, 228, 244, 245, 277, 278, 320, 322, 345, 346, 359, 

360, 372, 413, 414, 420, 421, 433, 434, 444, 445, 456, 457, 510, 511, 

528, 529, 552, 553, 868, 869, 877, 878, 879, 886, 887, 888, 895, 896, 

922, 923, 924, 937, 938, 939, 951, 952, 962, 963, 977, 978, 979, 991, 

992, 998, 1005, 1006, 1018, 1019, 1028, 1029, 1038, 1039, 1040, 1054, 

1055, 1064, 1065, 1075, 1076, 1077, 1090, 1091, 1092, 1103, 1104, 

1113, 1114, 1124, 1125, 1136 y 1137.  

Asimismo, conocemos que la factura n° 444 se presentó al cobro 

mediante nota n° 86/15; las facturas n° 456 y 457, mediante nota n° 

286/15; las facturas n° 528 y 529 lo hicieron mediante nota n° 227/15; 

la factura n° 991, mediante nota n° 138/15; la factura n° 992, mediante 

la nota n° 139 y la factura n° 998 mediante la nota n° 140. 
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Aquí también puede advertirse con total facilidad y de a partir 

de un simple análisis de las facturas secuestradas, que existió un fuerte 

desdoblamiento de facturas abonadas por fondos rotatorios. Lo 

mismo que ya se dijo respecto de 2014 se afirma en relación con los 

pagos efectuados en 2015. En otras palabras, no sólo se valieron de 

estos para evadir los procedimientos legales de contratación con la 

administración pública, sino que incluso eludieron las propias normas 

que los regulan, efectuando pagos parciales para hacerlo viable por lo 

menos en relación con el control más básico y superficial del mismo 

SPF. 

Para ser más claros, los funcionarios del SPF acordaron con 

Carnes Yamuni S.A., la recepción de mercaderías que debían ser 

facturadas sin superar el monto que tenían autorizado para abonar por 

medio de los fondos rotatorios, esto es: $65.000. Por ello es que puede 

notarse que, dentro de un mismo período de tiempo y relativamente 

muy corto, se conformaron varias facturas por menos de dicho monto 

en beneficio del proveedor.   

Al igual que ocurrió durante 2014 y 2015 (por lo menos), el CPF II 

le pagó a Carnes Yamuni S.A., por el suministro de carne vacuna, en 

forma de media res y chorizos, por medio de los fondos rotatorios 
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creados en su dependencia administrativa. Para su cobro se labraron 

expedientes internos, con documentación que (en muchos casos 

pretendía) demostrar el ingreso de carne vacuna en forma de media 

res al CPF II por parte del proveedor a favor de quien se disponía el 

pago, todo ello a los fines de hacer posible el cobro dentro de la misma 

administración del penal.  

En estos casos, el procedimiento comenzó con una breve nota 

de solicitud (numeradas: 1, 4, 8, 13, 30, 67, 92, 95, 105, 126, 127, 134, 

136, 153, 158, 161, 182 y 195), efectuada por el Jefe de la División 

Abastecimiento a la Dirección Administrativa del CPF II o persona 

momentáneamente a cargo, Carlos A. Caro, por medio de la cual 

elevaba a dicha área las facturas que el proveedor había presentado 

para su cobro, indicaba ellas correspondían al ingreso de carne 

efectuado para “cubrir necesidades alimenticias, tanto de la población 

penal como del personal penitenciario” e incluía el período de tiempo 

cubierto por ellas. Acompañada de las facturas (conformadas por el 

Director Administrativo del CPF II, Walter Trangoni, y el Jefe de dicho 

establecimiento penitenciario, Juan Carlos Ferezin), los remitos y las 

actas de recepción de la mercadería que se abonaría, se sugería girar 
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las actuaciones a la División Tesorería del CPF II, para hacer efectivo el 

pago de esas facturas.  

Cabe destacar que durante 2016 y, teniendo en cuenta 

únicamente los elementos de prueba incautados en autos, podemos 

afirmar que esta forma de pago fue utilizada (irregularmente) para 

adquirir de manera regular y periódica carne vacuna, en forma de 

media res, de la firma Carnes Yamuni S.A., por lo menos entre los 

meses de enero a julio, ambos inclusive, por un monto de 

$3.850.704,22, equivalentes a 86.970 kg de carnes de dichas 

características, cuyo valor por kilo fue oscilando entre $39,95, $43,88, 

$48,95 y $49,90. 

También contamos con varias facturas emitidas entre el 

10/02/2016 y el 15/02/2016 y entre el 09/05/2016 y el 13/06/2016, 

esto es: las n° 692, 693, 683, 684, 685, 1048, 1049, 1140, 691, 1002, 

1023 y 1022, por un monto de $610.520,9, las que fueron pagadas por 

medio de los FR y mediante la misma modalidad que la anteriormente 

descripta, pero carecemos en autos de las notas y/o los expedientes 

que la originaron. Sin embargo, como fueron pagadas por el SPF en 

favor de Carnes Yamuni S.A. y del modo acá detallado, serán incluidas 

en estos totales. En efecto, vamos a concluir que el monto total de 
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dinero pagado por SPF a Carnes Yamuni S.A. por medio de FR en la 

primera mitad del año 2016, en función de las pruebas secuestradas 

en autos, fue de $4.461.225,12. 

 Sin embargo, como ya se afirmó y demostró respecto de los 

anteriores dos años analizados previamente y del estudio de los LA 

anteriormente efectuado, no se pagó la adquisición de carne vacuna a 

dicho proveedor durante ese tiempo sólo por medio de los fondos 

rotatorios, sino que, por el contrario, los funcionarios públicos del SPF, 

intervinientes en la maniobra delictiva aquí detallada, fueron 

alternando el LA y los FR para disimular la necesidad de aplicar las 

normas establecidas para contratar con la administración pública. 

Sobre esta cuestión volveremos enseguida. 

De conformidad con la documentación decomisada, en lo 

relativo a la primera mitad del año 2016, los funcionarios públicos 

pertenecientes al SPF, del CPF II, anteriormente mencionados, 

intervinieron dolosamente (y con lucro indebido) en los pagos por 

medio de FR a Carnes Yamuni S.A., son siguientes imputados, que serán 

agrupados según la nota que origina el trámite de pago y la factura que 

se cobró por medio de ella.  
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En el trámite que inicia con la nota n° 01/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 595 y 596. 

En el trámite que inicia con la nota n° 04/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 613 y 614. 

En el trámite que inicia con la nota n° 08/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 628, 629 y 630. 

En el trámite que inicia con la nota n° 13/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 642, 643, 644 y 647. 

En el trámite que inicia con la nota n° 30/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 667, 668, 669 y 670. 

En el trámite que inicia con la nota n° 67/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 745, 746, 747, 764, 766, 767, 787, 788, 789 y 

790. 

En el trámite que inicia con la nota n° 92/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 823, 824, 825, 826, 876 y 877. 

En el trámite que inicia con la nota n° 95/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 861, 862, 863, 895, 896, 897, 898 y 899. 

En el trámite que inicia con la nota n° 105/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 918, 919, 920, 923 y 924. 
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En el trámite que inicia con la nota n° 126/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 985, 986 y 988. 

En el trámite que inicia con la nota n° 127/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1001 y 1002. 

En el trámite que inicia con la nota n° 134/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1022 y 1023. 

En el trámite que inicia con la nota n° 136/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1051 y 1052. 

En el trámite que inicia con la nota n° 153/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1068 y 1069. 

En el trámite que inicia con la nota n° 158/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1088, 1089 y 1090. 

En el trámite que inicia con la nota n° 161/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1137, 1138 y 1139. 

En el trámite que inicia con la nota n° 182/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1187, 1188, 1189 y 1190. 

En el trámite que inicia con la nota n° 195/16 concluyó en el 

cobro de las facturas n° 1292, 1293 y 1295. 

Del análisis de la documentación secuestrada en autos se 

advierte que, en ninguna de las notas presentadas, anteriormente 
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mencionadas, se hizo si quiera alguna alusión a la urgencia o 

excepcionalidad necesaria para justificar esta forma de pago. Lo que 

parece bastante lógico, porque esas circunstancias no se estaban 

dando, tal como puede deducirse de los constantes pagos periódicos 

que hacía el SPF a Carnes Yamuni S.A. para cubrir una necesidad 

cotidiana y previsible.  

Otra maniobra fraudulenta claramente visible, utilizada tanto 

por los funcionarios del SPF como por la empresa proveedora de carne 

vacuna, consistió en el desdoblamiento de facturas abonadas por 

fondos rotatorios. En otras palabras, no sólo se valieron de ellos para 

evadir los procedimientos legales de contratación con la administración 

pública, sino que incluso eludieron las propias normas que los regulan, 

efectuando pagos parciales para hacerlo viable por lo menos en 

relación con el control más básico y superficial del mismo SPF. 

Como se explicara en los otros períodos, los funcionarios del SPF 

acordaron con Carnes Yamuni S.A. la recepción de mercaderías que 

debían ser facturadas sin superar el monto que tenían autorizado para 

abonar por medio de los fondos rotatorios. Se trató siempre de montos 

mayores de los de caja chica pero que oscilaron entre los 30.000 y los 

65.000 pesos. Por ello, puede notarse que, dentro de un mismo 
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período de tiempo y relativamente muy corto, se conformaron varias 

facturas por menor valor en beneficio del proveedor.   

Al igual que en 2014 y 2015, a la maniobra de pagos impropios 

por medio de los fondos rotatorios, al desdoblamiento efectuado 

incluso pagando injustificadamente con los fondos rotatorios, debe 

sumarse que, en un mismo período de tiempo, el SPF, en connivencia 

con el proveedor Carnes Yamuni S.A., fue alternando los mecanismos 

de pago por legítimo abono y fondo rotatorio para lograr el mayor 

desdoblamiento posible y el mayor disimulo de los montos totales de la 

contratación real. Es decir, nos encontramos con casos en que en un 

mismo día se facturó mercadería por legítimo abono y por fondo 

rotatorio. Dado que el cobro mediante FR es más rápido y fácil para el 

proveedor, ya que éste es abonado desde el CPF II, lo que evita incluso 

los controles de DGA del SPF y de Dirección Nacional.  

Estas maniobras ponen de manifiesto el vínculo existente entre 

el proveedor y los funcionarios del SPF que cumplían tareas en la 

Dirección General de Administración y en el CPF II, todos los que según 

los deberes que le cabían fueron partícipes de la administración 

fraudulenta en perjuicio de la administración pública aquí 

detalladamente descripta.  
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Como ya se ha puesto de manifiesto, las acciones comenzaban 

con un requerimiento del Jefe de Abastecimiento del Complejo que 

daba inicio para la adquisición de los bienes por intermedio del Jefe de 

Administrativa, por lo que el funcionamiento de uno y otro resultó de 

vitalidad para que se llevara adelante la maniobra denunciada en 

autos. 

Aquí me detendré para aclarar que no considero que la mera 

pertenencia al cuerpo o la función ejercida alcance para su 

responsabilidad penal, sino que se tiene en cuenta el despliegue 

evidenciado en la prueba colectada. Es así, que se desarrollarán los 

descargos efectuados por los imputados, adelantando que respecto de 

Avalos y Caro, no creo que se encuentren dadas las condiciones para el 

dictado de un auto de mérito, toda vez que han firmado en escasas 

ocasiones y mientras ejercían el rol de modo transitorio. 

En tal inteligencia, sin perjuicio de lo expuesto en su descargos 

(Avalos se negó a prestar declaración) entiendo que corresponde 

estarse a una situación expectante en tanto existen medidas de prueba 

por producirse que pudieran hacer variar el criterio hasta ahora 

sostenido. 
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Los argumento de los Directores de Abastecimiento para 

desvincularse del hecho hacen hincapié en la incapacidad de fijar el 

precio a abonar, que no seleccionaban la empresa a contratar y que no 

efectuaban el control de la mercadería que se receptaba. 

Negaron que existiera un régimen de alimentación deficitaria y  

que nunca recibieron información sobre falta de stock del material.  

Explicaron que no hay dependencia funcional entre la Comisión 

de recepción y la División Abastecimientos, que se efectuaban 

recorridas periódicas por cámaras frigoríficas para constatar la 

existencia de carne, observando la limpieza y el higiene del lugar.  

El Sr. Fassa expresó en su escrito que “solo se limitaba a 

recepcionar la factura, una vez entregada la mercadería o víveres para 

dar curso o trámite a la misma, lo cual culminaba en la autorización de 

pago”.- 

En este sentido, cabe señalar que el descargo no encuentra 

asidero a la luz de la prueba colectada. En este sentido, he de destacar 

lo que se desprende de las actuaciones labradas por el Juzgado Federal 

nro. 1 de esta ciudad12, donde el Juez dispuso la intervención del 

ANMAT, para efectuar un análisis físico, químico y bacteriológico de los 

                                                
12 Habeas corpus FSM 340006/2014 de la Secretaría nro. 4, cuyos testimonios corren 

por cuerda al presente. 
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alimentos entregados a los detenidos alojados en el Complejo 

Penitenciario Federal II de Marcos Paz.  

El 15 de diciembre de 2014, los licenciados Alfredo Matandrea y 

Luciano M. Muscio, funcionarios del Instituto Nacional de Alimentos 

(INAL), acompañados por el Jefe de División Abastecimiento, Sub-

Alcaide Rodolfo Fassa, se presentaron en el referido complejo 

carcelario para realizar dicho control. 

Del análisis efectuado a partir de muestras de carne tomadas en 

esa inspección surge que no fue encontraba ni se pudo verificar la 

documentación o certificación obligatoria del Servicio Nacional de 

Sanidad y Calidad Agroalimentaria (en adelante: SENASA) de la carne 

que encontraba en ese momento en la cámara frigorífica del CPF II, 

marcada por el firma Frigolar S.A. Cabe aclarar que Frigolar S.A. no es 

un proveedor del complejo carcelario sino un frigorífico que se dedica a 

faenar las vacas que se compran en pie, por ejemplo, en el Mercado de 

Liniers S.A. Por otra parte, en dicha inspección se encontró 

documentación emitida por la firma Carnes Yamuni S.A.  

Por su parte, tal como surge de ese expediente, la licenciada 

Marcela Guevara, puso en conocimiento de las autoridades del CPF II 

que, el 23 de febrero de 2015, a las 13:40 horas, se hizo presente en 
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dicho complejo carcelario el proveedor de carne vacuna, esto es Carnes 

Yamuni S.A., el cual descargó ocho medias reses que tenían la 

clasificación “VA- TIPIFICACION ‘D1” y pesaban 145, 152, 149, 127, 135 

y 121 kg. Una vez más se procedió a recibir sólo aquellas que pesaran 

hasta 140 kg, poniendo en conocimiento de esta situación a Trangoni 

(Director Administrativo del CPF II) y a Fassa (Jefe de Abastecimiento de 

ese complejo carcelario). De dicho informe surge  también que el 21 de 

febrero de 2015 se había rechazado la totalidad de medias reses y que 

al momento del informe, esto es: dos días después, se constató que el 

CPF II no contaba con stock de carne vacuna.   

Así, queda claro que no ha existido un control efectivo sobre el 

bien adquirido, no se realizaron de modo correcto los controles y se 

permitió la erogación por parte del Estado de sumas de dinero que no 

se correspondían con el ingreso del material ya sea en calidad o en 

cantidad. 

Resta decir que del secuestro practicado se hallaron boletas en 

blanco de la firma en cuestión lo que permite inferir una relación de 

complicidad con sus responsables. 
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Al momento de declarar, los Directores de Administrativa 

Trangoni y García lo hicieron por escrito y, a continuación, transcribiré 

lo que resulta de mayor relevancia. 

Oscar García relató que prestó servicio en el Complejo 

Penitenciario Federal II de Marcos Paz como Director Administrativo 

desde fines de diciembre de 2013 hasta aproximadamente el 25 de 

agosto de 2014. Respecto a la compra de mercadería, se generaban dos 

formalidades de trámite administrativo: uno por legítimo abono y otro 

por fondo rotatorio, trámites que eran iniciados en la Dirección 

Administrativa y continuados en Dirección Nacional.  

Especificó que no era de su competencia la selección de los 

proveedores para la compra de las mercaderías requeridas en la unidad 

carcelaria, tampoco era todo lo que respecta a la adquisición de los 

insumos de racionamiento para los internos, ni fijar los precios, ni 

determinar modalidades de pago ya que éstos eran tramitados por la 

Dirección General de Administración de Dirección Nacional, una vez 

remitidas las facturas conformadas. 

El Complejo sólo realizaba los pedidos o solicitudes necesarias 

para la provisión de los insumos requeridos para elaborar el 
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racionamiento del personal y realizar los menús necesarios para los 

internos allí alojados. 

Refirió que los pedidos de fondos rotatorios de racionamiento 

más allá de que eran solicitados internamente mediante el programa 

interno de software eran autorizados y pagados en la Dirección General 

de Administración. Asimismo, relató que nunca tuvo injerencia en el 

ingreso de mercadería dado que estaba reglamentado para el caso un 

órgano correspondiente que cumplía y cumple esa función llamada 

Comisión de Recepciones cuyos integrantes eran nombrados por 

Director Principal del Complejo y no dependía funcionalmente del 

Director Administrativo. Dicha comisión debía controlar que se 

cumplimentaran todas las reglamentaciones para el caso que se 

autorizaran el ingreso de los mismos u oponerse y realizar el pertinente 

rechazo.  

 Asimismo, dijo que su función era de “tipo Auditoría y realizados 

en forma espontánea, los cuales la mayoría de la veces eran efectuados 

por mí personalmente pero en algunas oportunidades dada la magnitud 

de tareas que realizaba en dicha Unidad tan compleja y de gran 

población penal eran efectivizados por el personal a mi cargo 

basándome en el principio de confianza (…)”. 
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A su turno, Walter Trangoni explicó que se hizo cargo de la 

Dirección de Administración en fecha 28 de agosto de 2014. Sus 

funciones son la realización de pedidos de provisión de insumos tanto 

de la población penal como de los agentes penitenciarios que se 

hallaban en actividad y prestando servicio en esa unidad. Asimismo, 

realiza los controles pertinentes a fin de cotejar que la División 

Abastecimiento realice los pedidos de insumos suficientes en tiempo y 

forma. Acerca de los controles de la carne vacuna ingresada refirió que 

existen constancias que en el mes de abril de 2015 el Complejo rechazó 

carne vacuna por no reunir las condiciones exigidas. Respecto a la 

compra, mencionó que se generaban dos tipos de trámites 

administrativos, uno por legítimo abono y otro por fondo rotatorio, 

trámites que eran iniciados en la Dirección Administrativa. Agregó que 

para iniciar el trámite para el pago de mercaderías el personal a su 

cargo efectuaba los controles pertinentes y que por el principio de 

confianza entendía que el personal subalterno cumplía esa función 

eficazmente. Una vez realizado lo expuesto, se rubricaba con otros 

funcionarios firmantes. Asimismo, dijo que desde su dirección se 

efectuaban controles tipo Auditoría los cuales eran espontáneos, 

aleatorios y sin previo aviso y que constaban de dos etapas, la primera 
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en un control de existencia dónde se controlaba el saldo físico contra el 

saldo contable. Una segunda etapa, se basaba en un control de salida 

de mercaderías dónde una vez obtenida las cantidades de raciones del 

día se realizaba el cálculo de la cantidad requerida para el menú, el cual 

se entrecruzaba con la cantidad de mercadería existente en la cocina. 

Respecto a la calidad de la comida, manifestó que las medias reces 

poseían el sello de SENASA como clase “A” y “B”. En cuanto a las 

vejaciones, las deberían haber sufrido los agentes, oficiales y 

funcionarios del Complejo Penitenciario Federal II, hecho que según sus 

dichos no sucedió. Asimismo, refirió que no visualizó adjunto a la causa 

una prueba pericial que respalde el nexo de causalidad entre la caída 

de alguna pieza dentaria si lo hubiere con el consumo de alimento 

alguno. Refiriéndose a la denuncia de Procuvin manifestó advertir una 

subjetividad manifiesta y que no se ha estructurado una forma 

concreta, clara y precisa, existiendo una orfandad manifiesta respecto 

de cuál o cuáles elementos fácticos vinculan a cada imputado con cada 

hecho punible.  

Su accionar resultó relevante a la hora de perfeccionar tanto una 

como otra maniobra (ya sea por la vía del Fondo Rotatorio como en los 

casos del Legítimo Abono) ya que legitimaron, escogieron y  no 
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efectuaron los controles suficientes la contratación del Estado con la 

firma “Carnes Yamuni” lo que derivó en la adquisición por montos 

elevados por tratarse de carne de menor calidad a la que debían 

comprar. 

Así se ha puesto de manifiesto en tanto la empresa no adquiría 

ganado en pie (en la cantidad suficiente) de la que debía entregar al 

Complejo Penitenciario, se han advertido la presencia de remitos sin 

que se haya constatado el ingreso de camiones al penal en las fechas 

establecidas y, finalmente, se ha probado la existencia de remitos en 

blanco de la firma en las instalaciones del penal. 

A su vez, y no menos importante, conforme la prueba recabada, 

han existido períodos donde el penal no contaba con las condiciones 

necesarias para poder recibir la mercadería que, conforme los remitos 

secuestrados, era ingresada al penal, lo que permite inferir la falsedad 

de lo allí plasmado. 

En tales circunstancias, encuentro reunidos los elementos 

suficientes para dictar un auto de procesamiento respecto de Francisco 

Ramírez, Javier Morriones, Sergio Otazú, Rodolfo Fassa, Oscar García 

y Walter Trangoni. 
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Por ello corresponde que me expida sujeto a las previsiones del 

Libro II, Titulo IV, Capítulo V, del Código Ritual, lo que así resolveré en la 

parte  dispositiva de la presente. 

 Cabe recordar que el auto de procesamiento “Si bien significa un 

avance en orden al conocimiento de la imputación, no requiere 

certidumbre apodíctica por parte del juez acerca de los extremos 

requeridos para decretarlo (...) Solo exige elementos de convicción 

suficientes sobre la ocurrencia del delito y la intervención del imputado” 

(D´Albora, Francisco “Código Procesal Penal de la Nación”, pag. 517, 

Ed. Abeledo Perrot, 1999).- 

 Así las cosas, y no habiéndose alegado causales de justificación, 

inculpabilidad o inimputabilidad, decretaré en definitiva el 

procesamiento de los mencionados por considerarlo "prima facie" 

partícipes necesarios del hecho descripto en el "Considerando 

Primero". 

Jefes del Complejo Penitenciario Federal nro. 2 de Marcos Paz. 

José María Ferezín, Orlando Aguirre, Raúl Medina, Juan Carlos 

Lafuente, Gumercindo Gómez y Gabriel Ciappesoni. 

De seguido me detendré en el accionar desplegado por los que 

ocuparon el cargo de Director del Complejo II de Marcos Paz, aclarando 
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liminalmente que el reproche no recae por el simple hecho de 

pertenecer  a la estructura penitenciaria sino que pesa sobre ellos una 

responsabilidad específica en la guarda de personas y la especifica 

tarea de garantizar el buen estado del lugar detención, sus condiciones 

y, por supuesto, la correcta alimentación de los reclusos. 

Es en este sentido que haré una distinción de los casos de 

Gómez, Ciappesoni y Medina quienes ejercieron el cargo por tiempo 

escaso o tan sólo por ausencia del Director, por lo que no considero 

que se encuentren reunidos los elementos suficientes para avanzar en 

un reproche a su respecto, toda vez que carecían de facultades 

suficientes para encarar cambios sustanciales para evitar la 

prolongación de la situación existente. 

En este sentido, teniendo en cuenta la producción de medidas 

que pudieran arrojar luz sobre lo acontecido, considero que debe 

estarse a una solución expectante sobre ellos, por lo que dispondré una 

falta de mérito. 

Mismo resultado se arriba en relación a Lafuente por otros 

motivos, quien explicó que: “se desempeñó como Jefe del Complejo 

desde el 18 de diciembre de 2015 al 02 de enero de 2017. Refirió que 

cuando ingresa mercadería intervienen los responsables de la Comisión 
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de Recepción de Bienes, quienes tienen a su cargo controlar el estado 

de los bienes y mercaderías que ingresan, calidad de los mismos y si 

corresponde con la cantidad que debe ingresar.” 

Asimismo, especificó “que durante su gestión priorizó las 

medidas de control y supervisión de ingreso de bienes al Complejo 

Penitenciario, siendo que en el año 2016 por expresa orden de la 

Jefatura de Complejo se incorporó con afectación exclusiva dieciséis 

agentes a la Cocina Central, decisión motivada a los fines de dotar al 

área del personal suficiente para llevar adelante las tareas que 

demanda. Entre ese personal se dispuso la fijación de funciones de una 

Licenciada en nutrición con dedicación exclusiva y asiento operativo en 

las instalaciones de la cocina central.” 

Por otra parte, detalló que “en fecha 21 de julio de 2016 ordenó 

el dictado del Memorando n° 59/2016 dónde impartió directivas 

precisas al Puesto de Control Externo siendo que éstos debían, ante el 

arribo de móviles, dar aviso inmediato a algún integrante de la 

Comisión de Recepción a fin de que éste se apersone y supervise en el 

acceso vehicular las provisiones. Asimismo, se elaboró una propuesta 

desde la Jefatura de Complejo que fue elevada a la Dirección Nacional 

en emes de Octubre del año 2016 en la que dio cuenta de las 
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dificultades que se presentan en la tarea de fiscalización por parte de 

los funcionarios que tienen a su cargo tareas tan disimiles a las 

encomendadas. La propuesta también prevé una comisión integrada 

por oficiales del Escalafón Administrativo y miembros Ad Hoc que 

posean conocimientos técnicos específicos en función al tipo de bienes y 

servicios contratados.” 

También solicitó se contemple sumar a las acciones de 

supervisión ya establecidas otras como el control de ingreso de 

mercaderías y su cotejo con lo entregado y su correspondiente remito. 

Finalmente, destacó que la propuesta mencionada tuvo acogida 

favorable por parte de la Dirección Nacional disponiéndose en 

consecuencia la conformación de una Comisión de Trabajo la cual se 

halla presidida por el Subdirector Nacional a los fines de realizar una 

actualización normativa para la regulación de la conformación y 

funcionamiento de las Comisiones de Recepción de los 

Establecimientos Penitenciarios y elaborar un Protocolo de distribución 

de los alimentos.-                                    

Como se advierte, aquél ejerció el cargo durante el año 2016 

cuando la infraestructura del lugar (estado de las heladeras) 

evidenciaron una mejora en las características que permitían una mejor 
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recepción de la comida, con lo que se advierte una tarea tendiente a 

remediar la situación existente, lo que no hace más que corroborar los 

extremos respecto de los agentes Ferezin y Aguirre. 

Como adelantara, distinta suerte corresponde a Ferezin y 

Aguirre, quienes teniendo a su cargo la guarda y conservación de los 

elementos no fueron diligentes en su accionar, posibilitando con las 

omisiones a sus funciones la comisión del delito aquí investigado. 

En suma, la actividad desarrollada con antelación que permitió 

que la cantidad y la calidad de la carne que fuera adquirida a la firma 

“Carnes Yamuni” no fuera la que requería el penal no contó con el 

suficiente control por parte de estos funcionarios que, si bien confiaban 

en el despliegue de las otras áreas, lo cierto es que de modo alguno 

podían resultar ajenos al conocimiento de las deficiencias para la 

guarda y cocción de los alimentos, ya que fueran objeto de audiencias, 

recorridas y recomendaciones por parte del colega a cargo del Juzgado 

Federal nro. 1 de esta ciudad. 

Por otra parte, no menos importante, la multiplicidad de 

planteos de la Procuración Penitenciaria como de los propios internos 

en relación a la calidad y cantidad de comida que recibían era de 
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público conocimiento, por lo que su inactividad merece el reproche 

penal que aquí se realiza. 

Al momento de realizar sus descargos, José María Ferezin y 

Oralndo Aguirre, fueron contestes en explicar “que las funciones 

reglamentariamente establecidas para el JEFE DE COMPLEJO son tan 

amplias y tan complejas que sería imposibles llevarlas a cabo de no 

existir una eficiente delegación de competencias. A más, nótese que la 

primera de las funciones que se menciona es la de coordinación a través 

de las Direcciones de las Unidades Residenciales y demás 

dependencias”. 

A su vez, hicieron un extenso relato respecto a las áreas que 

intervienen en la tramitación de los legítimos abonos y fondos rotarios 

dentro del penal, centrado su tarea a la elevación de modo que sólo se 

trata de una cuestión meramente administrativa ya que existe un área 

específica –cuyo rol ya ha sido explicado con antelación.- 

En este sentido, cabe señalar que tras una lectura 

pormenorizada de la totalidad de la prueba acompañada al sumario, 

estimo que si bien no existen elementos para involucrar a los 

investigados en la maniobra defraudatoria contra las arcas del estado si 
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han existido graves irregularidades que evidencian una falla a los 

deberes confiados. 

Por ello corresponde que me expida sujeto a las previsiones del 

Libro II, Titulo IV, Capítulo V, del Código Ritual, lo que así resolveré en la 

parte  dispositiva de la presente. 

 Cabe recordar que el auto de procesamiento “Si bien significa un 

avance en orden al conocimiento de la imputación, no requiere 

certidumbre apodíctica por parte del juez acerca de los extremos 

requeridos para decretarlo (...) Solo exige elementos de convicción 

suficientes sobre la ocurrencia del delito y la intervención del imputado” 

(D´Albora, Francisco “Código Procesal Penal de la Nación”, pag. 517, 

Ed. Abeledo Perrot, 1999).- 

 Así las cosas, y no habiéndose alegado causales de justificación, 

inculpabilidad o inimputabilidad, decretaré en definitiva el 

procesamiento de los mencionados por considerarlo "prima facie" 

partícipes necesarios del hecho descripto en el "Considerando 

Primero". 

Personal de la División Economato del Complejo Penitenciario 

Federal nro. 2 de Marcos Paz. Hugo Ocampos, Carlos Merino, 
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Christian Pereyra, Leonardo Aravena, Marcelo Juárez y Jorge A. 

García. 

Cabe señalar que los aquí analizados debían receptar la 

mercadería y firmaban los correspondientes remitos dando entidad de 

que era lo recibido, de este modo permitían que se iniciara el proceso 

de pago en favor de la firma “Carnes Yamuni SA”.  

El proveedor al no ingresar la cantidad de carne que se le pagó y 

que dijo haber entregado en el remito correspondiente, obtuvo un 

beneficio económico indebido. Asimismo, como consecuencia de ello, 

la población alojada en el CPF II no recibió carne vacuna durante las 

fechas establecidas, causándose un déficit en su alimentación, con 

connotaciones negativas fuertes en su psiquis e integridad física. Esta 

maniobra fue absolutamente posible gracias a la participación de los 

funcionarios penitenciarios que están a cargo del control del ingreso de 

mercadería, que corroboraron los dichos de Carnes Yamuni S.A. 

vertidos en un remito fraguado.    

De acuerdo a lo establecido en el reglamento interno del 

Servicio Penitenciario Federal, los alimentos deben ser recibidos por el 

personal de la Sección Economato (dependiente de la División de 

Abastecimiento de cada complejo carcelario), en presencia de la 
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Comisión de Recepción, la cual debe estar presente al momento de la 

descarga de la mercadería y debe pesar a cada una de las medias reses 

que ingresan al complejo, controlar que las tengan los controles de 

tránsito de SENASA y las etiquetas de aptitud para consumo humano13.  

Como se ha señalado a lo largo del presente auto, nada de esto 

se cumplió y que, a pesar de ello, se solicitó y abonó el pago de 

mercadería.  

No hay ninguna razón que pueda justificar el hecho de que los 

funcionarios penitenciarios cuenten con remitos en blanco del 

proveedor, los cuales debieron haberse completado por “Carnes 

Yamuni SA” para la circulación del camión con esa mercadería y como 

medio de prueba de lo que transportaban. No es menor este dato, que 

se suma a todo lo ya valorado, que nos permite concluir que no 

ingresaba al CPF II la totalidad de la mercadería abonada por el SPF a la 

firma. Estos documentos pasaron por las manos de las máximas 

autoridades del Complejo Penitenciario Federal II, quienes conociendo 

la reglamentación a la cual debían atenerse, aprobaron el pago de 

fondos rotatorios sin observación alguna.  

                                                
13 según resolución n° 1787 del 07/08/2003 e instructivo Tema 08 – Suministro – 

Subtema 06 – Comisión de Recepciones y en el Instructivo Tema 08 – Suministro – Subtema 

01 – Bienes de Consumo, ambos instrumentos integrantes del “Manual de Procedimiento 

Administrativo de la Dirección General de Administración” 
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Como se advierte el rol adjudicado al comité de recepción 

aparece como determinante al momento de analizar la conducta 

delineada a través de los párrafos que anteceden, pero lo cierto es que 

su conformación resultaba de personal que no se avocaban sólo a esa 

tarea sino que cumplía otros roles dentro de la institución. 

Al momento de efectuar sus respectivos descargos, los 

imputados negaron el hecho imputado, expresaron que cumplían otros 

roles dentro de la estructura y que ellos no contrataban con la 

empresa, no fijaban los precios, como así tampoco tomaron 

conocimiento o participaron del déficit alimenticio del penal. 

En este sentido, considero que conforme la prueba reunida 

hasta el momento están reunidos los extremos para sostener que los 

miembros del Comité de recepción entre los años 2014 y 2016 no 

cumplieron con sus roles asignados, por cuanto se ha comprobado la 

existencia de remitos firmados sin la correspondiente correlación con 

su efectivo ingreso al penal, como así también el arribo de alimento en 

circunstancias que no había la refrigeración necesaria para ello, lo que 

permite sospechar que ello no ocurrió. 

Si bien la función establecida por la procuración al momento de 

solicitar que presten declaración indagatoria les adjudica un rol crucial 
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en la presente secuencia delictiva, entiendo que no resultaban personal 

idóneo para llevar adelante la tarea y que no han ejercido de modo 

correcto el rol impuesto, por lo que deberán responder por dicha 

omisión. 

Por ello corresponde que me expida sujeto a las previsiones del 

Libro II, Titulo IV, Capítulo V, del Código Ritual, lo que así resolveré en la 

parte  dispositiva de la presente. 

 Cabe recordar que el auto de procesamiento “Si bien significa un 

avance en orden al conocimiento de la imputación, no requiere 

certidumbre apodíctica por parte del juez acerca de los extremos 

requeridos para decretarlo (...) Solo exige elementos de convicción 

suficientes sobre la ocurrencia del delito y la intervención del imputado” 

(D´Albora, Francisco “Código Procesal Penal de la Nación”, pag. 517, 

Ed. Abeledo Perrot, 1999).- 

 Así las cosas, y no habiéndose alegado causales de justificación, 

inculpabilidad o inimputabilidad, decretaré en definitiva el 

procesamiento de los mencionados por considerarlo "prima facie" 

partícipes necesarios del hecho descripto en el "Considerando 

Primero". 
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Directorio de la firma Carnes Yamuni SA. Facundo Antonio 

Yamuni, Antonio Julián Yamuni y Marcela Lucía Balchunas. 

En relación a los mencionados, el cuadro probatorio ha sido 

suficientemente desarrollado a lo largo de los apartados que 

anteceden, por lo que haré referencia a sus descargos para luego 

establecer el rol que el suscripto les achaca evitando, en lo posible, 

reiteraciones innecesarias. 

Al hacer entrega de su descargo, la Sra. Balchumas se limitó a 

afirmar que se trata de una empresa familiar de la que forma parte y 

que actualmente dirige su hijo Facundo. Que si bien está al tanto de los 

giros comerciales de la empresa, no participa de las contrataciones que 

se efectúan ya que se dedica a la vida familiar y hogareña. 

Por su parte, tanto Antonio como Facundo Yamuni se 

remitieron a la presentación que realizaran con fecha 3 de octubre de 

201714, de la que destacaré algunos párrafos de interés. 

Explicó que: “Al inicio de la presente investigación se afirmó con 

relación a las firmas proveedoras de alimentos que “…existen serias 

sospechas sobre la verdadera capacidad operativa de algunas de esas 

compañías…” (ver denuncia, punto “c”). Las diligencias ordenadas por 

                                                
14 Ver escrito de fs. 2088/2101 de Facundo Yamuni con el patrocinio letrado de los 

Dres. Ricardo Casal y Cesar Albarracin 
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el Juzgado a su cargo y la documentación obrante en la causa permiten 

desde ya advertir que esa estimación inicial no resulta en nada 

compatible con la realidad comercial de la empresa a mi cargo. 

Tampoco tiene asidero respecto de Yamuni la afirmación, contenida en 

la denuncia, de que la empresa pueda haber sido utilizada “…como 

figura que se interponen a los reales dueños del negocio…”. 

Agregó que “corresponde dejar asentado también que para 

nuestra empresa, en términos económicos, el modo mas conveniente de 

contratación con el Estado es el mecanismo de licitación pública, tanto 

por volumen que implica como la seguridad jurídica y celeridad en los 

pagos (…). La adjudicación por esa vía nos permite proyectar el giro 

comercial a mediano plazo, negociar en mejores condiciones los precios 

de compra, organizar y racionalizar el uso de los recursos humanos y 

materiales, y obtener créditos a tasas bajas para inversiones o 

recambio de los bienes de uso”. 

Consideró que “El informe de la fiscalía parte del error inicial de 

suponer que las empresas se benefician cuando no existe licitación 

pública, lo que es absolutamente inexacto (…). Demás está decir que las 

empresas proveedoras no tenemos posibilidad alguna de decidir sobre 

el modo en que el Estado realiza las contrataciones (…). El Ministerio 
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Público afirma no obstante que existió una dilación injustificada y 

dolosa de los procedimientos de licitación pública. En lo que atañe a 

“Carnes Yamuni SA”, jamás se consentiría –y mucho menos participaría- 

de una maniobra de esa naturaleza, entre otras muchas razones, 

porque iría directamente en contra de sus intereses comerciales. Por lo 

demás, y ello también es evidente, no se trata de un asunto en el que 

pudieran tener injerencia o responsabilidad las empresas, por la sencilla 

razón de que no tienen a su cargo la tramitación de los expedientes”. 

En cuanto al pago por medio de Fondos Rotatorios o Legítimos 

Abonos, expresó que “se trata de decisiones que corresponden a la 

esfera de la administración pública y que, en consecuencia, escapan 

también por completo a las posibilidades de decisión de las empresas 

proveedoras”. 

Además, explicaron que las facturas emitidas tienen su 

correspondiente remito por lo que no considera que se haya 

acreditado en autos la falta de ingreso de la carne, explicando que 

tampoco les puede ser reprochado que lo que ellos ingresaran al penal 

no haya llegado –tal como afirma la denuncia- a los internos alojados 

en el penal. 
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Afirma que “el mayor porcentaje de compras realizadas por 

nuestra empresa es de vaca buena (alrededor del 60%), que es la que se 

distribuye en el SPF, destinándose el resto a la producción de chorizos, 

carne picada y hamburguesas”. 

Por último, dijo “con relación al supuesto hallazgo de remitos en 

blanco, se trata de instrumentos que no sirven de modo alguno para el 

cobro, por no reflejar ellos la recepción de mercadería alguna (…). Es 

evidente que la presencia en la unidad no puede mas que derivar de un 

descuido del personal encargado de las entregas, en el marco de la 

operatoria habitual de la empresa, que reparte carne en varios 

complejos penitenciarios y muchas veces carga directamente la carne 

en el frigorífico “Frigolar”, desde el que se traslada la mercadería 

directamente a los complejos sin pasar por la sede de las empresa para 

completarlos y salir”. 

En primer lugar diré que no encuentro en el descargo de los 

imputados elementos que permitan echar por tierra los extremos 

señalados, con la salvedad de aclarar que considero que trata de una 

situación de anomalía administrativa –demora de la Licitación Pública- 

que fue aprovechada por los aquí analizados para la selección de 

empresas afines para llevar adelante la tarea, quienes –a su vez- no 
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ingresaron la cantidad y calidad de alimentos que fueran abonados por 

el Servicio Penitenciario Federal causando, de ese modo, una lesión a 

las arcas del Estado Nacional. 

A esta altura, considero necesario transcribir el Anexo IV del 

dictamen fiscal que analiza de modo pormenorizado el giro comercial 

de la firma “Carnes Yamuni SA”, arrojando claridad sobre los puntos 

cruciales de la pesquisa. Sin perjuicio de ello, estimo que los elementos 

reunidos hasta la fecha permiten sostener este auto de mérito aquí 

desarrollado pero no invalidan el desarrollo de un peritaje de la 

especialidad que también se dispondrá. 

La Procuración estimó que se cuentan con elementos 

probatorios suficientes para afirmar que la firma Carnes Yamuni S.A. 

desde enero 2014 hasta julio 2016 obtuvo beneficios injustificados 

(lucro indebido) por medio del cobro de sobreprecios en las ventas de 

carne vacuna, en forma de media res y chorizo, que le efectuó al CPF II. 

En lo que sigue se mostrará en forma bien gráfica y sistemática 

un análisis de los expedientes de legítimo abono secuestrados en 

autos, por medio de los cuales el SPF le pagó en muchas oportunidades 

a Carnes Yamuni S.A.  
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Este estudio tuvo como finalidad corroborar o descartar alguna 

forma de sobrefacturación en el pago de la carne vacuna por parte del 

SPF a Carnes Yamuni S.A. Básicamente, a continuación se mostrarán los 

resultados propios de una simple contrastación entre los valores 

pagados por el SPF a dicho proveedor y los precios de mercado.  

Los parámetros que se tomaron en cuenta para efectuar ese 

informe fueron: a) los valores de carne por kilo que la firma Carnes 

Yamuni S.A. facturó al Servicio Penitenciario Federal durante los años 

2014 y 2015; b) los valores del Mercado de Liniers publicados en su 

página web y c) precios promedio publicados por Centro de 

Consignatarios Directo de Hacienda (CCDH). 

Según surge de los pliegos de condiciones de los procesos 

licitatorios, que en muchos casos eran tomados como referencia 

incluso para los expedientes de legítimo abono y para el pago por 

fondos rotatorios, la calidad de la carne vacuna que el proveedor debía 

entregar al CPF II, por la cual se le abonó un precio correspondiente a 

ella, era carne vacuna de exportación o de excelencia, esto es: clase 

“AA”, “A” y “B”, gordura nivel 1 o 2, cuyo peso podía oscilar entre los 

114 y los 140 kilos por cada media res. Sin embargo, de acuerdo a los 

testimonios de  los internos analizados por la PPN, los informes de PPN 
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y los de la Comisión de funcionarios del Poder Judicial que constataron 

las condiciones de alimentación del CPF II, anteriormente analizados, es 

claramente constatable que la calidad de la carne que entregó el 

proveedor era calidad “vaca conserva” y “vaca regular”. 

En efecto, se compararon los precios pagados por el SPF a 

Carnes Yamuni S.A. y los precios de mercado de carne vacuna calidad 

“vaca conserva” y “vaca regular”, que repito, es la única que pudieron 

haber entregado de acuerdo a los informes, inspecciones y entrevistas 

arriba mencionada.  

Así, el precio pagado por el Servicio Penitenciario Federal y los 

precios promedio publicados por Centro de Consignatarios Directo de 

Hacienda (CCDH), dan cuenta que sí existieron sobreprecios abonados 

por el SPF a Carnes Yamuni S.A., los cuales, según la calidad de la carne 

tenida en cuenta, oscilan en el período 2014 entre los $3.471.961,45 

(cotejo con vaca conserva) y $1.649.477,74 (cotejo con vaca regular); 

en 2015 entre 2015 $ 2.649.682,01 (vaca conserva) y $1.426.010,25 

(vaca regular), y en 2016 entre $2.232.148,01 (vaca conserva) y 

$1.025.360,12 (vaca regular). 

Ello puede verse con mayor calidad en los gráficos que se 

expondrán a continuación, por cada año investigado. 
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En 2014: 

 

En el cuadro se observa que el precio del kilo de carne vacuna 

abonado por el Servicio Penitenciario Federal a Carnes Yamuni S.A. 

durante 2014 fue siempre superior al valor de mercado previsto para 

los dos tipos de categorías de vaca tenidas en cuenta. El sobreprecio 

promedio pagado en 2014 fue del 26,81%, si el proveedor hubiera 

entregado carne tipo regular. Efectuando el mismo cálculo sobre el 

promedio de precios de carne de calidad inferior, el sobreprecio 

abonado durante 2014 supera en un al 77,6% los precios promedio de 

mercado de la carne conserva. 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

319 

IC/EL 

Tabla 1: Precios facturados, valores de mercado y sobreprecios 

mensuales en 2014, respecto de la vaca regular 

 

Mes 
Precio 

facturado 

Precio según 
CCDH vaca 

regular 

Diferencia 
neta 

con precio 
vaca 

regular 

     Diferencia en con 
precio vaca regular 

(%) 

Enero 14 $ 20,71 $15,48 $ 5,23 33,79% 

Febrero 14 $ 19,50 $18,35 $ 1,15 6,27% 

Marzo 14 $ 19,30 $18,94 $ 0,36 1,90% 

Abril 14 $ 20,44 $18,25 $ 2,19 12,00% 

Mayo 14 $ 23,73 $19,37 $ 4,36 22,51% 

Junio 14 $ 25,22 $19,44 $ 5,78 29,73% 

Julio 14 $ 25,17 $20,08 $ 5,09 25,35% 

Agosto 14 $ 28,21 $21,79 $ 6,42 29,46% 

Septiembre 
14 

$ 30,04 
$22,75 

$ 7,29 32,04% 

Octubre 14 $ 30,11 $22,60 $ 7,51 33,23% 

Noviembre 
14 

$ 31,29 
$22,75 

$ 8,54 37,54% 

Diciembre 
14 

$ 32,61 
$20,66 

$ 11,95 57,84% 

   Promedio 
total  

26,81% 

 

Tabla 2: Precios facturados, valores de mercado y sobreprecios 

mensuales en 2014, respecto de la vaca conserva 

Mes 
Precio 

facturado 

Precio según 
CCDH vaca 
conserva 

Diferencia 
neta 

con precio 
vaca 

conserva 

Diferencia en con 
precio vaca 

conserva (%) 

Enero 14 $ 20,71 $10,48 $ 10,23 97,61% 
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Febrero 14 $ 19,50 $12,75 $ 6,75 52,94% 

Marzo 14 $ 19,30 $11,51 $ 7,79 67,68% 

Abril 14 $ 20,44 $11,48 $ 8,96 78,05% 

Mayo 14 $ 23,73 $11,60 $ 12,13 104,57% 

Junio 14 $ 25,22 $12,25 $ 12,97 105,885 

Julio 14 $ 25,17 $13,29 $ 11,88 89,39% 

Agosto 14 $ 28,21 $17,00 $ 11,21 65,94% 

Septiembre 
14 

$ 30,04 
$18,58 $ 11,46 61,68% 

Octubre 14 $ 30,11 $19,50 $ 10,61 54,41% 

Noviembre 
14 

$ 31,29 
$19,50 $ 11,79 60,46% 

Diciembre 
14 

$ 32,61 
$16,93 $ 15,68 92,62% 

   Promedio 
total  

77,6% 

 

Las compras de carne de vaca (expresadas en kilogramos), 

efectuadas durante el año 2014 por el SPF a Carnes Yamuni S.A., con 

destino al CPF II, fueron las siguientes: 
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Tabla 3: Diferencia entre los siguientes valores de carne vacuna 

pagados en 2014 por el SPF a Carnes Yamuni S.A. y valores de mercado: 

 

Mes 
Monto 

facturado 

Precio según 
CCDH media 

res vaca 
conserva 

Precio 
según CCDH 

media res 
vaca 

regular 

Diferencia 
entre monto 
abonado a 
Yamuni  y 

precio 
conserva 

Diferencia entre 
precio abonado 

a Yamuni y 
precio regular 

Enero $ 
744.526,15 $ 376.797,92 

$ 
556.567,92 $ 367.728,23 $ 187.958,23 

Febrero $ 
584.863,50 $ 382.410,75 

$ 
550.371,55 $ 202.452,75 $ 34.491,95 

Marzo $ 
588.833,39 $ 351.711,07 

$ 
578.749,58 $ 237.122,32 $ 10.083,81 

Abril $ 
392.635,27 $ 220.427,48 

$ 
350.418,25 $ 172.207,79 $ 42.217,02 

Mayo $ 
814.683,67 $ 398.239,60 

$ 
664.991,47 $ 416.444,07 $ 149.692,20 

Junio $ 
642.805,72 $ 312.277,00 

$ 
495.564,48 $ 330.528,72 $ 147.241,24 

Julio $ $ 446.411,10 $ $ 400.579,60 $ 172.503,50 
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846.990,70 674.487,20 

Agosto $ 
696.501,90 $ 419.747,00 

$ 
538.016,89 $ 276.754,90 $ 158.485,01 

Septiembre $ 
977.309,30 $ 604.500,30 

$ 
740.171,25 $ 372.809,00 $ 237.138,05 

Octubre $ 
753.536,44 $ 487.948,50 

$ 
565.519,80 $ 265.587,94 $ 188.016,64 

Noviembre $ 
412.334,14 $ 256.971,00 

$ 
299.799,50 $ 155.363,14 $ 112.534,64 

Diciembre $ 
570.624,13 $ 296.241,14 

$ 
361.508,68 $ 274.382,99 $ 209.115,45 

 $ 
7.728.708,72 

Sobreprecio total abonado: 
$ 

3.471.961,45 
$ 1.649.477,74 

 

 

En 2015: 

 

En el cuadro se observa que el precio del kilo de carne vacuna 

abonado por el Servicio Penitenciario Federal a Carnes Yamuni S.A. 

durante 2015 fue siempre superior al valor de mercado previsto para 
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los dos tipos de categorías de vaca tenidas en cuenta. El sobreprecio 

promedio pagado en 2015 fue del 32,12%, si el proveedor hubiera 

entregado carne tipo regular. Efectuando el mismo cálculo sobre el 

promedio de precios de carne de calidad inferior, el sobreprecio 

abonado durante 2015 supera en un al 81,25% los precios promedio de 

mercado de la carne conserva, promedio que además supera al 

estimado para 2014. 

Tabla 1: Precios facturados, valores de mercado y sobreprecios 

mensuales en 2015, respecto de la vaca regular 

 

 
Mes 

Precio 
facturado 

Precio según 
CCDH vaca 

regular 

Diferencia 
neta 

con precio 
vaca regular 

Diferencia en con 
precio vaca 
regular (%) 

Enero 15 $ 32,06 $21,57 $ 10,49 48,64% 

Febrero 15 $ 32,66 $23,34 $ 9,32 39,93% 

Marzo 15 $ 33,32 $23,68 $ 9,64 40,72% 

Abril 15 $ 31,90 $18,55 $ 13,35 71,95% 

Mayo 15 $ 33,18 $23 $ 10,18 44,27% 

Junio 15 $ 31,98 $23,38 $ 8,60 36,77% 

Julio 15 $ 30,34 $23,95 $ 6,39 26,67% 

Agosto 15 $ 31,84 $24,56 $ 7,28 29,64% 

Septiembre 
15 $ 32,51 

$26,19 
$ 6,32 24,12% 

Octubre 15 $ 32,48 $26,91 $ 5,57 20,70% 

Noviembre 
15 $ 29,51 

$29,14 
$ 0,37 1,28% 

Diciembre 
15 $ 31,67 

$31,44 
$ 0,23 0,72% 
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   Promedio 
total  

+32,12% 

 

 

Tabla 2: Precios facturados, valores de mercado y sobreprecios 

mensuales en 2015, respecto de la vaca conserva 

 

Mes 
Precio 

facturado 

Precio según 
CCDH vaca 
conserva 

Diferencia 
neta 

con precio 
vaca 

conserva 

Diferencia en con 
precio vaca 

conserva (%) 

Enero 15 $ 32,06 $16,67 $ 15,39 92,33 

Febrero 15 $ 32,66 $17,45 $ 15,21 87,16 

Marzo 15 $ 33,32 $17,75 $ 15,57 87,73 

Abril 15 $ 31,90 $12,8 $ 19,10 149,20 

Mayo 15  $ 33,18 $15,88 $ 17,30 108,95 

Junio 15 $ 31,98 $16,62 $ 15,36 92,40 

Julio 15 $ 30,34 $16,6 $ 13,74 82,75 

Agosto 15 $ 31,84 $16,2 $ 15,64 96,54 

Septiembre 
15 $ 32,51 

$18,62 
$ 13,89 74,58 

Octubre 15 $ 32,48 $20,8 $ 11,68 56,15 

Noviembre 
15 $ 29,51 

$24,37 
$ 5,14 21,11 

Diciembre 
15 $ 31,67 

$25,12 
$ 6,55 26,06 

   Promedio 
total  

+81,25% 

 

 

En el año 2015, el SPF le compró a Carnes Yamuni S.A., la 

siguiente cantidad de kilos de carne: 
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Tabla 3: Diferencia entre los siguientes valores de carne vacuna 
pagados en 2015 por el SPF a Carnes Yamuni S.A. y valores de mercado: 

 

Mes 
Monto  

facturado 

Precio 
según 
CCDH 
vaca 

conserva 

Precio 
según 

CCDH vaca 
regular 

Diferencia 
entre precio 
abonado a 
Yamuni y 

precio 
conserva 

Diferencia 
entre precio 
abonado a 
Yamuni  y 

precio regular 

Enero $ 
352.775,64 

$ 
183.420,01 

$ 
237.334,71 $ 169.355,63 $ 115.440,93 

Febrero $ 
141.282,88 $ 75.488,70 

$ 
100.968,84 $ 65.794,18 $ 40.314,04 

Marzo $ 
685.232,32 

$ 
365.011,00 

$ 
486.955,52 $ 320.221,32 $ 198.276,80 

Abril $ 
700.690,52 

$ 
281.177,60 

$ 
407.487,85 $ 419.512,92 $ 293.202,67 

Mayo $ 
513.223,96 

$ 
245.615,96 

$ 
355.741,00 $ 267.608,00 $ 157.482,96 

Junio $ 
817.467,21 

$ 
424.873,68 

$ 
597.686,32 $ 392.593,53 $ 219.780,89 

Julio $ 
497.741,22 

$ 
272.356,20 

$ 
392.947,65 $ 225.385,02 $ 104.793,57 

Agosto $ 
619.436,55 

$ 
315.171,00 

$ 
477.814,80 $ 304.265,55 $ 141.621,75 

Septiembre $ $ $ $ 173.789,64 $ 79.058,66 
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406.800,32 233.010,68 327.741,66 

Octubre $ 
422.524,92 

$ 
270.587,20 

$ 
350.072,19 $ 151.937,72 $ 72.452,73 

Noviembre $ 
582.992,39 

$ 
481.380,61 

$ 
575.602,42 $ 101.611,78 $ 7.389,97 

Diciembre $ 
301.697,76 

$ 
244.091,04 

$ 
305.502,48 $ 57.606,72 -$ 3.804,72 

 
 

Sobreprecio total 
abonado: 

$ 
2.649.682,01 

$ 1.426.010,25 

 

 

En 2016: 

 

 

 

En el cuadro se observa que el precio del kilo de carne vacuna 

abonado por el Servicio Penitenciario Federal a Carnes Yamuni S.A. 

durante 2016 fue siempre superior al valor de mercado previsto para 

los dos tipos de categorías de vaca tenidas en cuenta. El sobreprecio 
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promedio pagado en 2016 fue del 27,36 %, si el proveedor hubiera 

entregado carne tipo regular. Efectuando el mismo cálculo sobre el 

promedio de precios de carne de calidad inferior, el sobreprecio 

abonado durante 2016 supera en un al 91,3% los precios promedio de 

mercado de la carne conserva, promedio que además supera al 

estimado para 2014 y 2015. 

Tal como se aprecia en el gráfico anterior el precio del kilo de 

carne abonado por el Servicio Penitenciario a Yamuni S. A. es siempre 

superior al valor de mercado para los dos tipos de categorías relevadas, 

que podrían coincidir con el tipo de carne facturada. Ello es así incluso 

si se asume que el SPF adquiere carne de vaca de la mejor calidad 

disponible (cuestión que está en duda por el análisis de la categoría de 

hacienda que compraba para proveer a sus clientes y el tipo de carne 

que dice consumir la persona detenida en el CPF II).  

Tabla 1: Precios facturados, valores de mercado y sobreprecios 

mensuales en 2016, respecto de la vaca regular 

 

Mes 
Precio 

facturado 

Precio según 
CCDH vaca 

regular 

Diferencia 
neta 

con precio 
vaca 

regular 

     Diferencia en con 
precio vaca regular 

(%) 

Enero 16 $ 39,95 $31,18 $ 8,77 28,13% 
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Febrero 16 $ 39,89 $33,5 $ 6,39 19,07% 

Marzo 16 $ 43,88 $34,5 $ 9,38 27,19% 

Abril 16 $ 43,88 $36,75 $ 7,13 19,40% 

Mayo 16 $ 48,95 $36,25 $ 12,70 35,03% 

Junio 16 $ 48,34 $37,4 $ 10,94 29,25% 

Julio 16 $ 49,90 $37,4 $ 12,50 33,42% 

   Promedio 
total  

27,36% 

 

 

Tabla 2: Precios facturados, valores de mercado y sobreprecios 

mensuales en 2016, respecto de la vaca conserva 

 

Mes 
Precio 

facturado 

Precio según 
CCDH vaca 
conserva 

Diferencia 
neta 

con precio 
vaca 

conserva 

Diferencia en con 
precio vaca 

conserva (%) 

Enero 16 $ 39,95 $ 24,00 $ 15,95 66,46% 

Febrero 16 $ 39,89 $ 25,87 $ 14,02 54,19% 

Marzo 16 $ 43,88 $ 26,20 $ 17,68 67,48% 

Abril 16 $ 43,88 $ 24,50 $ 19,38 79,10% 

Mayo 16 $ 48,95 $ 21,50 $ 27,45 127,67% 

Junio 16 $ 48,34 $ 21,50 $ 26,84 124,84% 

Julio 16 $ 49,90 $27,15 27,15 119,34% 

   Promedio 
total  

91,30% 

 

En el año 2016, el SPF le compró a Carnes Yamuni S.A., la siguiente 

cantidad de kilos de carne: 
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Tabla 3: Diferencia entre los siguientes valores de carne vacuna 

pagados en 2016 por el SPF a Carnes Yamuni S.A. y valores de mercado: 

 

Mes 
Monto  

facturado 

Precio 
según 
CCDH 
vaca 

conserva 

Precio 
según CCDH 
vaca regular 

Diferencia 
entre precio 
abonado a 
Yamuni y 

precio 
conserva 

Diferencia entre 
precio abonado a 
Yamuni  y precio 

regular 

Enero $ 983.569,00 $ 
590.880,00 

$ 
767.651,60 

$ 392.689,00 $ 215.917,40 

Febrero $ 318.521,35 $ 
206.261,51 

$ 
267.095,50 

$ 112.259,84 $ 51.425,85 

Marzo $ 657.332,40 $ 
392.476,00 

$ 
516.810,00 

$ 264.856,40 $ 140.522,40 

Abril $ 
1.112.752,92 

$ 
621.295,50 

$ 
931.943,25 

$ 491.457,42 $ 180.809,67 

Mayo $ 
1.023.985,05 

$ 
449.758,50 

$ 
758.313,75 

$ 574.226,55 $ 265.671,30 

Junio $ 522.296,50 $ 
229.405,00 

$ 
399.058,00 

$ 292.891,50 $ 123.238,50 

Julio $ 190.717,80 $ 86.950,50 $ 
142.942,80 

$ 103.767,30 $ 47.775,00 
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Sobreprecio total 
abonado: 

$ 
2.232.148,01 $ 1.025.360,12 

 

 

 

Compras efectuadas por Carnes Yamuni S. A. para abastecer su 

demanda 

Del análisis de la facturación de compras de ganado en pie 

realizadas por Carnes Yamuni S.A., para abastecerse y poder cumplir 

con las entregas de medias reses, entre otros, al CPF II, se comprobó 

que en ningún caso adquirió “vaca buena”, sino que, por el contrario, el 

proveedor se abastecía de “vaca regular”, “vaca conserva buena” y 

“vaca conserva inferior”.  

Del análisis de las compras efectuadas por el proveedor Carnes 

Yamuni S.A. surge que éste no adquiría ganado de tipificación “AA”, “A” 

o “B”. Recuérdese que esa calidad de carne vacuna era la que el 

mencionado proveedor debía entregar al CPF II para cumplir con las 

órdenes de compra resultantes de los procedimientos licitatorios, 

como así también de los procedimientos informales e irregulares de 

legítimo abono y de los pagos regulares y constantes por medio de los 

fondos rotatorios. 

Ahora bien, si el proveedor no adquiría la mencionada calidad de 

carne vacuna en forma de ganado en pie, con la que debía proveer al 
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CPF II en forma de media res, y si tampoco compraba ganado en pie 

para engordarlo, sino pura y exclusivamente para faenarlo, pues, no 

resta más que concluir que la calidad de carne vacuna que se obligó a 

entregar Carnes Yamuni S.A. al CPF II, por la cual se le pagó, no fue 

entregada y, peor incluso, no existió la posibilidad de que esa 

mercadería haya sido la proveída.   

Estas afirmaciones son sustentadas por el análisis efectuado a 

partir de relacionar los precios de compra de Carnes Yamuni S.A. de 

vaca viva o en pie (expresados en precio unitario por kilo), asentados 

en las respectivas facturas que se le secuestradas al proveedor, y la 

información de los valores promedio de venta (por categoría de animal) 

publicada en la página web del mercado de Liniers15, agregada en esta 

causa. De este modo se pudo identificar y reconstruir las diferentes 

clases de carne vacuna en pie adquirida por el proveedor para faenar y 

satisfacer la demanda de sus clientes, a saber: vaca buena, vaca 

regular, vaca conserva buena o conserva inferior.  

Así, podemos ejemplificar en el gráfico a continuación, las 

compras de Carnes Yamuni S.A. durante diciembre de 2013, según la 

calidad adquirida:  

                                                
1515 www.mercadodeliniers.com.ar  
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Clase de vaca adquirida en diciembre 

2013 

Kilos 

Vaca conserva inferior 11.955 

Vaca conserva buena 42.675 

Vaca regular 35.040 

Total 89.670 

 

 

 

Distribución de las compras realizadas por Carnes Yamuni S.A. en enero 

de 2014 según calidad de la carne adquirida: 
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Clase de vaca adquirida en enero 

2014 

Kilos 

Vaca conserva inferior 9.445 

Vaca conserva buena 55.560 

Vaca regular 22.645 

Total  87.650 

 

 

 

 

Distribución de las compras realizadas por Carnes Yamuni S.A. en 
febrero de 2014 según calidad de la carne adquirida: 
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Clase de vaca adquirida en febrero 

2014 

Kilos 

Vaca conserva inferior 28.515 

Vaca conserva buena 85.960 

Vaca regular 16.875 

Total  131.350 

 

 

 

Distribución de las compras realizadas por Carnes Yamuni S.A. en 

marzo de 2014 según calidad de la carne adquirida:  
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Clase de vaca adquirida en marzo 2014  Kilos 

Vaca conserva inferior 43.420 

Vaca conserva buena 87.360 

Vaca regular 7.750 

Total  138.530 

 

 

En este orden de ideas, entiendo que con los elementos 

reunidos hasta la fecha no se ha agregado prueba suficiente que 

permita desacreditar la labor desarrollada por la Procuraduría de 

Violencia Institucional, por cuanto detalló de modo pormenorizado los 

extremos sostenidos por cuanto el pago realizado a “Carnes Yamuni 

SA” posee irregularidades manifiestas: ya sea por no existir constancias 

de ingreso del alimento por el que pagó, el hallazgo de remitos en 

blanco en el penal (inadmisible reconocer que se trate de un “error” 
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como sostiene la defensa) y el pago por calidad distinta a la que 

adquiría la firma en pie como se desarrolló con antelación.  

Por ello corresponde que me expida sujeto a las previsiones del 

Libro II, Titulo IV, Capítulo V, del Código Ritual, lo que así resolveré en la 

parte  dispositiva de la presente.- 

 Cabe recordar que el auto de procesamiento “Si bien significa un 

avance en orden al conocimiento de la imputación, no requiere 

certidumbre apodíctica por parte del juez acerca de los extremos 

requeridos para decretarlo (...) Solo exige elementos de convicción 

suficientes sobre la ocurrencia del delito y la intervención del imputado” 

(D´Albora, Francisco “Código Procesal Penal de la Nación”, pag. 517, 

Ed. Abeledo Perrot, 1999).- 

 Así las cosas, y no habiéndose alegado causales de justificación, 

inculpabilidad o inimputabilidad, decretaré en definitiva sus 

procesamientos por considerarlos "prima facie" partícipes necesarios 

del hecho descripto en el "Considerando Primero".- 

 TERCERO: “Calificación legal” 

Los sucesos descriptos en el apartado precedente configuran el 

delito de defraudación por administración fraudulenta en perjuicio de 

la administración pública (artículo 174, inciso 5°, en función del artículo 
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173 inciso 7°, ambos del Código Penal) en concurso ideal con el delito 

de vejaciones (Art. 144 bis, inc. 2º del Código Penal).  

En tal sentido, el artículo 173 reza que “[s]in perjuicio de la 

disposición general del artículo precedente, se considerarán casos 

especiales de defraudación y sufrirán la pena que él establece: […] 7°. El 

que, por disposición de la ley, de la autoridad o por un acto jurídico, 

tuviera a su cargo el manejo, la administración o el cuidado de bienes o 

intereses pecuniarios ajenos, y con el fin de procurar para sí o para un 

tercero un lucro indebido o para causar daño, violando sus deberes 

perjudicare los intereses confiados u obligare abusivamente al titular de 

éstos”.  

Por su parte, el artículo 174 eleva el mínimo estipulado en el 

artículo 172 y reprime con pena de prisión de dos a seis años al que 

cometiere fraude en perjuicio de la administración pública.  

Ahora bien, previo a ingresar en el examen particular de cada 

uno de los elementos que componen los tipos penales mencionados, es 

preciso destacar que la ilicitud de la maniobra investigada debe ser 

analizada desde el prisma de los compromisos internacionales 

asumidos por la República Argentina al adherir a la Convención 

Interamericana contra la Corrupción (aprobada por la Ley 24.759), a la 
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Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Trasnacional (aprobada por Ley 25.632) y a la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción (aprobada por la Ley 26.097).  

Ello así, puesto que en dichos instrumentos se refleja la 

preocupación de nuestro país y de la comunidad internacional en su 

conjunto por las consecuencias que produce el desvío de millonarias 

sumas de dinero que dejan de ser invertidas en cuestiones 

fundamentales para el progreso social (reputados como actos de 

corrupción) y cuya práctica socava el correcto funcionamiento de las 

instituciones democráticas y el desarrollo de los pueblos.  

Además, debe tomarse en consideración que entre los 

principales aspectos puestos de relieve en las referidas convenciones se 

encuentran la prevención, investigación y represión de delitos.  

Ya adentrándonos en la adecuación típica de la actuación de los 

imputados, en primer lugar, con relación al sujeto activo de la figura 

prevista en el artículo 173 inciso 7°, del Código Penal se ha dicho que 

“[a]utores del delito pueden ser quienes tienen a su cargo el manejo, la 

administración o el cuidado de bienes o intereses pecuniarios ajenos”16.  

                                                
16 Cfr. Fontán Balestra, Carlos: Derecho Penal Parte Especial, Ed. Abeledo Perrot, 

Decimoséptima edición, 2008, pág. 585. 
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A su vez, se ha dicho que “[s] e trata de un delito especial propio, 

de autoría limitada, únicamente de quienes ostentan la cualificación 

exigida por la ley en relación con bienes e intereses patrimoniales 

ajenos. Teniendo en cuenta esta particular situación del autor (sujeto 

especial), no es posible la autoría mediata, y los demás inter vinientes 

en la ejecución del ilícito que no reúnan las cualidades requeridas 

normativamente deberán responder a título de partícipes”17.  

Ocupan dichos roles por disposición de la autoridad aquellas 

personas que desempeñan funciones de administración de bienes 

ajenos por haber sido designados para tal cometido por autoridad 

competente, ya sea nacional, provincial o municipal, de la órbita 

legislativa, ejecutiva o judicial18.  

Sentado lo expuesto, cabe concluir que los imputados reúnen las 

condiciones establecidas para ser procesados como partícipes 

necesarios, toda vez que –tal como ha quedado evidenciado al analizar 

la materialidad de los hechos- cada uno de ellos realizó un aporte 

esencial para la concreción de la maniobra investigada.  

                                                
17 Cfr. Buompadre, Jorge Eduardo: Estafas y otras Defraudaciones, Ed. Lexis Nexis 

Argentina S.A., 1ª Edición, 2005, pág. 174 
18 Cfr. Colombo, Marcelo y Honisch, Paula: Delitos en las contrataciones públicas, 

Ed. AdHoc, Buenos Aires, 2012, pág. 169 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



En tal sentido, se ha sostenido que “[...] todo aquel que participe 

en la ejecución del ilícito penal y no reúna las condiciones exigidas para 

ser autor deberá responder sólo como partícipe [...]”19.  

En cuanto al objeto material del delito, el mismo se encuentra 

constituido por “bienes” o “intereses pecuniarios” que deben ser total o 

parcialmente ajenos al autor.  

Por otro lado, la norma contempla dos formas diferentes de 

realizar la conducta típica: a) mediante un abuso o administración 

fraudulenta, o b) a través de la infidelidad fraudulenta.  

Colombo y Honisch explican que “[e]staremos ante una u otra 

modalidad en función del tipo de relación que se establezca entre el 

mandatario y los bienes o intereses que se le confían. Así, habrá abuso 

o administración fraudulenta cuando el autor tenga a su cargo «el 

manejo o administración de los bienes o intereses», mientras que la 

infidelidad estará dada cuando el sujeto activo sólo tenga a su cargo el 

cuidado”20.  

Por su parte, se ha sostenido que “el tipo penal del art. 173, 

inciso 7° del C.P., describe dos clases de acciones punibles: «perjudicar» 

                                                
19 Baigún, David y Zaffaroni, Eugenio Raúl: “Código Penal y normas 

complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial ”, T. 7, Ed. Hammurabi, Buenos Aires, 

2009, pág. 313 
20  Cfr. Colombo y Honisch, ob. cit., pág. 171/2 
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los intereses confiados (tipo de infidelidad) y «obligar abusivamente» al 

titular del patrimonio (tipo de abuso). Sobre el punto, tiene dicho la 

doctrina que en el quebrantamiento de fidelidad, a diferencia del tipo 

de abuso, no necesariamente la acción defraudatoria se materializa 

bajo la forma de un negocio o acto jurídico, sino que puede 

manifestarse mediante una acción jurídica o de hecho (ver Baigún, 

David y Zaffaroni, Eugenio directores, «Código Penal y normas 

complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial», ed. Hammurabi, 

Bs.As., 2008, tomo 7, pág.232/33)”21.  

Asimismo, los autores mencionados anteriormente enseñan que 

para que el sujeto activo se encuentre en condiciones de “abusar” de 

determinada situación éste debe tener, como presupuesto, la facultad 

de “usar” o “disponer” del patrimonio ajeno, asumiendo obligaciones 

con terceros que puedan ser oponibles al mandante y agregan que “[l] 

a defraudación por abuso supone: a) la realización de un acto jurídico 

con un tercero –debe tratarse de un acto efectivo que puede ser 

oponible por terceros al representado o mandante; esto es, la acción 

abusiva debe asumir o exhibir el carácter de negocio jurídico; b) que ese 

acto hubiese sido realizado por el autor actuando como representante 

                                                
21 Cfr. CCCFed., Sala II, in re: “Gabrielli, Alberto s/prescripción de la acción 

penal”, N° 27.645, r ta.: 31/7/09 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



del titular del patrimonio –por lo que el mandato debe haber estado 

vigente al momento en que dicho acto se celebró; y c) que ese negocio 

jurídico manifieste un exceso en el ejercicio del encargo que se le ha 

hecho. Ese encargo consiste básicamente en haberle conferido 

facultades al autor para actuar patrimonialmente en su nombre, 

disponiendo u obligando sus per tenencias, lo que debe hacer 

procurando su mejor conservación, empleo y ganancia”.  

También se ha señalado que “puede incurrirse en el abuso 

fraudulento: a) mediante la disposición indebida del patrimonio ajeno; 

o b) obligando indebidamente al titular del patrimonio” y que nos 

encontraríamos ante esta variante en “aquellos supuestos en los cuales 

el administrador compra cosas que no le hacen falta, realiza gastos 

innecesarios, desproporcionados o desconectados del fin perseguido 

por la administración”22.  

Al respecto, la Sala Segunda de la Excma. Cámara del fuero de 

Capital Federal ha sostenido que “[s]on demostrativos de la comisión 

del delito de defraudación por administración fraudulenta la 

constatación de maniobras llevadas adelante por quien administra una 

repartición pública, tales como el desdoblamiento artificioso de una 

                                                
22 Cfr. Colombo y Honisch, ob. cit., págs. 174/6 

Pris
ion

ero
EnA

rge
nti

na
.co

m



 

Poder Judicial de la Nación 

JUZGADO FEDERAL EN LO CRIM. Y CORR. DE MORON 2 
FSM 23495/2015 

343 

IC/EL 

compra que por su naturaleza debió ser por licitación pública para 

posibilitar la contratación directa […] además de la elección del co-

contratante de la entidad oficial dentro de un círculo de personas con 

vínculos familiares o cercanos al administrador […]”23.  

En cuanto al perjuicio, se ha entendido que el mismo puede 

recaer sobre bienes y créditos; sobre derechos reales, personales e 

intelectuales; sobre la posesión, la tenencia e incluso sobre las 

expectativas o ganancias futuras24.  

En efecto, Colombo y Honisch concluyen que habrá habido 

perjuicio si se ha disminuido el activo y/o incrementado el pasivo –en 

ambos casos, injustificadamente que conforman el patrimonio cuya 

administración, manejo y/o cuidado se le confió al autor así como 

también cuando hubiera sido posible obtener mejores precios si se 

hubieran respetado los mecanismos de contratación previstos e incluso 

cuando sólo se haya generado un peligro para el patrimonio25.  

En tal sentido, la Alzada ha sostenido que “[l] a exigencia de 

perjuicio económico para tener por configurado el delito de 

defraudación por administración fraudulenta […] se ve satisfecha con la 

                                                
23 Cfr. CCCFed., Sala II, in re: “Giacomino, Roberto E. y otros”, N° 24.759, rta.: 

26/11/07 
24 Cfr. Colombo y Honisch, ob. cit., pág. 179. 
25 Cfr. Colombo y Honisch, ob. cit., pág. 179/81 
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violación al deber de respetar un mecanismo legal de contratación que 

corresponde para cada caso –licitación pública mediante el cual se 

hubiesen podido obtener precios más ventajosos merced a la 

confrontación de ofertas”26.  

En lo que concierne al aspecto subjetivo, la figura sólo 

contempla la forma de comisión dolosa; además, se requiere que exista 

uno de los dos elementos subjetivos distintos del dolo enunciados en el 

tipo, es decir, que el autor debe proceder con el fin de procurar un 

lucro indebido (para sí o para un tercero) o de causar al titular un daño 

de naturaleza económica27.  

El fin de lucro “es la ventaja patrimonial que el autor se propone 

obtener, no siendo necesario que lo logre, vale decir que no es un lucro 

efectivo sino que consiste en el propósito del sujeto activo de lograr un 

provecho o ventaja susceptible de apreciación pecuniaria”28.  

Con relación a ese punto, cabe destacar que “[…] debe tenerse 

en cuenta que la falta de dolo planteada por el defensor […], así como 

la falta de malicia exigida por el tipo penal que se enrostra, son 
                                                
26 Cfr. CCCFed., Sala I, in re: “Sampaulise, J. O”, N° 23.636, rta.: 22/12/92, también 

citado en CCCFed., Sala I, in re: “Onofre Lotto, Antonio y otros s/ falta de mérito”, N° 

39.066, rta.: 6/2/07 
27 Cfr. D´Alessio, Andrés José Director Divito, Mauro A. –Coordinador: Código 

Penal de la Nación Comentado y anotado, 2ª edición actualizada y ampliada, Tomo II, Ed. La 

Ley, Buenos Aires, 2009, pág. 721 
28 Cfr. D ´Alessio y Divito, ob. cit., pág. 721 
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circunstancias para valorar en otra etapa del proceso, pero irrelevantes 

para justificar la acción delictiva que hasta aquí se le reprocha.  

Debe sumarse a lo hasta aquí expuesto que, tal como lo sostiene 

la doctrina, el procesamiento exige un juicio de probabilidad acerca de 

la existencia del hecho delictuoso y de la responsabilidad que como 

partícipe le corresponde al imputado, sin la necesidad de hallarse ante 

una certeza positiva.  

Cabe agregar que, tal como lo ha sostenido este Tribunal en 

reiteradas oportunidades, basta la mera convalidación de la sospecha, 

máxime cuando la elevación presupone una nueva reflexión del juez 

acerca del mérito de la instrucción.”29.  

Ahora bien, en lo que respecta al artículo 174, inciso 5° del 

Código Penal, la doctrina y la jurisprudencia son pacíficas en cuanto a 

que dicha norma no contiene una figura legal autónoma, sino que se 

trata de una defraudación agravada en razón de la titularidad del bien 

que es objeto de delito30.  

Por último, con relación a la regla concursal que corresponde 

aplicar, se ha sostenido que “[…] los distintos actos infieles acaecidos en 

                                                
29 CCCFed., in re: “Penel, Pablo s/ procesamiento”, N° 36.035, rta.: 4/6/04 
30 Cfr. CCCFed., Sala I, in re: “Onofre Lotto, Antonio y otros s/ falta de mérito”, N° 

39.066, rta.: 6/2/07 
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el contexto de una misma administración deben ser considerados 

jurisdiccionalmente como constitutivos de un mismo hecho, y no de 

manera independiente, supuesto vedado por la garantía constitucional 

de ne bis in ídem […]”31.  

Por su parte, en el precedente “Pompas” la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación ha entendido que los distintos episodios infieles 

que se realicen en el manejo del patrimonio ajeno no implican 

reiteración, no logrando multiplicar el delito que sigue siendo único e 

“inescindible”32.  

En suma, habiéndose acreditado la materialidad de los hechos y 

la participación necesaria de Carlos Alberto Eced, Abelardo O. Torres, 

Manuel Leguizamón, Oscar García, Walter Trangoni, Francisco J. 

Ramírez, Javier Morriones, Sergio M. Otazu, Rodolfo Fassa, Facundo 

Antonio Yamuni, Antonio Julián Yamuni, y Marcela Lucía Balchunas, se 

cuenta con elementos de convicción suficientes a esta altura de la 

instrucción para ligar a proceso a los nombrados en los términos del 

artículo 306 del CPPN; del delito previsto y reprimido en el artículo 174, 

inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7°, ambos del Código Penal, 

                                                
31 CCCFed., Sala I, in re: “Consolidar AFJP”, N° 43.712, rta: 13/8/10 
32  Cfr.. Fallos 325:3255 
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y habilitar, en consecuencia, el avance de la investigación hacia las 

siguientes etapas. 

A su vez, en el caso de Carlos Alberto Eced, Abelardo O. Torres, 

Manuel Leguizamón, Oscar García, Walter Trangoni, Francisco J. 

Ramírez, Javier Morriones, Sergio M. Otazu, y Rodolfo Fassa resultan 

partícipes necesarios del delito de imposición de severidades por parte 

de funcionarios públicos a los presos que guarde, previsto y reprimido 

por el artículo 144 bis inciso 3° del Código Penal.-  

Para empezar, resaltaré la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, la cual en su artículo 5° establece que: “Nadie será sometido 

a torturas, ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”.  

Así, cabe destacar que la Cámara Nacional de Casación Penal33 

ha sostenido que esta figura penal protege la dignidad del ser humano, 

“(…) teniendo en cuenta el derecho que todo individuo posee a no sufrir 

tales procedimientos de parte de los funcionarios públicos que tienen en 

sus manos el poder que les otorga la función, a no ver agravada con 

ellos la privación de la libertad que ya sufren. Esos procedimientos son 

los que la ley menciona como severidades, vejaciones y apremios”.                     

                                                
33 CNCP, sala 3°, rta 07/03/2007  “Calderón Peñaloza, Oscar G. y otros” 
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En el mismo fallo, la Cámara asentó que “Las vejaciones 

encuentran una afectación prevaleciente en la psiquis del sujeto pasivo, 

mientras que en las severidades predomina el daño físico – aunque 

ambos conceptos no son excluyentes, dado que en algunos casos 

puntuales de castigos corporales, por ejemplo, pueden constituir actos 

humillantes con secuelas psíquicas significativas (…)”. 

La doctrina ha asentado que las severidades son las 

rigurosidades excesivas en el trato que tienen incidencia directa sobre 

el cuerpo de una persona (castigos corporales, privación de descanso o 

alimentación). Es una “mortificación innecesaria, abusiva, que va más 

allá de lo permitido como precaución en relación con los detenidos. Son 

tratos rigurosos y ásperos que pueden consistir en atentados contra la 

integridad personal, o en particulares modos de colación o 

mantenimiento del preso, o en ilegítimas o irrazonables restricciones, o 

en suma, en cualquier ataque contra la dignidad humana”34.  

En definitiva, la participación de todas las personas que 

intervinieron en la defraudación, se encuentran prescriptas en el 

artículo 144 bis, inciso 3, CP. Si bien, se trata de un delito especial 

propio, que sólo puede ser cometida por un funcionario público que 

                                                
34 Tarrio y Huarte Petite, “Torturas, detenciones y apremios ilegales”, pág. 77 
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guarde a los presos a quien impone vejaciones. Por el término “guarde” 

no debe entenderse al agente o funcionario público que está apostado 

o a cargo de una determinada celda o pabellón, sino a todo aquel sobre 

el cual pese un deber o una posición de garante respecto de los 

derechos de las personas privadas de la libertad. 

Esta conducta delictiva consiste en la efectiva afectación de la 

dignidad personal y, algunos casos también, de la integridad física y de 

la libertad de la víctima, porque no es tratado como se merece, por el 

sólo hecho de ser una persona. Por medio de esta prohibición se busca 

castigar y desmotivar la imposición de padecimientos físicos y psíquicos 

dolosos por parte de funcionarios públicos en contra de personas 

privadas de la libertad, es decir, en el marco de un contexto de 

encierro35. Este comportamiento “denota todo trato denigratorio o 

humillante, hecho con el propósito de mortificar o aumentar el 

sufrimiento del destinatario”36. 

En este caso en particular, las vejaciones fueron causadas por 

medio de la sistemática entrega de escasa cantidad de carne, con todo 

el aporte nutricional que ella implica, y su pésima calidad, por parte de 

                                                
35Sobre el delito de vejaciones, véase, por todos, RAFECAS, Daniel, El crimen de 

tortura, Didot, Buenos Aires, 2016, pp. 282 y ss. 
36RAFECAS, El crimen de tortura, cit., pp. 282 y s. 
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quienes debieron hacerlo en forma adecuada. Esa conducta provocó 

que las personas alojadas en el CPF II debieran someterse a un 

sistemático menoscabo de su dignidad personal en para sobrevivir o, 

dicho de otra manera, comer alimento repugnante con tal de 

mantenerse en pie. Como surge del resultado del relevamiento que 

consta en autos y que ya fue valorado más arriba, el régimen 

alimentario fue deficitario y denigrante particularmente en el CPF II 

durante todo el período de investigación. En efecto, los detenidos no 

pudieron satisfacer sus necesidades alimentarias básicas, 

conformándose así un sistema institucionalizado que genera hambre, 

padecimiento físico/emocional y violencia. 

Hacer pasar hambre a una persona privada de su libertad es 

claramente un trato degradante, no sólo psíquico, sino físico. Lo mismo 

que entregarle una calidad de carne pésima, prácticamente incomible. 

Ello ataca su sentimiento de dignidad o de respeto que merece como 

persona y que el Estado es garante. Así, no cabe más que concluir que 

no brindar los alimentos diarios necesarios o brindarlos en mala 

calidad, cuando su destinatario no tiene otra forma de adquirirlos, 

significa a todas luces un trato degradante, que el Estado no sólo no 

debe cometer, sino que debe evitar. 
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Dado que esas vejaciones fueron una consecuencia directa y 

necesaria de la comisión del delito de administración fraudulenta en 

perjuicio de la administración pública, incluso si no las hubieran 

querido, como los participes conocían esta circunstancia y aun así 

decidieron realizar ese hecho típico, se considera que actuaron con 

dolo directo respecto del delito de consecuencias necesarias 

(conocidas), esto es: las vejaciones.  

Por ello, todos ellos resultan partícipes necesarios de vejaciones 

todos los funcionarios públicos que tenían posición de garante respecto 

de la alimentación de las personas privadas de la libertad alojadas en el 

CPF II y que, además, tenían la tutela de los bienes e intereses de la 

administración pública en lo referido a la adquisición de alimentos 

destinados a la satisfacción de dicha necesidad alimenticia esencial.  

Los responsables de la firma Carnes Yamuni S.A., mantienen en 

este hecho típico su carácter de partícipes necesarios, también 

respecto de este delito, ya que si bien no son funcionarios públicos ni 

“guardan al preso”, ejercieron un rol preponderante para humillar a las 

personas privadas de la libertad y causarles sufrimientos físicos y, así, 

contribuir en forma determinante a la constitución del déficit 
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alimentario que se sufre en la CPF II y todo ello con el dolo necesario 

para que se les atribuya esta conducta típica.  

En resumen, el fraude desplegado en estas contrataciones 

millonarias irregulares tuvo impacto directo y necesario en la calidad y 

cantidad de los alimentos, carne vacuna (esencial en la dieta diaria), 

percibidos por las personas alojadas en el CPF II, durante el período de 

la investigación. 

Ahora, bajo esa plataforma, el obrar de Hugo Ocampos, Carlos 

Merino, Christian Pereyra, Leonardo Aravena, Marcelo Juárez, Jorge A. 

García, José María Ferezín, y Orlando Aguirre encontraría adecuación 

jurídica en la figura tipificada por el Artículo 248 última parte del 

Código Penal a título de Abuso de Autoridad por omisión de la 

ejecución de la ley, en calidad de autores, correspondiendo de esta 

forma dictar su procesamiento.-  

En relación a la conducta tipificada en el artículo 248 del Código 

Penal dice Donna que todas ellas contemplan un despliegue arbitrario 

en la función, contrariando lo que constitucional o legalmente es lo 

debido y obligatorio. Es necesario recordar que, tal y como lo sostiene 

Núñez, el abuso de autoridad no es una extralimitación funcional en el 

sentido extensivo, sino que es un mal uso de aquella dentro de la 
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propia función; es cuando el funcionario la emplea para violar la 

Constitución o las leyes. Se trata del funcionario público que utiliza su 

cargo a los efectos de actuar ilegalmente37.-  

En tal sentido es posible afirmar que los mencionados teniendo 

a su cargo la recepción de los alimentos no lo hicieron del modo 

debido, omitiendo de ese modo la labor encomendada. 

 Cabe destacarse que el rol asignado a ese comité de recepción 

resulta el de controlar la calidad y cantidad de alimentos pero, tal como 

fuera oportunamente desarrollado ello no aconteció. Habiéndose 

comprobado la existencia de remitos en blanco de la empresa con los 

sellos de los funcionarios, detallando aquellos que ocupaban otras 

funciones dentro del penal, más allá de este rol. 

Es, en este sentido, lo que se advierte como determinante: la 

participación de estos no es equiparable a los analizados con antelación 

por entender que no cumplían un rol dentro de la defraudación sino 

que no cumplieron su función, situación por la que deberán responder. 

En el caso de los que ocuparon el rol de Directores del Penal, tal 

como se detallara oportunamente, la circunstancia imputada es que 

teniendo a su cargo el normal funcionamiento del Complejo en su 

                                                
37 Derecho Penal, Parte Especial, Tomo III, pág. 164 
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totalidad, no cumplieron con ese rol y permitieron el desarrollo de las 

demás conductas ya analizadas. 

Dice Donna que en cuanto a la no ejecución de leyes cuyo 

cumplimiento le incumbe, sigue siendo válido el criterio antes 

enunciado, que consiste en omitir cumplir con la ley, pero de una 

manera intencional, esto es con dolo, de manera que queda de lado 

toda conducta negligente. Se trata de una omisión que consiste en la 

inobservancia de la ley, esto es no hacer, no ejecutar, no cumplir lo que 

la ley manda expresamente hacer al funcionario dentro de su autoridad 

funcional.(...) Se trata, como se puede ver, de una forma de omisión 

impropia, ya que el funcionario está obligado a cumplir con la ley, de 

manera que tiene en este caso una posición de garantía que surge de la 

calidad de funcionario, que por otra parte especializa el delito38, por su 

parte Creus y Buompadre señalan respecto al mismo ítem en análisis 

que la tercera forma pune la conducta omisiva de no ejecutar las leyes 

cuyo cumplimiento incumbe al funcionario (...) aquí el abuso consiste 

en la decisión de no ejecutar la ley, es decir, de no aplicarla, 

prescindiendo de ella como si no existiera39.  

                                                
38 Obra citada, pág. 166/167 
39 Derecho Penal, Parte Especial, Tomo 2, pág. 264/265 
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Vale asimismo resaltar que todos los imputados revisten calidad 

de sujetos activos de los delitos que se les imputan en tanto 

funcionarios públicos conforme surge de las constancias de Autos, 

circunstancia incluso que no ha sido controvertida por ninguna de ellas. 

En este ítem y en punto a la autoría Donna señala que sujeto activo de 

este delito sólo puede ser un funcionario público, en ejercicio de su 

cargo y obrando dentro de su propia competencia. El autor debe hacer 

un mal empleo de la autoridad pública que legalmente posee40.  

CUARTO: medidas cautelares 

En atención a las probanzas y elementos de convicción arriba 

esgrimidos entiendo que se da en la especie respecto de Facundo 

Antonio Yamuni, Antonio Julián Yamuni, Marcela Lucía Balchunas, 

Carlos Alberto Eced, Abelardo O. Torres, Manuel Leguizamón, Oscar 

García, Walter Trangoni, Francisco J. Ramírez, Javier Morriones, 

Sergio M. Otazu, Rodolfo Fassa, José María Ferezín, Orlando Aguirre, 

Raúl Medina, Hugo Ocampos, Carlos Merino, Christian Pereyra, 

Leonardo Aravena, Marcelo Juárez y Jorge A. García, el supuesto 

previsto en el art. 306 del C.P.P.N., ya que las circunstancias arrimadas 

                                                
40 Obra citada, pág. 168 
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al legajo resultan de entidad suficiente como para tener por acreditado 

“prima facie” que el hecho delictivo descripto en el capítulo primero. 

Por otra parte, visto el cuantum punitivo previsto para el delito 

de la especie, habré de estar a lo expuesto en la letra del art. 310 del 

C.P.P.N., decretando sus procesamientos sin prisión preventiva. 

Asimismo, no escapa al suscripto el hecho de que los imputados 

no poseen antecedentes condenatorios conforme se desprende de sus 

legajos para el estudio de la personalidad, se han presentado cada vez 

que han sido requeridos y poseen domicilio constatado en autos. 

Por otra parte, puesto a analizar la medida de sujeción personal 

prevista en el artículo 312 del CPPN, siendo que en autos no surgen 

elementos que indiquen que el nombrado intentará eludir la acción de 

la justicia ni que entorpecerá la investigación en curso, toda vez que se 

presentado cuando se lo ha citado y se lo había notificado en forma 

personal, por lo que a criterio del suscripto, no corresponde el dictado 

de la prisión preventiva41. 

Con el fin de garantizar las costas del proceso como las penas 

pecuniarias que le podría ser impuesta, habré de imponerle a los 

                                                
41 Fallo “Díaz Bessone, Ramón Genaro s/ recurso de inaplicabilidad de la ley”, 

Plenario del 30 de octubre del año 2008 de la Cámara Nacional de Casación Penal 
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referidos la medida cautelar de índole real contemplada en el artículo 

518 del mismo cuerpo normativo antes mencionado. 

En este sentido la Exma. Cámara Federal de Apelaciones de 

Capital Federal42 ha sostenido que la naturaleza de la medida cautelar 

tiene por finalidad garantizar en medida suficiente una eventual 

imposición de pena pecuniaria o las costas del proceso y el 

aseguramiento de las responsabilidades civiles emergentes. 

Así, la suma a la que arribaré tendrá en consideración las costas 

que pudieran imponerse, que si bien no son objeto de regulación en 

este momento, consistirán (conf. Art. 533 del CPPN) en el pago de tasa 

de justicia, honorario devengados por los abogados y demás gastos que 

ocasione el presente. 

QUINTA. Medidas. 

Habida cuenta que al momento de presentarse, el Sr. Facundo 

Yamuni solicitó la realización de una pericia contable que permita 

determinar de modo fehaciente las afirmaciones realizadas por la 

PROCUVIN (ver fs. 2088/101), lo que se tuvo presente en su 

oportunidad. 

                                                
42 CFACF “Zacharzenia, Gustavo s/Embargo”, Rta. 13/11/1997, c. 29.204, entre 

otros 
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A esta altura, luego de un profundo análisis de la prueba 

colectada entiendo que si bien existen elementos suficientes para 

avanzar en el proceso, lo cierto es que dicha solicitud debe prosperar a 

efectos de robustecer –o no- el cuadro hasta aquí analizado. 

Ahora bien, lo cierto es que esta judicatura avanzó en el proceso 

en relación a “Carnes Yamuni SA” pero también se ha imputado a los 

representantes de las firmas: 1.- “TUX S.A”, 2.- “AUGEMI S.R.L”, 3.- 

“RAIALE S.R.L.”, 4.- Frigorífico Penta SA, 5.- Rucón SRL, 6.- Olazul SA, 7.- 

Gayna SRL, 8.- Victorio Paoletti, 9.- Martunico SA, 10.- Distribuidora 

Virasoro SRL, 11.- Molinos y Establecimientos Harineros Bruning SA, y 

12.- Servicios Integrales Food and Catering SRL. 

En tal inteligencia, por razones de economía procesal, se 

convocará a sus representantes a efectos de notificarlos de la 

formación del sumario (Art. 73 del CPPN) y, en ese mismo acto, 

hacerles saber sobre la producción de una pericia contable sobre la 

totalidad de la documental secuestrada, pudiendo presentar peritos de 

parte y aportar los puntos que considere menester. 

A efectos de dar cumplimiento con ello, requiérase a la AFIP que 

informe los domicilios legales de las firmas en cuestión. 
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 Es así que, por los fundamentos expuestos y disposiciones 

legales citadas corresponde y así; 

RESUELVO: 

I.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Carlos Alberto Eced, de 

las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" partícipe necesario de los delitos previstos y reprimidos 

por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

II.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Carlos Alberto 

Eced (arts. 310 y 312 “a contrario sensu”del C.P.P.N.) 

III.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Carlos 

Alberto Eced, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 

1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

IV.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Abelardo Torres, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos por los 

artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 
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concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

V.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Abelardo 

Torres (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

VI.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Abelardo 

Torres, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 

1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

VII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Manuel Leguizamón, de 

las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos 

por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

VIII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Manuel 

Leguizamón (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

IX.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Manuel 

Leguizamón, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 
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1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

X.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Oscar García, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos por los 

artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XI.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Oscar García 

(arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Oscar 

García, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 

1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

XIII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Walter Trangoni, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos por los 

artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 
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del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XIV.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Walter 

Trangoni (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XV.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Walter 

Trangoni, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 

1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

XVI.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Rodolfo Fassa, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos por los 

artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XVII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Rodolfo 

Fassa (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XVIII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de 

Rodolfo Fassa, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos 
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($ 1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

XIX.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Sergio Otazu, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos por los 

artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XX.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Sergio Otazu 

(arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXI.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Sergio 

Otazu, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 

1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

XXII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Javier Morriones, de 

las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos 

por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 
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del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XXIII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Javier 

Morriones (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXIV.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Javier 

Morriones, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 

1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 518 del 

C.P.P.N.- 

XXV.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Francisco Ramírez, de 

las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" participe necesario de los delitos previstos y reprimidos 

por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 inciso 7° en 

concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 2º, ambos 

del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XXVI.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Francisco 

Ramírez (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXVII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de 

Francisco Ramírez, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil 
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pesos ($ 1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 

518 del C.P.P.N.- 

XXVIII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Facundo Antonio 

Yamuni, de las demás condiciones personales obrantes en autos, por 

resultar "prima facie" participe necesario de los delitos previstos y 

reprimidos por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 

inciso 7° en concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 

2º, ambos del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del 

Código Procesal Penal de La Nación).- 

XXIX.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Facundo 

Antonio Yamuni (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXX.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Facundo 

Antonio Yamuni, hasta cubrir la suma de un millón quinientos mil 

pesos ($ 1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 

518 del C.P.P.N.- 

XXXI.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Antonio Julián 

Yamuni, de las demás condiciones personales obrantes en autos, por 

resultar "prima facie" partícipe necesario de los delitos previstos y 

reprimidos por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 

inciso 7° en concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 
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2º, ambos del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del 

Código Procesal Penal de La Nación).- 

XXXII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Antonio 

Julián Yamuni (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXXIII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de 

Antonio Julián Yamuni, hasta cubrir la suma de un millón quinientos 

mil pesos ($ 1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 

518 del C.P.P.N.- 

XXXIV.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Marcela Lucía 

Balchunas, de las demás condiciones personales obrantes en autos, por 

resultar "prima facie" participe necesario de los delitos previstos y 

reprimidos por los artículos 174, inciso 5°, en función del artículo 173 

inciso 7° en concurso ideal con el ilícito reprimido en el Art. 144 bis, inc. 

2º, ambos del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del 

Código Procesal Penal de La Nación).- 

XXXV.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Marcela 

Lucía Balchunas (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXXVI.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de 

Marcela Lucía Balchunas, hasta cubrir la suma de un millón quinientos 
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mil pesos ($ 1.500.000), de conformidad con las previsiones del artículo 

518 del C.P.P.N.- 

XXXVII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE José María Ferezín, 

de las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 

248 del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del 

Código Procesal Penal de La Nación).- 

XXXVIII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando José 

María Ferezín (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XXXIX.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de José 

María Ferezín, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

XL.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Orlando Aguirre, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 248 del 

Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XLI.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Orlando 

Aguirre (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 
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XLII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Orlando 

Aguirre, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

XLIII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Hugo Ocampos, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 248 del 

Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XLIV.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Hugo 

Ocampos (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

XLV.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Hugo 

Ocampos, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

XLVI.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Carlos Merino,, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 248 del 

Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

XLVII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Carlos 

Merino, (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 
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XLVIII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Carlos 

Merino, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

XLIX.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Christian Pereyra, de 

las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 

248 del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del 

Código Procesal Penal de La Nación).- 

L.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Christian 

Pereyra (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

LI.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Christian 

Pereyra, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

LII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Leonardo Aravena, de 

las demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar 

"prima facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 

248 del Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del 

Código Procesal Penal de La Nación).- 

LIII.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Leonardo 

Aravena (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 
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LIV.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de 

Leonardo Aravena, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), 

de conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

LV.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Marcelo Juárez, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 248 del 

Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

LVI.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Marcelo 

Juárez (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 

LVII.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Marcelo 

Juárez, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

LVIII.- DECRETAR EL PROCESAMIENTO DE Jorge A. García, de las 

demás condiciones personales obrantes en autos, por resultar "prima 

facie" autor de los delitos previstos y reprimidos por el artículo 248 del 

Código Penal (artículo 45 y 54 del Código Penal y 306 del Código 

Procesal Penal de La Nación).- 

LIX.- CONFIRMAR LA LIBERTAD que viene gozando Jorge A. 

García (arts. 310 y 312 “a contrario sensu” del C.P.P.N.) 
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LX.- MANDAR TRABAR EMBARGO sobre los bienes de Jorge A. 

García, hasta cubrir la suma de cien mil pesos ($ 100.000), de 

conformidad con las previsiones del artículo 518 del C.P.P.N.- 

LXI.- DECRETAR LA FALTA DE MERITO para ordenar el 

procesamiento o para dictar el sobreseimiento de Emiliano Blanco, 

Claudio E. Barbera, Daniel A. Bogado, Ramón A. Chamorro, David 

Pedraza, Verónica N. Matwijczuk, Mariano Eloy Leiva, Alberto Rojas, 

Fernando Díaz, Guillermo Cuccarese, Claudia M. Carballo, María 

Victoria Varela, Ricardo R. Caruso, Darío O. Ferrara, Gabriela Martins 

Giménez, Walter Fratini, Gisel E. Ávalos, Carlos A. Caro, Juan Carlos 

Lafuente, Raúl Medina, Gumercindo Gómez y Gabriel Ciappesoni, de 

sus restantes condiciones personales obrantes en autos, en orden a los 

hechos por los cuales fueran indagados (art. 309 del C.P.P.N.). 

LXII.- REQUERIR a la AFIP que en un plazo de cinco (5) días 

aporten los domicilios legales de las firmas: 1.- “TUX S.A”, 2.- 

“AUGEMI S.R.L”, 3.- “RAIALE S.R.L.”, 4.- Frigorífico Penta SA, 5.- Rucón 

SRL, 6.- Olazul SA, 7.- Gayna SRL, 8.- Victorio Paoletti, 9.- Martunico 

SA, 10.- Distribuidora Virasoro SRL, 11.- Molinos y Establecimientos 

Harineros Bruning SA, y 12.- Servicios Integrales Food and Catering 

SRL. 
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Notifíquese –Art. 142 y sgtes CPPN.- 

 

 

Ante mí: 

 

 

En_____se libraron cédulas electrónicas. Conste.- 
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	Compras efectuadas por Carnes Yamuni S. A. para abastecer su demanda

